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1. Introducción

Los tributos solo pueden establecerse con arreglo a 

la ley (artículo 31.3 CE), correspondiendo la potestad 

originaria para establecerlos exclusivamente al Estado, 

mediante ley (artículo 133.1 CE), mientras que las cor-

poraciones locales podrán establecer y exigir tributos, de 

acuerdo con la Constitución y las leyes (artículo 133.2 

CE), gozando tales corporaciones locales de auto

nomía, garantizada por la Constitución, para la gestión 

de sus intereses (artículos 137 y 140 CE).

La autonomía de las entidades locales para esta-

blecer y exigir tributos ha de ejercerse de acuerdo con 

lo previsto en la legislación del Estado reguladora de 
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  las haciendas locales y en las leyes que dicten las co-

munidades autónomas en los supuestos expresamente 

previstos en aquélla (artículo 106.1 de la Ley de bases 

de régimen local) y su medio de ejercicio son las or-

denanzas fiscales, a través de las cuales ejercen la po-

testad reglamentaria las entidades locales en materia 

tributaria (artículo 106.2 id.).

Nos ocuparemos aquí de las ordenanzas fiscales re-

guladoras de cada uno de los tributos propios de las 

entidades locales en la medida en que a través de ellas 

se despliega la autonomía local tributaria. En tal sen-

tido, tales ordenanzas no son normas meramente re-

glamentarias en el sentido usual del término, sino que 

participan en la definición de los elementos esenciales 

de los tributos, dentro de los límites fijados en la ley.1

El equilibrio entre el marco legal unitario de regula-

ción y la autonomía local constituirá por ello la primera 

parte de nuestro análisis, dentro de un examen más 

general del poder o potestad de ordenanza de los en-

tes locales. La indefinición del marco constitucional al 

respecto ha propiciado una jurisprudencia constitucio-

nal evolutiva que ha terminado por dejar en manos del 

legislador estatal el alcance de estas potestades tribu-

tarias locales, si bien vedando la renuncia por el mismo 

de fijar los límites necesarios de tal autonomía.

A partir de ahí, nuestro análisis se centrará en los 

cuatro aspectos esenciales en que, conforme a la legisla-

ción vigente, las ordenanzas fiscales pueden desplegar 

la autonomía tributaria local: primero, con la obligada 

diferenciación entre tributos obligatorios y tributos po-

testativos; segundo, con el estudio de las posibilidades 

de incrementar los tipos de gravamen mínimos y suple-

torios fijados por la ley para los impuestos obligatorios 

y de establecer, dentro de los límites máximos legales, 

los tipos o cuantías de los tributos potestativos; terce-

ro, con el examen detallado del campo de actuación 

que la ley permite en el establecimiento de beneficios 

fiscales potestativos; y, cuarto, con la exposición de las 

particularidades de la potestad tributaria local en ma-

teria de tasas y contribuciones especiales.

Resulta esencial, en todo caso, poner de manifiesto 

las diferencias que tanto en orden a la motivación 

de las ordenanzas fiscales2 como en orden a su control 

jurisdiccional resultan del ejercicio de la potestad tribu-

taria local, de la aplicación de criterios de discrecio-

nalidad técnica o del simple desarrollo reglamentario, 

cuestiones las tres que son objeto de frecuente confu-

sión en la práctica:

A) Cuando se trate de la aplicación de coeficientes 

o porcentajes de incremento sobre los tipos impositivos 

previstos en la ley, o de la previsión de beneficios fiscales 

potestativos, no se precisa motivación ni razonamiento 

específico alguno, al tratarse del ejercicio de funciones 

soberanas de las corporaciones locales, o si se prefiere, 

de decisiones políticas, en un cabal entendimiento de 

este término, que no requieren aquella motivación ni 

son, en sí mismas, enjuiciables por los tribunales de 

justicia.

En tales casos se trata del ejercicio del poder tri-

butario local, tal como éste ha sido entendido por el 

Tribunal Constitucional, resultado de la coordinación 

de los principios constitucionales de reserva de ley tri-

butaria y de autonomía local. También el artículo 9.3 

de la Carta Europea de la Autonomía Local de 15 de 

octubre de 1985 declara que una parte al menos de los 

recursos financieros de las colectividades locales deben 

provenir de los cánones e impuestos locales, cuya tasa 

o cuantía tienen el poder de fijar dentro de los límites 

de la ley.

De esta forma, la aplicación de estos coeficientes, 

porcentajes de incremento de los tipos o de benefi-

cios fiscales facultativos es potestativa, sin establecerse 

en la ley ninguna causa o criterio para ello, existiendo, 

pues, una soberanía o libertad máxima, por lo que la 

posición de los órganos jurisdiccionales respecto de los 

acuerdos municipales al respecto será análoga a la del 

Tribunal Constitucional en relación con las leyes: solo 

podrá enjuiciarse el procedimiento formal de adopción 

de los acuerdos y de su publicación así como el ajus-

te a los límites y criterios legales, pero ni las causas o 

criterios ni la motivación o su ausencia podrá ser ana-

lizada salvo casos de arbitrariedad notoria, constitu

cionalmente prohibida.

B) Cuando se trate de la impugnación de las clasifica

ciones de las calles, a múltiples efectos impositivos, el 

planteamiento ha de ser, por el contrario, radicalmente 

1. Cfr. el epígrafe “Ámbito de las ordenanzas fiscales locales” de mi intervención en este mismo seminario: “Aplicación de 
la nueva normativa tributaria a las haciendas locales”, Cuadernos de Derecho Local, Fundación Democracia y Gobierno Local, 
núm. 8, junio de 2005, p. 97-135.

2. Nos referimos a la motivación de los acuerdos aprobatorios de las ordenanzas fiscales, bien en sí mismos considerados, 
bien en relación con sus antecedentes que han de acompañar al expediente.
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diverso, pues el control jurisdiccional no ha de alcanzar 

solo a los aspectos procedimentales y al respeto de los 

elementos legales reglados, sino que comprende tam-

bién la atribución concreta a cada calle de una determi-

nada categoría, pues aunque para ello exista un amplio 

margen de discrecionalidad técnica en el ayuntamiento, 

nunca cabe confundir tal discrecionalidad con la sobera-

nía política antes referida.

El ejercicio de potestades discrecionales de carác-

ter técnico podrá ser controlado jurisdiccionalmente 

cuando no se trate de meras opiniones o criterios del 

recurrente, sino que exista una prueba adecuada y sufi-

ciente que ponga de manifiesto que la corporación local 

ha incurrido en error al llevar a cabo la clasificación o ha 

prescindido de los necesarios estudios o informes al res-

pecto. No obstante, será necesario para ello, de ordina-

rio, un informe pericial que evidencie tal error, pues no 

se trata de sustituir el criterio municipal por el del perito 

procesal, sino de que las pruebas procesales, y singular-

mente el resultado de la apreciación de la pericial según 

las reglas de la sana crítica, hagan patente aquel error, 

sin que basten meras alegaciones subjetivas de la parte, 

carentes de cualquier apoyo probatorio.

C) Un tratamiento particular ha de merecer, en pri-

mer lugar, la fijación de las tarifas para la exacción de 

las tasas, donde el artículo 25 LHL instrumenta preci

samente técnicas para garantizar el cumplimiento de 

los principios establecidos en el artículo 24.

Solo con los informes técnico-económicos legal-

mente preceptivos podrá la corporación local, al calcu-

lar las tarifas y cuotas, cumplir el requisito de reserva 

de ley, y al mismo tiempo el administrado hacer uso de 

su derecho a impugnarlas y los órganos jurisdiccionales 

el controlar la potestad reglamentaria y la legalidad de 

la actuación administrativa, así como el sometimien-

to de ésta a los fines que la justifican, que constitu

cionalmente les corresponde conforme al artículo 

106.1 de la Constitución.

Por el contrario, si se careciera de tales informes, 

resultarían ilusorios el derecho de los administrados 

a reclamar y el cumplimiento por los tribunales de su 

potestad de control de la legalidad de la actuación ad-

ministrativa e incluso imposible por la propia corpora-

ción local el ajustarse a tal legalidad. La falta de estos 

informes llevaría consigo la nulidad de los acuerdos 

aprobatorios o modificatorios de los importes de las ta-

sas, pues han de ser previos a la determinación por el 

ayuntamiento del justo importe de acuerdo con la ley, y 

frente a esta omisión no podría prevalecer la presunción 

de legalidad de los actos administrativos, con cuya apli-

cación la carga de la prueba de que los tipos son excesi-

vos correspondería al administrado, lo cual solo ocurrirá 

cuando efectivamente consten tales informes y con ello 

los acuerdos estén regularmente adoptados.

D) Por fin, también la imposición y ordenación de 

las contribuciones especiales exige fundar y justificar 

razonadamente tanto que las obras o el establecimien-

to o ampliación del servicio de que se trate benefician 

especialmente a determinados sujetos pasivos, como 

la procedencia del porcentaje de reparto acordado, 

mediante la adecuada ponderación entre el beneficio 

especial y particular y el beneficio o utilidad general. 

Igualmente habrán de razonarse los módulos o crite-

rios de reparto adoptados.

Aquí el control jurisdiccional habrá de ejercerse de 

análoga forma a la expuesta para las tasas. En suma, 

en el control judicial de las ordenanzas fiscales, y espe-

cialmente en las relativas a tasas y contribuciones es-

peciales, aparte de ser exclusivamente jurídico y nunca 

de oportunidad, habrá de tenerse especial cuidado en 

distinguir los problemas de reserva de ley y de legalidad, 

en que se deberá controlar y reducir la discrecionalidad 

técnica de desarrollo, y aquellas determinaciones que 

son reflejo de la libertad normativa consecuente con la 

autonomía local.3

2. La potestad de ordenanza de los entes lo-
cales

2.1. En general

La potestad de ordenanza es tan antigua como los 

propios municipios, no resultando imaginable la exis-

tencia y funcionamiento de las corporaciones locales 

sin ella.

3. Respecto de las determinaciones reflejo de la libertad normativa dimanante de la autonomía local, los órganos jurisdic
cionales habrán de adoptar una posición análoga a la del Tribunal Constitucional respecto de las leyes: solo cuando exista 
una demostración convincente de que se ha incurrido en inconsecuencia o incoherencia creadoras de desigualdad o de 
distorsión de los efectos legales, ya en el plano técnico o ya en situaciones personales permanentes, deberá declararse la 
nulidad de la ordenanza.
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  En un régimen democrático, a diferencia de otras 

fórmulas de organización política y de sus consecuen-

cias jurídicas, ha de partirse necesariamente del respeto 

a la espontaneidad social que se expresa a través de una 

diversidad de cauces.4 El pluralismo político de base da 

lugar a una pluralidad de ordenamientos de ámbito 

territorial y sectorial, que en el caso de los entes locales, 

configurados como núcleos de poder autónomo, origi-

na un ordenamiento particular, con una fuente propia 

de legitimación democrática. 

La autonomía política y jurídica de los entes locales 

explica que su vinculación a la Constitución y a la ley 

sea negativa (hacer todo lo que no está prohibido) en 

vez de positiva (hacer solo aquello a lo que se está ex-

presamente habilitado).5 

La construcción teórica de la vinculación negativa 

significa que las entidades locales gozan, en el ámbito 

de su competencia y en el marco definido de la Ley de 

régimen local, de una potestad de ordenanza, de modo 

que podrán promulgar ordenanzas que no estén en 

oposición con la ley, siempre que no excedan del ámbito 

previsto en la ley de cobertura. 

De esta forma, en el ámbito local siempre, y desde 

luego en la actualidad, la ley ha atribuido, de una ma-

nera amplia, a los municipios el poder de creación de 

reglas de derecho mediante la potestad de ordenanza, 

sin que el rigor basado en la dualidad de ley y regla-

mento impida la potestad reconocida tradicionalmente 

a los entes locales a través de ordenanzas, y otra con-

clusión comportaría el colocar a todos los entes locales 

en la inconstitucionalidad.

En el mismo sentido contenido en el referido Dicta-

men del Consejo de Estado, se han destacado doctrinal-

mente6 las diferencias dimanantes del tránsito, propicia-

do por la Constitución, desde un ordenamiento de base 

única (en el que dominaba el principio de “unidad de la 

ley”, dependiendo todas las demás normas del ordena-

miento de las habilitaciones y mandatos contenidos en 

aquélla) a un ordenamiento descentralizado (en el que 

existen otros focos originarios de creación de normas, 

que no dependen siempre de la ley del Estado, sino que, 

más bien, pueden suponer límites a la misma).

2.2. Regulación de tributos

El poder normativo local ha quedado sometido tradi-

cionalmente a fuertes restricciones, en especial en los 

períodos autoritarios de nuestra historia.

Estas restricciones han sido particularmente intensas 

en las ordenanzas fiscales, como evidencia, por ejemplo, 

que el Estatuto municipal, aprobado por Real decreto 

ley de 8 de marzo de 1924, si bien suprimió, en gene-

ral, la intervención de las autoridades gubernativas en la 

materia, privándolas de su facultad final de aprobación 

de las normas locales, jurisdiccionalizado su control, es-

tableció la sustancial excepción, precisamente, de las 

ordenanzas fiscales, sometidas a la aprobación del de-

legado de Hacienda. El preámbulo advertía al respecto 

que en este caso de las ordenanzas fiscales, si la activi-

dad de los ayuntamientos “careciese de cauce y freno 

preventivos, cuando toca a los intereses generales de los 

contribuyentes, podría degenerar en peligrosa arbitra-

riedad, difícilmente subsanable a posteriori con recursos 

judiciales que a lo sumo corregirían el caso individual, 

nunca el error de principio por el absurdo técnico”.7

Los límites actuales, desde la Constitución, nada 

pueden tener que ver ni con cualquier idea propia del 

4. Como se expresa en el Dictamen del Consejo de Estado de 23 de febrero de 1995 [número de expediente 1749/1994, 
promovido por el Ayuntamiento de Villalcampo (Zamora)], “la vigente Constitución de 1978 responde a esta idea al consagrar 
como valor superior el pluralismo (artículo 1.1 CE), categoría que no se agota en la pluralidad de partidos políticos (artículo 6 
CE), sino en la distribución del poder territorial (artículo 2 y artículo 137 y ss.) y en la diversidad de las organizaciones sociales 
(artículos 7, 36 y 52)”.

5. Esta vinculación negativa se expresa claramente en el artículo 55 del Texto refundido de régimen local de 1986, “en nin-
gún caso contendrán preceptos opuestos a las leyes”, precepto que es expresión bien clara de que las entidades locales guar-
dan con la ley de cobertura una relación definida conceptualmente como de vinculación negativa, y no de vinculación positiva, 
que es la existente cuando media una relación entre ley y reglamento en que éste desarrolla y complementa, en lo permitido 
por la ley, lo definido por el legislador. Cfr. el mismo Dictamen del Consejo de Estado citado en la nota anterior.

6. Cfr. S. Muñoz Machado, Tratado de Derecho Administrativo y Derecho Público General, tomo II (El ordenamiento jurídico), 
Iustel, Madrid, 2006, p. 1107. En la misma obra se analizan, en lo que aquí interesa, las etapas de la evolución del poder nor-
mativo local (p. 1020 a 1044) y la configuración constitucional del poder normativo local (p. 1045 a 1063).

7. Se refiere al Estatuto municipal de 8 de marzo de 1924 la STS de 14 de febrero de 1997 (ponente, Sr. Gota Losada, 
RJ 1997\2391), del que se dice que, “influido básicamente por el ideario maurista y por su Proyecto de ley de 1907, consagró con 
gran amplitud la autonomía local, salvo en materia de Hacienda, en la que mantuvo una completa tutela por parte del entonces 
Ministerio de Hacienda, concretamente respecto de la aprobación de los presupuestos, acuerdos de imposición, ordenación de
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centralismo ni tampoco con ninguna desconfianza a 

los entes locales. La Constitución garantiza el principio 

de autonomía financiera de los gobiernos locales en 

sus artículos 137 y 140.

Algunos autores han sostenido incluso que la auto-

nomía financiera debe otorgar a los gobiernos locales 

el poder para establecer impuestos en el sentido de lo 

que se ha denominado “derecho a inventar impues-

tos”, en virtud de las siguientes razones: a) la creación 

de un impuesto por los gobiernos locales estaría acorde 

con el principio de reserva de normas con rango de ley, 

debido a la representatividad democrática de tales go-

biernos, y b) la autonomía impositiva formaría parte 

del contenido esencial de la autonomía local, la cual no 

se llevaría plenamente a cabo sin el reconocimiento de 

amplios poderes en el ámbito impositivo.8

Tal tesis tropieza con el esencial principio de reserva 

de ley en materia tributaria,9 el cual, en relación con la 

autonomía local, ha recibido en nuestra legislación y 

jurisprudencia constitucional un tratamiento muy di-

verso:

–En un principio se entendió constitucionalmente 

viable el reconocimiento de una amplia autonomía fi-

nanciera de los gobiernos locales, llegando al extremo 

de dejar plena libertad a la hora de fijar los porcentajes 

impositivos y, además, de otorgar la posibilidad de exi-

gir un recargo en un impuesto de la significación del 

IRPF.10

–Sin embargo, el Tribunal Constitucional desauto-

rizó este entendimiento de la autonomía financiera 

local. La STC 179/1985 declaró la inconstitucionalidad 

del poder de los gobiernos locales de fijar libremen-

te los porcentajes del recargo sobre el IRPF, mientras 

que la STC 19/1987 declaró la inconstitucionalidad del 

poder reconocido a los gobiernos locales para fijar li-

bremente los porcentajes impositivos de las contribu-

ciones territoriales rústica, pecuaria y urbana. De tales 

sentencias resulta que el principio constitucional de 

los tributos locales y, en especial, en cuanto a los actos de aplicación y efectividad de los tributos (actos de gestión, liquidación, 
inspección y recaudación, que eran recurribles ante los tribunales económico-administrativos y, posteriormente, ante la jurisdic-
ción contencioso-administrativa). La organización territorial de la Hacienda pública en materia de Hacienda local se centraba 
básicamente en las secciones de Administración local, que dependían orgánicamente de las diputaciones provinciales, viejo 
residuo del sistema centralizador político, y funcionalmente de los delegados de Hacienda, convertidas después en secciones 
de haciendas locales y posteriormente en secciones provinciales de presupuestos, integradas en las delegaciones de Hacienda. 
Este sistema tutelar no cambió en lo sustancial hasta el Real decreto ley 3/1981, de 16 de enero, sobre régimen jurídico de las 
corporaciones locales, y sobre todo con la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las bases del régimen local, que terminó al 
fin con la tutela del Estado sobre los municipios, en materia tributaria”.

8. Cfr. F. García-Fresneda Gea: “El poder impositivo de los gobiernos locales”, Revista de Estudios de la Administración Local 
y Autonómica, núm. 306 (enero-abril de 2008), p. 168.

 9. Artículo 133 de la Constitución: 
“1. La potestad originaria para establecer los tributos corresponde exclusivamente al Estado, mediante ley.
“2. Las comunidades autónomas y las corporaciones locales podrán establecer y exigir tributos, de acuerdo con la Consti-

tución y las leyes.”
10. Cfr. la Ley 24/1983, de 21 de diciembre, de medidas urgentes de saneamiento y regulación de las haciendas locales. En 

su exposición de motivos se indicaba que “En un modelo centralista puro, la financiación de los déficits de los servicios locales 
correría a cargo de la Hacienda central, que los cubriría mediante mayores transferencias, especialmente condicionadas a las 
haciendas locales. En un modelo de financiación múltiple descentralizada, la financiación sería responsabilidad exclusiva de 
las respectivas haciendas locales. Nuestra Hacienda tiende hacia este último modelo, pero no se halla instalada en él, sino en 
este difícil terreno de nadie que separa ambos modelos. Por ello, aunque esté claro el planteamiento financiero que debería 
presidir el modelo final que se persigue, es necesario hallar soluciones ad hoc a nuestro momento de transición, que, por otra 
parte, no resulten contradictorias con la finalidad perseguida”.

En la vertiente de los ingresos, la Ley 24/1983 estableció, en primer lugar, la posibilidad de que las corporaciones locales 
establecieran, potestativamente, un recargo en el impuesto sobre la renta de las personas físicas, gestionado conjuntamente 
con el mismo por la Hacienda central; y, en segundo lugar, se facultó a los ayuntamientos para fijar discrecionalmente el tipo 
de gravamen de la contribución territorial urbana a partir de 1 de enero de 1984, estableciéndose que, de no adoptar la 
corporación acuerdo en contrario, aquél será el del 20 por ciento actualmente vigente. Con ello, según decía la exposición 
de motivos, “se da un paso en línea con el principio de autonomía financiera que, como se ha dicho, ha de presidir la futura 
Ley de financiación de las entidades locales”.

Según el artículo 8 de la Ley 24/1983, “1. Los ayuntamientos podrán establecer un recargo en el impuesto sobre la renta 
de las personas físicas que consistirá en un porcentaje único aplicable sobre la cuota líquida de dicho Impuesto. 2. A tal efecto, 
se considera cuota líquida del ejercicio la resultante de aplicar a la base imponible la tarifa del Impuesto y una vez practicadas 
todas las deducciones que procedan, a excepción de las cantidades correspondientes a retenciones y pagos fraccionados”.

Y según el artículo 13.1 de la misma ley, “A partir del 1 de enero de 1984, el respectivo tipo de gravamen de la contribución 
territorial urbana y de la rústica y pecuaria podrá ser fijado libremente por los ayuntamientos en relación con los correspondien-
tes bienes clasificados de naturaleza urbana o rústica y sitos en su término municipal”.
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  autonomía local no otorga poder a los gobiernos lo-

cales para crear impuestos, ni para configurar los ele-

mentos esenciales de los mismos.

La interpretación que se hizo de estos pronun-

ciamientos del Tribunal Constitucional sobre la Ley 

24/1983 por algunos autores (de sesgo más bien cen-

tralista) fue muy estricta.

Así, Rubio de Urquía llegó a señalar que lo que el 

Tribunal Constitucional ha hecho, en realidad, es va-

ciar de contenido un concepto constitucional, cual es 

el de autonomía, que nunca debió haberse referido al 

sector local, pues autonomía equivale a autogobierno, 

concepto este que nunca se deseó seriamente para la 

esfera local, y cuya inserción en el texto constitucional 

solo se explica desde la demagogia que inspiró mu-

chos de sus preceptos, sobre todo los contenidos en 

su título VIII.11 El mismo autor12 añade que el artículo 

6 LHL nació viciado de inconstitucionalidad, por cuan-

to el artículo 106.1 de la Ley 7/1985 era mero reflejo 

positivo de la interpretación sostenida por un amplio 

sector de la doctrina en relación con la formulación 

constitucional de los principios de autonomía y del po-

der tributario locales y, a su juicio, estas especulaciones 

doctrinales quedaron definitivamente descartadas por 

las dos sentencias del Tribunal Constitucional relativas 

a la Ley 24/1983. Para este autor, con la doctrina de es-

tas sentencias ha quedado perfectamente establecido 

que las entidades locales carecen de “autonomía para 

establecer y exigir tributos”, razón por la cual la formu-

lación contenida en el artículo 106.1 de la Ley 7/1985 

ha quedado desprovista de toda cobertura constitucio-

nal y debería haber sido sustancialmente modificada, 

sin que pueda explicarse razonablemente el porqué de 

su mantenimiento, postura esta que ha dado lugar a 

que el inciso inicial del artículo 6 LHL haya nacido vicia-

do de inconstitucionalidad.

También Albiñana13 sostuvo una interpretación cier-

tamente restrictiva para la autonomía legal, sostenien-

do que del artículo 133.2 de la Constitución resulta 

que la potestad tributaria de las corporaciones locales 

es meramente nominal, pues carecen de potestad le-

gislativa y, por consiguiente, no podrán establecer, en 

el sentido estricto de la expresión, sus tributos propios, 

los cuales habrán de estar específicamente previstos 

o autorizados en una ley del Estado, y la corporación 

local se limitará a declarar su entrada en vigor en el 

respectivo territorio: la ley del Estado habrá estableci-

do el tributo y la corporación local habrá declarado su 

vigencia. La potestad tributaria local se limitaría a ma-

nifestarse, pues, a través del correspondiente “pase” 

que acuerdan las corporaciones locales a la ley en su 

respectiva demarcación. La ley que establece un tribu-

to local no es una “deslegalización” o “delegación” 

en favor de la respectiva corporación local, sino que 

nace condicionada en su concreta vigencia al acuerdo 

positivo de ésta.

Estas tesis centralistas no resultan acordes con la 

Constitución ni con la doctrina del Tribunal Constitu-

cional, que sostiene, como no podía ser de otra mane-

ra, una tesis mucho más matizada y equilibrada.

En efecto, la reserva de ley no impone que toda 

la regulación del tributo sea realizada por ley, sino 

que el tributo sea establecido y regulado “con arreglo 

a la ley”. Tal reserva condiciona totalmente el papel 

del reglamento, tanto en el plano estatal como au-

tonómico, limitado al desarrollo y complemento de 

las normas legales que no afectan a elementos esen-

ciales del tributo, pues solo de esta forma se respeta 

la exigencia de que sean los propios ciudadanos, a 

través de sus representantes, quienes determinen el 

reparto de la carga tributaria. Pero aunque las orde-

nanzas fiscales de las corporaciones locales son tam-

bién reglamentos no cabe trasladar sic et simpliciter 

el mismo esquema, por cuanto la ordenanza local es 

ciertamente un reglamento, pero no es un reglamen-

to igual al que emana del ejecutivo estatal o auto-

nómico. Por el contrario, la ordenanza es una norma 

que responde, directa o inmediatamente, como la ley, 

al principio democrático de representación popular, y 

también como la ley sirve para hacer efectivo el prin-

cipio de autoimposición.14

En consecuencia, la ley debe dejar a la represen-

tación política municipal reflejada en las ordenanzas 

un campo de acción mucho más amplio que el que 

11. J.L. Rubio de Urquía y S. Arnal Suria: Ley reguladora de las haciendas locales, Publicaciones Abella, Madrid, 1989, p. 65.
12. Ibídem, p. 63, y también en Ley reguladora de haciendas locales, segunda edición, Publicaciones Abella, Madrid, 1996, 

p. 76-80.
13. “La potestad tributaria. Comentario al artículo 133 de la Constitución”, en Comentarios a las leyes políticas, Madrid, 

Edersa, 1985, tomo X, p. 241-243.
14. J.J. Ferreiro Lapatza: “Análisis constitucional de la nueva Ley reguladora de las haciendas locales”, Revista de Hacienda 

Autonómica y Local, núm. 55-56, enero-agosto de 1989, p. 11-52.
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puede y debe dejar al Ejecutivo estatal, como exige 

tanto el principio de autonomía reconocida en el ar-

tículo 140 de la Constitución como la fijación en el 

artículo 142 de unos tributos propios como pieza 

esencial de la Hacienda local. La ley ha de garantizar 

un marco unitario básico para las haciendas locales, 

pero debe conceder un amplio margen de acción a 

los municipios.

En suma, la regulación legal de los tributos debe 

dejar espacio suficiente para que las corporaciones lo-

cales también adopten decisiones tanto en lo relativo a 

su establecimiento como a su gestión. El criterio princi-

pal a seguir será el equilibrio entre el marco unitario de 

regulación y los principios de autonomía y suficiencia 

de las haciendas locales.15

El principio de suficiencia financiera, sin embargo, 

se invoca de una forma constante pero huidiza. Pro-

clamado en la Constitución hace treinta años, todavía 

se sigue aludiendo a su consecución. Como simple 

muestra, el último botón que se contiene en la Ley 

de presupuestos para 2009.16 Su disposición adicional 

sexagésima sexta se titula “Reforma del sistema de 

financiación local” y es del siguiente tenor: “El Go-

bierno continuará con los trabajos y las negociaciones 

en curso con la FEMP para la reforma del sistema de 

financiación local, que deberán desarrollarse junto a 

los correspondientes a la financiación autonómica, 

con el objetivo de conseguir un acuerdo que permita 

que el conjunto de dicho sistema garantice a las en-

tidades locales la suficiencia financiera en el ejercicio 

de sus competencias y en la prestación de los servicios 

públicos.”

Pese a la habitual inanidad jurídica de este tipo de 

proclamaciones, presenta interés, en primer lugar, la 

alusión que se hace a las “negociaciones” y a un po-

sible “acuerdo” con la FEMP, pues la intervención de 

las representaciones locales en los procesos legislativos 

que les afectan no viene formalizada en normativa al-

guna y responde más bien a una tradición en la regu-

lación de las haciendas locales.17

También llama la atención, en segundo lugar, la 

mención al compromiso de que los trabajos y las ne-

gociaciones con la FEMP, que se dice se encuentran 

“en curso” y relativos a la reforma del sistema de fi-

nanciación local,18 hayan de desarrollarse junto a los 

correspondientes a la financiación autonómica. Es bien 

llamativo que, siendo recurrentes los acuerdos genera-

les sobre financiación autonómica, no ha sido posible, 

en más de treinta años, conseguir un acuerdo del mis-

mo alcance con los entes locales.

15. S. Muñoz Machado, op. cit., p. 1128 y 1129.
16. Ley 2/2008, de 23 de diciembre, de presupuestos generales del Estado para el año 2009, publicada en el BOE de la 

última Nochebuena.
17. Cfr. M. Sierra Tomás: La aplicación de la Ley de haciendas locales de 1998. Aspectos jurídicos y económicos, Marcial 

Pons-Escola d’Administració Pública de Catalunya, Madrid, 1998, p. 81-98, que relata en detalle lo que llama “proceso ne-
gociador” de la mismísima LHL, mencionando incluso las limitaciones que los pactos alcanzados suponían en la práctica a la 
soberanía parlamentaria (p. 97).

El llamado “Pacto Local” fue invocado en las leyes de modificaciones parciales de distintas leyes sectoriales (aunque 
algunas tan importantes como la Ley orgánica del Tribunal Constitucional), y también en las modificaciones introducidas 
por la Ley 50/1998, de medidas para 1999, vía enmienda, aunque la cuestión no resultó pacífica. En efecto, las enmiendas 
presentadas en el Congreso por el grupo mayoritario (en especial, la núm. 288) se justificaron en el acuerdo alcanzado con 
la Federación Española de Municipios y Provincias (FEMP) para la reforma del sistema de financiación de las entidades lo-
cales, contenido en la LHL, que se dice comprende la modificación en dos fases del ordenamiento tributario local, también 
regulado en dicha ley, concluyéndose que “en particular, y por lo que se refiere a la materia tributaria, en su primera fase 
el acuerdo alcanza tanto a las normas generales de gestión, liquidación, recaudación, inspección y revisión de los tributos y 
demás ingresos de Derecho público de las entidades locales, como a la regulación específica de los impuestos municipales” 
(Boletín de las Cortes Generales-Congreso de los Diputados núm. 142-4, de 4 de noviembre de 1998, p. 161). Pero en los 
debates parlamentarios se provocó una seria trifulca al respecto, al afirmarse por el grupo de la oposición que “en estos 
momentos no hay un acuerdo global entre la FEMP y el Gobierno” y las enmiendas no son producto de ningún acuerdo, sino 
una propuesta que el propio Gobierno ha presentado a la FEMP para su discusión (Diario de Sesiones núm. 568, Comisión 
de Economía, Comercio e Industria, de 10 de noviembre de 1998, p. 16598). Más contundente fue el debate en el Pleno del 
día 19 de noviembre de 1998, afirmándose por el mismo grupo que se trataba de “un inigualable alarde de confusión” y 
respondiéndose por el mayoritario que se acordó en la “subcomisión de régimen económico, financiero y fiscal” de la FEMP 
con representantes de todos los grupos políticos.

18. Igualmente se refiere al “contexto” de la reforma del sistema de financiación local la Disposición final cuarta de la 
reciente Ley 4/2008, de 23 de diciembre, por la que se suprime el gravamen del impuesto sobre el patrimonio, se generaliza 
el sistema de devolución mensual en el impuesto sobre el valor añadido, y se introducen otras modificaciones en la normativa 
tributaria (publicada en el BOE del día de Navidad), del siguiente tenor: “El Gobierno se compromete a analizar la actividad de 
incubación avícola y su adecuada clasificación en el IAE en el contexto de la reforma del sistema de financiación local.”
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  2.3. Alcance del equilibrio entre marco unita-
rio de regulación y autonomía local

La propia indefinición de este equilibrio entre el mar-

co unitario de regulación y los principios de auto-

nomía y suficiencia ha dado lugar a discrepancias 

significativas sobre su alcance, en particular si puede 

llegar a la fijación libre del tipo impositivo o de otros 

elementos esenciales en ciertos tributos y si la ley 

estatal está habilitada por la Constitución para ello, 

tratándose en definitiva de una opción política del 

legislador.19 

De esta forma, la cuestión central, como concluye 

Muñoz Machado,20 es la de determinar si la interven-

ción regulatoria de las ordenanzas queda exclusiva-

mente limitada al desarrollo de lo establecido en las 

leyes del Estado, de las que deben recibir una habili-

tación específica, sin la que no existe poder normativo 

alguno de carácter autónomo.

La primera doctrina constitucional ha sido rectifica-

da paulatinamente al respecto: no se acepta un des-

apoderamiento del legislador a favor de las ordenanzas 

locales, pero se admite que la autonomía tributaria lo-

cal integra el ejercicio tanto de potestades del estable-

cimiento de tributos como de recaudación o gestión.

Por tanto, las corporaciones locales vendrán limita-

das, tanto en sus competencias como en su gestión, 

por la ley, pero a su vez, la legalidad encontrará su 

límite en el propio principio de autonomía local. Se 

trata de conciliar la indispensable autonomía local con 

el marco o los límites fijados por la ley. La asamblea 

representativa de la propia colectividad local ha de 

mantener cierta libertad de decisión, de manera que la 

autonomía no puede significar solamente la creación 

de normas reglamentarias propias, sino la posibilidad 

jurídica de una determinación propia con arreglo a la 

manera de ser de cada colectividad local.21 De esta for-

ma, la relación ordenanza local-reglamento habrá de 

ser oportunamente matizada, pues las relaciones entre 

el legislativo y ejecutivo estatales (o autonómicos) no 

son idénticas a las relaciones entre legislación y poder 

normativo de las entidades locales. 

También la Carta Europea de la Autonomía Local22 

proclama que las entidades locales tienen derecho, en 

el marco de la política económica nacional, a tener re-

cursos propios suficientes, de los cuales pueden dis-

poner libremente en el ejercicio de sus competencias, 

al tiempo que sus recursos financieros deben ser pro

porcionados a las competencias previstas por la Cons-

titución o por la ley y una parte al menos de tales re-

cursos financieros debe provenir de ingresos patrimo-

niales y de tributos locales respecto de los que tengan 

la potestad de fijar la cuota o tipo dentro de los límites 

de la ley (apartados 1, 2 y 3 del artículo 9).23

19. Para Ferreiro Lapatza (op. cit.), el margen de acción de los municipios puede llegar no solo a la fijación libre del tipo en 
ciertos tributos, sino también a la determinación, dentro del marco fijado por la ley, de la base y el hecho imponible de otros 
tributos y la tesis contraria del Tribunal Constitucional no atribuiría, pues, el peso necesario a la representación política munici-
pal en un Estado que hace dogma del fraccionamiento horizontal del poder. 

La misma interpretación amplia de la autonomía local se sustenta en el voto particular del magistrado Sr. Díaz Eimil a la STC 
19/1987, de 17 de febrero. Según este voto particular, la graduación del margen de libertad que el legislador puede otorgar a 
los ayuntamientos para fijar el tipo de gravamen sin quebrantar el principio de legalidad tributaria constituye una opción polí-
tica del legislador, al cual corresponde configurar la autonomía financiera de los ayuntamientos de acuerdo con la concepción 
más o menos generosa que tenga de la misma. Al estimar el tribunal que el legislador se ha excedido en su opción política, se 
invade lo que es propio del poder legislativo al sustituirse el modelo de autonomía financiera elegido por el legislador por otro 
más restrictivo de señalamiento de límites máximos que, además de tener igual pero no mayor justificación que aquél, adolece 
del inconveniente de dejar indeterminados los límites concretos de libertad municipal.

Por ello, según este voto particular, la sustitución del criterio del legislador por el del tribunal puede perturbar gravemente, 
sin fundamentación constitucional suficiente, el ordenamiento tributario diseñado por el legislador en relación con las hacien-
das municipales y restringe indebidamente la autonomía financiera de los ayuntamientos, que es pieza esencial de la autonomía 
administrativa que les garantiza el artículo 140 de la Constitución.

20. Muñoz Machado, op. cit., p. 1129 y 1230.
21. Cfr. L. Morell Ocaña: El régimen local español, tomo I, Madrid, Civitas, 1988, p. 42 y ss.
22. Carta Europea de la Autonomía Local de 15 de octubre de 1985 (BOE de 24 de febrero de 1989).
23. Las prescripciones contenidas en la Carta Europea de la Autonomía Local (CEAL) respecto del concepto (artículo 3) y 

alcance de la autonomía local (artículo 4), así como de los recursos financieros de las entidades locales (artículo 9) y, en fin, 
de la protección de la autonomía local (artículo 11), coadyuvan positivamente a determinar el contenido constitucionalmente 
exigible de la autonomía local y, por lo mismo, vinculante para el legislador ordinario encargado de su desarrollo y concreción. 
Cfr. G. Casado Ollero: “La financiación de las corporaciones locales: principios de autonomía y suficiencia financiera”, en Glo-
balización y principio de autonomía local, Manuales de Formación Continuada, volumen 44/2007, Consejo General del Poder 
Judicial, 2007, p. 366.
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El estado actual de la cuestión puede sintetizarse 

así, siguiendo a Casado Ollero: 

1.º) La dimensión política de la autonomía local o, 

en los términos de la STS de 3 de febrero de 1987, 

el “componente político que le viene atribuido a la 

corporación local por el origen democrático de sus 

componentes”, exige, como contenido inherente, la 

capacidad de dirección político-administrativa de sus 

titulares en el ejercicio de las competencias propias de 

los entes locales, pues “la autonomía local consiste, 

fundamentalmente –como señala la STC 19/1987– en 

la capacidad de decidir libremente, entre varias opcio-

nes legalmente posibles, de acuerdo con un criterio 

de naturaleza política”.24

2.º) Siendo la suficiencia de recursos prius necesario 

para el efectivo ejercicio de las competencias materia-

les, conviene no olvidar que “ese principio de suficien-

cia queda enmarcado y condicionado, como concepto 

relativo que es, por las posibilidades reales del sistema 

económico y financiero del Estado en su conjunto” (G. 

Fernández Farreres). Así se desprende también del re-

conocimiento que de la suficiencia y de la autonomía 

financiera local efectúa el artículo 9 de la Carta Eu-

ropea de la Autonomía Local: “Las entidades locales 

tienen derecho, en el marco de la política económica 

nacional, a tener recursos propios suficientes de los 

cuales puedan disponer libremente en el ejercicio de 

sus competencias.”25 Pero no son las “disponibilidades 

presupuestarias” del legislador estatal, sino “toda la ri-

queza del país” (artículo 128.1 CE) o, si se prefiere, las 

posibilidades reales del sistema económico y financiero 

en su conjunto las que condicionan la adecuación en-

tre competencias materiales y capacidades financieras 

de los diferentes entes públicos territoriales que con-

forman el Estado nacional.

3.º) El poder tributario local es un poder condicio-

nado y sometido a límites (constitucionales y legales). 

Las exigencias de la reserva de ley en materia tributaria, 

prevista en el artículo 31.3 CE (“Solo podrán establecer-

se prestaciones personales o patrimoniales de carácter 

público con arreglo a la ley”), junto a las derivadas de 

las leyes “ordenadoras” que reclama el artículo 133.2 

CE, impone necesariamente la preexistencia de un 

marco legal que regule y predetermine tanto el conteni-

do como los elementos esenciales del sistema tributario 

local. Careciendo los entes locales de competencias le-

gislativas (dado que la potestad de ordenanza que ex-

terioriza las competencias normativas locales tiene na-

turaleza reglamentaria, en el ámbito preordenado por 

la ley), carecen de competencia normativa plena para el 

establecimiento y ordenación de sus tributos propios. 

El poder tributario local resulta necesariamente un po-

der tributario compartido. El problema estriba en cono-

cer cuáles son los límites y el marco de actuación que 

habrá de ser predeterminado por el legislador (estatal 

y, en su caso, autonómico) para que, dentro de él, los 

entes locales ejerciten su poder (de ordenanza) tributa-

rio. En definitiva, el poder tributario de los entes locales 

aparece predeterminado por una normativa –contenida 

en leyes estatales y que puede también verse afecta-

da por leyes autonómicas– en la que se establecen los 

criterios básicos conforme a los cuales los entes locales 

pueden ejercer sus propias competencias y pueden pro-

yectar su propia autonomía.26

4.º) El artículo 106.1 de la Ley 7/1985 especifica el 

sentido del artículo 133.2 CE,27 de forma que la au-

tonomía local en materia tributaria se instrumenta y 

ejercita mediante la potestad reglamentaria municipal, 

esto es, el poder de ordenanza de las corporaciones 

locales, cuyas manifestaciones en materia tributaria se 

traducen en la imposición y ordenación de tributos lo-

cales. Uno de los problemas-clave en la ordenación de 

la Hacienda local (o, si se prefiere, en la articulación 

de las relaciones entre el Estado y los entes locales en 

materia tributaria) es la necesidad de asegurar la sub-

sistencia equilibrada entre dos imperativos constitucio-

24. Casado Ollero, op. cit., p. 370.
25. Casado Ollero, op. cit., p. 376-377. Añade este autor que, sin embargo, resulta criticable que, en alguna ocasión, el Tri-

bunal Constitucional haya dejado al arbitrio del legislador estatal y al manejo que éste decida efectuar de sus “disponibilidades 
presupuestarias”, la efectiva realización del mandato constitucional de suficiencia financiera local, utilizando como parámetro 
de constitucionalidad no el texto constitucional sino el marco legal establecido en la Ley reguladora de las haciendas locales, tal 
como hace la STC 104/2000, de 13 de abril.

26. Casado Ollero, op. cit., p. 382-383.
27. Pero, como recuerda la STC 19/1987, la “potestad tributaria de carácter derivado [de las corporaciones locales] no 

podrá hacerse valer en detrimento de la reserva de ley presente en este sector del ordenamiento (artículos 31.3 y 133.1 CE), y 
que el legislador, por ello, no podrá limitarse, al adoptar las reglas a las que remite el artículo 133.2 en su último inciso, a una 
mera mediación formal, en cuya virtud se apodere a las corporaciones locales para conformar, sin predeterminación alguna, el 
tributo de que se trate” (FJ 4).
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  nales (autonomía local y legalidad tributaria), que no 

podrán abolirse entre sí en su respectivo despliegue.28 

El problema estriba en determinar el modo de asegurar 

esa necesaria “subsistencia equilibrada” entre autono-

mía local y legalidad tributaria, o, en otros términos, 

en la determinación del grado de intervención del le-

gislador estatal y, lo que es igual, el margen de libertad 

que aquél debe inexorablemente dejar a las entidades 

locales, para no vaciar de contenido, vanificar y hacer 

irreconocible la autonomía local que la Constitución 

garantiza.29

5.º) La Carta Europea de la Autonomía Local se li-

mita, en este punto, a señalar que las entidades loca-

les deberán tener la potestad de fijar en sus propios 

tributos “la cuota o el tipo dentro de los límites de 

la ley” (artículo 9.3). Existen diferentes opciones po-

líticas y, dentro de ellas, distintas soluciones técnicas 

para la ordenación legal del marco tributario local, 

preservando el ámbito de actuación que posibilite 

a los entes locales el ejercicio de su autonomía, de 

conformidad también con las exigencias que para esta 

última comporta la Carta Europea de la Autonomía 

Local. Será el propio legislador quien deberá optar 

por unas u otras soluciones técnicas, pues el Tribunal 

Constitucional, al igual que hizo respecto del sistema 

de financiación autonómica, se ha limitado a controlar 

la constitucionalidad de las opciones ensayadas por el 

legislador para definir la posición de los entes locales 

en el proceso de institucionalización de la nueva orga-

nización territorial del Estado.30

6.º) Debe destacarse, por último, la generalidad con 

la que este problema se plantea en la Hacienda local de 

diferentes estados de la Unión Europea. La situación 

de la fiscalidad local en Europa se presenta caracterizada 

por una extrema diversidad en sus diferentes estados 

miembros, y en todos los ámbitos: institucionales, pues 

cada Estado presenta una articulación territorial dife-

rente; en competencias y en capacidad de gasto; en 

mecanismos de transferencias, subvenciones, dotacio-

nes, fondos de nivelación, etc.; en recursos presupues-

tarios; en la estructura y composición de la fiscalidad 

local, tanto por el peso relativo de los ingresos obli-

gatorios con relación al producto interior bruto, como 

por la naturaleza de los tributos que la integran, base 

imponible y tipos de gravamen. Sin embargo, hay un 

elemento común en las diferentes figuras tributarias 

de todos los entes locales: la posibilidad de fijar el tipo 

impositivo de los tributos propios, si bien respetando 

las reglas preestablecidas por el Estado en relación con 

el presupuesto del tributo y con la base imponible.31

2.4. Jurisprudencia del Tribunal Constitucio-
nal

Las anteriores conclusiones se desprendían ya de un 

examen detenido de la citada STC 19/1987, de 17 de 

febrero.

En esta sentencia, tras algunas consideraciones 

generales,32 el Tribunal Constitucional renuncia explí-

citamente a definir en términos generales y abstractos 

cómo hayan de integrarse en cada caso las exigencias 

derivadas de la reserva de ley en el orden tributario 

y de la autonomía de las corporaciones locales para 

intervenir en el establecimiento o en la exigencia de 

sus tributos propios, pues sin desconocer la inicial li-

bertad de configuración que en todo ello le cumple al 

legislador nacional, solo corresponde al Tribunal hacer 

valer la subsistencia equilibrada de unos y otros de es-

tos imperativos constitucionales, que no podrán abo-

lirse entre sí en su respectivo repliegue, limitándose a 

determinar, en el caso concreto, si el precepto legal 

28. Casado Ollero, op. cit., p. 388.
29. Casado Ollero, op. cit., p. 390.
30. Casado Ollero, op. cit., p. 390-391. 
31. C. Sacchetto, citado por Casado Ollero, op. cit., p. 392.
32. La STC 19/1987 comienza por reconocer que la reserva general de ley en el orden tributario que establece el artículo 

31.1 de la Constitución no puede entenderse desligado de las condiciones propias al sistema de autonomías territoriales que la 
Constitución consagra (artículo 137) y específicamente de la garantía constitucional de la autonomía de los municipios (artículo 
140), siendo los apartados 1 y 2 del artículo 133 los que procuran integrar las exigencias diversas de la reserva de ley estatal 
y de la autonomía territorial. En tal sentido, se proclama a continuación que la autonomía de las corporaciones locales posee 
también una proyección en el terreno tributario, pues estos entes habrán de contar con tributos propios y sobre los mismos 
deberá la ley reconocerles una intervención en su establecimiento o en su exigencia, sin perjuicio de que esta autonomía tribu-
taria no sea plena (los tributos propios son solo una de las varias fuentes de ingresos de las haciendas locales) y que no aparezca 
la misma, desde luego, carente de límites, por el mismo carácter derivado del poder tributario de las corporaciones locales y 
porque también respecto de ellas, como no podía ser de otro modo, la autonomía hace referencia a un poder necesariamente 
limitado.
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cuestionado (libertad de tipo en las contribuciones te-

rritoriales) ha sacrificado las exigencias de la reserva de 

ley en materia tributaria.

Y de estas premisas, extrae el Tribunal Constitu-

cional las siguientes conclusiones de gran interés para 

esta cuestión: 

Primera. Es claro que respecto de los tributos pro-

pios de los municipios la reserva de ley no deberá ex-

tenderse hasta un punto tal en el que se prive a los 

mismos de cualquier intervención en la ordenación del 

tributo o en su exigencia para el propio ámbito terri-

torial.

Segunda. Las leyes reclamadas por el artículo 133.2 

de la Constitución no son, por lo que a las corporacio-

nes locales se refiere, meramente habilitadoras para el 

ejercicio de una potestad tributaria que originariamen-

te solo corresponde al Estado, sino que son también 

leyes ordenadoras –siquiera de modo parcial, en mé-

rito de la autonomía de los municipios– de los tribu-

tos así calificados de “locales”, porque la Constitución 

encomienda aquí al legislador no solo el reconocer un 

ámbito de autonomía al ente territorial, sino también 

garantizar la reserva legal que ella misma establece en 

el artículo 31.3.

Tercera. Los ayuntamientos, como corporaciones 

representativas que son (artículo 140 de la Constitu-

ción) pueden hacer realidad, mediante sus acuerdos, 

la autodisposición en el establecimiento de los deberes 

tributarios, que es uno de los principios que late en 

la formación histórica y en el reconocimiento actual 

de la regla según la cual deben ser los representantes 

quienes establezcan los elementos esenciales para la 

determinación de la obligación tributaria, aunque la re-

serva legal no permite presentar el acuerdo municipal 

como sustitutivo de la ley para la adopción de unas 

decisiones que solo a ella corresponde expresar.

Cuarta. Cuando se esté ante tributos de carácter local 

debe el legislador reconocer a las corporaciones loca-

les una intervención en su establecimiento o exigencia, 

pudiendo el legislador estatal hacer una parcial regula-

ción de los tipos del impuesto, predisponiendo criterios 

o límites para su ulterior definición por cada corpora-

ción local, a la que corresponderá ya, en ejercicio de 

su autonomía y en atención a las peculiaridades de su 

hacienda propia, la precisión de cuál sea el tipo que, de 

acuerdo con el marco legal, haya de ser aplicado en su 

respectivo ámbito territorial.

Quinta. La intervención municipal (en la ordenación 

de las contribuciones territoriales consideradas) era y 

es constitucionalmente posible, pero no en los térmi-

nos en que aquí se dispuso, mediante un pleno des-

apoderamiento del legislador en favor de la autonomía 

municipal –consagrada sin límites ciertos y, por tanto, 

desfigurada– para la determinación de un elemento 

esencial en la definición de los tributos.

Sexta. Al Tribunal Constitucional no le corresponde 

señalar positivamente cuáles sean los posibles modos 

de ajuste legislativo entre la autonomía municipal y la 

determinación por ley de los elementos esenciales de 

cada tributo, pudiendo solo apreciar cuándo tal ajuste 

o equilibrio ha desaparecido por completo en la nor-

mación de ley, renunciando el legislador al estableci-

miento de toda limitación en el ejercicio de la potestad 

tributaria de las corporaciones locales y abandonando, 

en la misma medida, la función que en este campo co-

rresponde solo a la ley de conformidad con unas deter-

minaciones constitucionales que no son, obviamente, 

disponibles por el legislador.

Séptima. En definitiva, la renuncia plena por la ley a 

todo encuadramiento normativo a la potestad tributa-

ria local no se acomoda con lo dispuesto en el artículo 

133.2 de la Constitución ni con la general reserva de 

ley establecida en este ámbito por su artículo 31.3.

Por tanto, es obvio que las especulaciones doctrinales 

sobre la autonomía local en el terreno tributario no han 

quedado definitivamente descartadas, sino únicamente 

matizadas o limitadas. Esta autonomía se sigue procla-

mando por el Tribunal Constitucional, aunque se insista 

en que no es plena ni carente de límites, manteniéndose 

la necesaria intervención de los municipios en la orde-

nación y exigencia de los tributos propios y garantizán-

dose el principio de autoimposición o autodisposición a 

través de los representantes. Esta autonomía exige un 

encuadramiento normativo que ha de contenerse preci-

samente en una ley estatal, que no puede renunciar al 

ejercicio de la potestad tributaria originaria.

Pero, ciertamente, al no precisarse los límites ha se-

guido abierta la posibilidad de un más amplio recono-

cimiento de la autonomía tributaria local, que si no se 

ha llevado a cabo ha sido por consideraciones políticas, 

dado el rechazo (en ocasiones, agitación) popular que 

provocó la libertad de tipos y el consiguiente costo po-

lítico de su anulación por el Tribunal Constitucional. Las 

consecuencias son graves para el armónico funciona-

miento de todo el sistema, pues si se parte de una efec-

tiva descentralización, los entes autónomos deben sufrir 

el coste político del establecimiento de los tributos y no 

limitarse a las ventajas del gasto de los establecidos por 
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el poder central, único que aparece como responsable 

de la imposición.33

Con todo, hubo que esperar a finales de la déca-

da de los noventa para que el Tribunal Constitucional 

aceptara que las ordenanzas locales tienen otra fun-

ción que la mera complementación de lo que la ley es-

tablezca. El pronunciamiento esencial es el contenido 

en la STC 233/1999, de 16 de diciembre de 1999.34

Una lectura apresurada de las STC 19/1987 (que 

acabamos de resumir) y 185/1995 (que desarboló la 

categoría estatal de “precios públicos”), junto con un 

entendimiento cicatero de la autonomía local y de la 

propia naturaleza de las ordenanzas fiscales, llevó a 

sustentar la inconstitucionalidad de aspectos esencia-

les de la ley de haciendas locales.

Sin embargo, la STC 233/1999 se cuida de destacar 

en su FJ 10 que no es posible trasladar a las haciendas 

locales sin las precisas matizaciones la doctrina que sobre 

la reserva de ley se reflejó en la STC 185/1995, pues allí 

se enjuició la sintonía con la reserva de ley tributaria de 

prestaciones patrimoniales de carácter público de ámbito 

estatal cuya creación se atribuía al Gobierno o al ministro 

del ramo y ahora debe decidirse sobre la constitucionali-

dad de tributos propios que integran la Hacienda de las 

entidades locales que se imponen y ordenan mediante 

ordenanzas fiscales aprobadas por el máximo órgano 

municipal, el Pleno de la corporación, con las necesarias 

consecuencias respecto de la reserva de ley tributaria.

La STC 233/1999 reitera al respecto lo declarado en 

la STC 19/1987 (respeto escrupuloso de las exigencias 

de autoimposición o de autodisposición de la comuni-

dad sobre sí misma; proyección de la autonomía local 

en el terreno tributario) y concluye que, en virtud de 

la autonomía de los entes locales constitucionalmente 

garantizada y del carácter representativo del Pleno de 

la corporación municipal, es preciso que la ley esta-

tal atribuya a los acuerdos dictados por éste (así, los 

acuerdos dimanantes del ejercicio de la potestad de 

ordenanza), un cierto ámbito de decisión acerca de los 

tributos propios del municipio. 

Sentadas estas premisas, se rechazan las tachas de 

inconstitucionalidad efectuadas a diversos preceptos 

de la Ley de haciendas locales:

a) En materia de tasas, concluye el Tribunal Constitu-

cional afirmando que no es posible detectar una renun-

cia plena del legislador a todo encuadramiento normati-

vo de las tasas, un pleno desapoderamiento de éste en 

favor de los entes locales para la determinación de un 

elemento esencial del tributo (el hecho imponible), sino 

que, por el contrario, la LHL, respetando la autonomía 

local, garantiza al mismo tiempo la uniformidad esencial 

de trato que reclama el principio de reserva de ley al 

establecer una definición abstracta,35 aunque suficiente-

mente perfilada, cerrada, de las tasas (FJ 10). 

b) Respecto de la regulación originaria de la LHL de 

los precios públicos,36 insiste el Tribunal Constitucional 

33.  Cfr. una interesante síntesis de la cuestión, con amplias referencias bibliográficas, en C. García Díez: “Autonomía muni-
cipal y legalidad tributaria en la jurisprudencia constitucional”, Tributos Locales, núm. 20, julio de 2002, p. 15-35.

34. El Tribunal Constitucional, en una dilación que se cuenta entre los “récords” en sus habituales retrasos, tardó casi once 
años en pronunciarse sobre los recursos de inconstitucionalidad interpuestos contra la LHL a principios de 1989, lo que no ha 
hecho sino alimentar diversas polémicas doctrinales al respecto.

35. Declarada por la STC 233/1999 la plena constitucionalidad de la redacción originaria del artículo 20 LHL, los actuales y pin-
torescos listados de los artículos 20.3 y 20.4 LHL han devenido por completo innecesarios desde el punto de vista constitucional.

36. La STC 233/1999 puso de manifiesto que podría haberse llegado a una solución legislativa por completo diversa a la 
contenida en la Ley 25/1998, de 13 de julio, al proclamar la plena constitucionalidad de la regulación de las tasas en la origi-
naria LHL y declarar inconstitucional exclusivamente el inciso del artículo 45 LHL referido a la cuantía de los precios públicos 
coactivos por prestación de servicios o realización de actividades. En síntesis, para el Tribunal Constitucional si bien el artículo 
45 LHL establecía límites precisos desde el punto de vista de la reserva de ley en relación con los precios públicos por utilización 
privativa o aprovechamiento especial del dominio público, en lo que a los precios públicos por servicios o actividades se refiere 
no fija los criterios idóneos para cuantificar las prestaciones patrimoniales de carácter público de forma que garantice una 
decisión exenta de parcialidad.

La misma conclusión se alcanzó en la STC 106/2000, de 4 de mayo de 2000, en la que se reproducen los criterios alcanza-
dos en el FJ 19 de la STC 233/1999: el artículo 45.2 del texto originario de la LHL respetaba el principio de legalidad tributaria 
en relación con los precios públicos por la utilización privativa o aprovechamiento especial del dominio público, al imponer 
“a la Administración a la hora de fijar la cuantía de la prestación de carácter público la obligación de circunscribirse, dentro 
de una razonable esfera de apreciación, a unos criterios de naturaleza técnica que no puede obviar, discrecionalidad técnica 
que debe estimarse respetuosa con las exigencias de la reserva de ley siempre que, como aquí acontece, tal discrecionalidad 
pueda considerarse circunscrita de modo que asegure una continua garantía a los interesados frente a posibles arbitrios de la 
Administración”. Basta la mera lectura del precepto para constatar que “éste no establece un mínimo por encima del cual los 
entes locales pueden decidir sin ataduras la cuantía de la prestación patrimonial, sino que recoge presupuestos de naturaleza 
exquisitamente técnica que circunscriben y limitan el ámbito de decisión de los poderes públicos”.

 

Fundación Democracia y Gobierno Local, pág. 63 a 109 

 



 75qdl 20. Junio de 2009   I    

Ordenanzas reguladoras de los tributos locales 

en que si bien el legislador no puede limitarse a una 

mera mediación formal, apoderando a los ayunta-

mientos para conformar el tributo, sin predetermi-

nación alguna, dado que la reserva de ley tributaria 

en el ámbito local también encuentra su fundamen-

to en la preservación de la unidad del ordenamiento 

y de una básica igualdad de posición de los contri-

buyentes, una abdicación tal no se ha producido en 

este caso, dado que la LHL delimita el presupues-

to de hecho de los precios públicos en términos lo 

suficientemente precisos como para circunscribir 

adecuadamente la decisión de los municipios. No 

obstante, es evidente que la decisión, necesaria-

mente limitada, que reclaman los artículos 133.2 y 

142 CE para los entes locales en lo que se refiere 

al establecimiento y exigencia de sus propios tribu-

tos solo puede tener como protagonista al órgano 

que, en tanto que formado a partir de la elección 

por sufragio de los vecinos de la corporación local, 

cumple con las exigencias del fundamento último 

de la reserva de ley tributaria, a saber, que cuando 

un ente público impone coactivamente una presta-

ción patrimonial a los ciudadanos cuenta para ello 

con la voluntaria aceptación de sus representantes 

(FJ 18).

c) Como se analiza separadamente, el Tribunal 

Constitucional rechaza la impugnación de las posibili-

dades de incremento de los tipos impositivos de diver-

sos tributos locales que se contenían en el texto origi-

nario de la LHL, resultando una exigencia del principio 

de autonomía local.

3. Tributos obligatorios y potestativos

La autonomía para establecer y exigir tributos que pre-

dica el artículo 106.1 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, 

se ejerce, a tenor del artículo 106.2 de la misma ley, 

a través de las ordenanzas fiscales reguladoras de sus 

tributos propios y a través de ordenanzas generales de 

gestión, recaudación e inspección.

Quedan fuera de nuestro análisis estas últimas orde-

nanzas generales,37 ciñéndonos al examen de las or

denanzas reguladoras de los distintos tributos locales.

En estas últimas ordenanzas es esencial la diferen-

ciación entre los tributos de exigencia obligatoria y los 

tributos de exigencia potestativa.

3.1. Tributos obligatorios

El carácter obligatorio se ciñe a los tres impuestos que 

se reseñan en el artículo 59.1 del texto refundido de la 

LHL,38 esto es, el IBI, el IAE y el impuesto sobre vehículos 

de tracción mecánica.

A las ordenanzas relativas a los tributos de exacción 

obligatoria se refiere el apartado 2 del artículo 15 LHL.39

El carácter obligatorio de la exigencia de estos tres 

impuestos resultó polémico ya en el debate parlamen-

tario de 1988 de la LHL. Se pretendió por el grupo del 

CDS la eliminación de la categoría de impuestos obli-

gatorios, sosteniendo que la obligatoriedad era una 

invasión de la autonomía local, debiendo corresponder 

a cada corporación, en atención a las características 

37. La terminología utilizada por el artículo 106.2 de la Ley 7/1985 y por el artículo 15.3 LHL para estas ordenanzas 
generales ha de entenderse sustituida actualmente por la empleada en la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, general 
tributaria, que dedica su título III a la “Aplicación de los tributos”, disponiendo su artículo 83.1 que “La aplicación de 
los tributos comprende todas las actividades administrativas dirigidas a la información y asistencia a los obligados tribu-
tarios y a la gestión, inspección y recaudación, así como las actuaciones de los obligados en el ejercicio de sus derechos 
o en cumplimiento de sus obligaciones tributarias” y añadiendo su artículo 83.2 que “La aplicación de los tributos se 
desarrollará a través de los procedimientos administrativos de gestión, inspección, recaudación y los demás previstos en 
este título”. 

Cfr. mis colaboraciones en este mismo seminario:
–“Aplicación de la nueva normativa tributaria a las haciendas locales”, Cuadernos de Derecho Local, Fundación Democracia 

y Gobierno Local, núm. 8, junio de 2005, p. 97-135.
–“Novedades del nuevo Reglamento general de recaudación”, Cuadernos de Derecho Local, Fundación Democracia y Go-

bierno Local, núm. 10, febrero de 2006, p. 83-115.
–“El nuevo reglamento de aplicación de los tributos y su incidencia en las haciendas locales”, enero de 2008.
38. Artículo 59: “Enumeración de impuestos. 1. Los ayuntamientos exigirán, de acuerdo con esta ley y las disposiciones 

que la desarrollan, los siguientes impuestos: a) impuesto sobre bienes inmuebles; b) impuesto sobre actividades económicas; 
c) impuesto sobre vehículos de tracción mecánica.”

39. Artículo 15.2: “Respecto de los impuestos previstos en el artículo 59.1 de esta ley, los ayuntamientos que decidan 
hacer uso de las facultades que le confiere esta ley en orden a la fijación de los elementos necesarios para la determina
ción de las respectivas cuotas tributarias, deberán acordar el ejercicio de tales facultades, y aprobar las oportunas orde-
nanzas fiscales.”
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socioeconómicas de cada municipio, decidir en todo 

caso si les conviene o no la imposición de cualquiera 

de los tributos.

Sin embargo, esta enmienda se consideró por el 

grupo mayoritario como contraria al equilibrio entre 

el principio de legalidad y el principio de autonomía 

local, tal como se desprenden del texto, el espíritu y la 

línea de la sentencia del Tribunal Constitucional contra 

la Ley de saneamiento en lo que se refiere a los recar-

gos, estimándose que con la existencia de algunos im-

puestos obligatorios en los que figura la flexibilidad del 

tipo y de una serie de características del mismo, que 

es lo que se deja a la corporación local, aquel equili-

brio queda alcanzado: “nos estamos moviendo en una 

horquilla entre el principio de autonomía y el principio 

de legalidad tributaria y nos parece que este equilibrio 

está conseguido con la ley.”

También se suscitó la cuestión en los recursos de in-

constitucionalidad resueltos por la STC 233/1999, de 

16 de diciembre, que declaró la constitucionalidad del 

sistema contenido en la LHL por el que se establece el 

carácter obligatorio de determinados impuestos, recha-

zando la invocada contradicción del régimen de tributos 

obligatorios y potestativos de la LHL (artículo 60 del tex-

to originario y artículo 59 del vigente texto refundido) 

con los artículos 140 y 142 de la Constitución (principios 

de autonomía local y suficiencia financiera).

Esta cuestión se examina en el FJ 22, en que se sinte-

tizan las razones de las impugnaciones: entenderse que 

margina por completo la actividad normativa que com-

pete a la comunidad autónoma en materia tributaria lo-

cal; infringe el sistema competencial al introducir tácita-

mente la prohibición de establecer nuevos tributos; con-

culca la autonomía municipal consagrada en el artículo 

140 CE al obligar a los municipios a exigir con carácter 

obligatorio unos determinados tributos, sin efectuar va-

loración alguna sobre su oportunidad en relación con la 

protección y gestión de los intereses generales del mu-

nicipio; y, por último, puede suponer igualmente una 

vulneración “por exceso” del principio de suficiencia 

financiera (artículo 142 CE) en el caso de aquellos 

municipios que no tuvieran la necesidad de aplicar 

los tributos obligatorios.

Todas estas impugnaciones son desestimadas por la 

STC 233/1999:

1) La reserva de ley en materia tributaria, impuesta 

por el artículo 31.3 CE, se extiende a la creación ex novo 

de los tributos y a la configuración de los elementos 

esenciales de los mismos. En el caso de que se trate de 

tributos que constituyan recursos propios de las corpora-

ciones locales –carentes de potestad legislativa, aunque 

habilitadas por el artículo 133.2 CE para establecerlos y 

exigirlos–, aquella reserva habrá de operarse necesaria-

mente a través del legislador estatal, cuya intervención 

reclaman los apartados 1 y 2 del artículo 133 de la Cons-

titución, en tanto en cuanto la misma existe también al 

servicio de otros principios –la preservación de la unidad 

del ordenamiento y de una básica igualdad de posición 

de los contribuyentes–, principios que solo puede satis-

facer la ley del Estado. Esta concreta potestad normativa 

del Estado tiene como inmediata finalidad garantizar la 

suficiencia financiera de tales corporaciones, su ejercicio 

encuentra anclaje constitucional en la competencia ex-

clusiva sobre Hacienda General (artículo 149.1.14 CE), 

debiendo entenderse vedada, por ello, la intervención 

de las comunidades autónomas en este concreto ámbito 

normativo. Todo ello no es óbice, sin embargo, para que 

éstas, al igual que el Estado, puedan ceder también sus 

propios impuestos o tributos en beneficio de las corpo-

raciones locales, pues nada hay que lo impida en la LHL, 

ni tampoco en la CE o en la LOFCA, siempre y cuando, 

claro está, las comunidades autónomas respeten los lí-

mites a su capacidad impositiva que se establecen en 

estas dos últimas.

2) No es cierto que la autonomía local que se reco-

noce en la Constitución implique la necesidad de que la 

ley dote a las corporaciones locales de libertad para im-

poner o no cada uno de sus tributos propios. Conforme 

a los artículos 133.2 y 140 de la norma fundamental, la 

autonomía de las corporaciones locales se traduce en 

que estos entes habrán de contar con tributos propios 

y sobre los mismos deberá la ley reconocerles una in-

tervención en su establecimiento o en su exigencia. Es 

evidente que el artículo 60 LHL garantiza la autonomía 

local respetando al mismo tiempo las exigencias que de-

rivan de la reserva de ley estatal.

3) La LHL, amén de establecer impuestos de carácter 

potestativo (el ICIO y el IIVTNU), esto es, tributos cuyo 

establecimiento y exigencia depende exclusivamente 

de la voluntad de los entes locales, otorga a los ayunta-

mientos un suficiente margen de decisión en la fijación 

de la cuantía de todos los tributos propios (preceptivos 

y potestativos) al autorizarles, dentro de los límites es-

tablecidos en la propia norma, bien a incrementar las 

cuotas (artículos 88, 89 y 96 LHL) o los tipos de grava-

men (artículos 73 y 103 LHL) legalmente establecidos, 

bien a fijar la escala de gravamen (artículo 109 LHL). Y 

este ámbito de libre decisión es suficiente para respetar 
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la autonomía local que en su proyección en el terreno 

tributario, no exige que esa intervención, que debe re-

conocerse a las entidades locales, se extienda a todos y 

cada uno de los elementos integrantes del tributo.

4) La elección de los citados en el artículo 60 LHL –y 

no otros– como tributos de carácter preceptivo no es 

en absoluto casual sino que, por el contrario, obedece 

a una justificación razonable. Distintas razones de ín-

dole supralocal fundamentan la exigencia preceptiva 

del IBI, IAE e IVTM en todos los municipios del Estado:

–En el IBI, conviene recordar la trascendencia que 

tiene en la adecuada gestión de algunos tributos es-

tatales: además de constituir medio ordinario de com-

probación de valores [artículo 52.1.a) LGT], los valores 

catastrales que se determinan conforme a los artículos 

66 a 71 LHL tienen incidencia en la determinación de 

la base imponible del impuesto sobre el patrimonio 

(artículo 10 de la Ley 19/1991, de 6 de junio), en la 

imputación de rentas inmobiliarias en el IRPF (artículo 

71 de la Ley 40/1998, de 9 de diciembre), así como en 

la comprobación de valores del impuesto sobre suce-

siones y donaciones (artículo 18.4 de la Ley 29/1987, 

de 18 de diciembre).

–La matrícula del IAE (artículo 92.1 LHL) tiene tras-

cendencia en la delimitación del hecho imponible del 

IVA [artículo 5.3.b) de la Ley 37/1992, de 28 de diciem-

bre] y en la regulación en el IRPF de los rendimientos 

de las actividades económicas [artículo 11.4, párrafo 

2, de la citada Ley 40/1998, y artículo 88.2.a) del Real 

decreto 214/1999, de 5 de febrero, que aprueba el Re-

glamento del IRPF].

–El IVTM es, como los anteriores, un tributo de ca-

rácter periódico que la LHL configura como preceptivo 

en garantía del principio de igualdad que debe inspirar 

el sistema tributario (artículo 31.1 CE). La reserva de ley 

tributaria existe también al servicio de la preservación de 

la unidad del ordenamiento y de una básica igualdad 

de posición de los contribuyentes, siendo esta igualdad 

básica en la tributación la que con toda seguridad se 

pretende conseguir con el establecimiento del deber 

de todos los ayuntamientos de exigir, no solo el IVTM, 

sino también el IBI y el IAE.

5) Los citados constituyen en la actualidad los tribu-

tos locales de mayor trascendencia desde el punto de 

vista de la financiación de los entes locales, de donde 

se deduce que también el principio de suficiencia fi-

nanciera estuvo muy presente en la mente del legis-

lador a la hora de seleccionar qué tributos habían de 

ser necesariamente exigidos por todos los municipios, 

suficiencia financiera cuya efectividad corresponde ga-

rantizar al legislador estatal.

6) El principio de suficiencia financiera implica la 

necesidad de que los entes locales cuenten con fon-

dos suficientes para cumplir con las funciones que le-

galmente les han sido encomendadas, esto es, para 

posibilitar y garantizar, en definitiva, el ejercicio de la 

autonomía constitucionalmente reconocido (artículos 

137, 140 y 141 CE), pero no impide ni descarta que 

dichos fondos superen la cifra precisa para cubrir las 

necesidades del municipio o, dicho de otro modo, no 

se opone a que exista superávit presupuestario.

Dado el carácter obligatorio de estos tres impues-

tos, en este caso no se ejerce la facultad de imposi-

ción o establecimiento del tributo, sino únicamente 

una ordenación parcial. Como señala el citado artículo 

15.2 LHL, se trata del ejercicio por los ayuntamientos 

–estos impuestos son exclusivamente municipales, sin 

que puedan establecerse por ninguna otra entidad lo-

cal– de las facultades que les confiere la propia ley en 

orden a la fijación de los elementos necesarios para 

la determinación de las respectivas cuotas tributarias. 

Si se decide hacer uso de tales facultades, los ayun-

tamientos deberán acordar su ejercicio y aprobar las 

oportunas ordenanzas (simultáneamente: párrafo se-

gundo del artículo 16.2 LHL).

Si los ayuntamientos no ejercieran las facultades 

legales en orden a la determinación de las cuotas, los 

impuestos obligatorios se exigirán con arreglo a las 

magnitudes y cuotas fijadas como mínimas o no incre-

mentadas en los respectivos preceptos de la LHL.40 

40. En sentido, la STSJ de Canarias (Santa Cruz de Tenerife) de 2 de noviembre de 1995 [JT 1995\13872] afirma que el 
impuesto de vehículos de tracción mecánica es un impuesto local de carácter obligatorio, en relación con el cual la autonomía 
tributaria local, excluida la potestad de imposición, se reduce a la posibilidad de intervenir en la fijación de los elementos 
necesarios para la determinación de la cuota tributaria (artículo 15.2 LHL), en este caso mediante la facultad de elevar las 
tarifas fijadas por el legislador estatal aplicando sobre las mismas un coeficiente establecido en función de su población de 
Derecho (artículo 96.4 LHL), y al ejercicio de las potestades de ordenación (mediante ordenanza fiscal que cumpla los requi-
sitos del artículo 16.2 LHL, entre ellos fijar aquel coeficiente) y de gestión tributaria (comprobación y recaudación, artículo 
98 LHL). Con todo debe añadirse que, dado su carácter obligatorio, para la exacción de este impuesto no es necesario que 
se apruebe una ordenanza fiscal, como tampoco que el ayuntamiento ejercite la facultad de intervenir que le reconoce la
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3.2. Tributos potestativos

Son tributos potestativos los demás, de acuerdo con la 

fórmula que se contiene en el artículo 15.1 LHL41 en sen-

tido negativo: “salvo en los supuestos previstos en el 

artículo 59.1.”

Ceñido a los impuestos municipales, el artículo 

59.2 LHL42 menciona como potestativos el impuesto 

sobre construcciones, instalaciones y obras (ICIO) y el 

impuesto sobre el incremento de valor de los terrenos 

de naturaleza urbana. 

También es un impuesto municipal potestativo 

el impuesto sobre gastos suntuarios en su moda-

lidad que grava el aprovechamiento de cotos de 

caza y pesca.43 Su rehabilitación fue consecuencia 

de la rectificación legislativa sobre la tributación 

por el IAE de las actividades agrícolas, siendo muy 

negativa la opinión doctrinal sobre la subsistencia 

de esta modalidad del impuesto sobre gastos sun-

tuarios.44

Igualmente son tributos potestativos las tasas y las 

contribuciones especiales, las cuales, desde la LHL, 

nunca son de imposición obligatoria.

Por tanto, son tributos de exacción potestativa o 

voluntaria, exclusivamente,45 los siguientes:

–Las tasas.

–Las contribuciones especiales.

–El impuesto sobre construcciones, instalaciones y 

obras (ICIO).

–El impuesto sobre el incremento de valor de los 

terrenos de naturaleza urbana.

–El impuesto sobre gastos suntuarios en su moda-

lidad que grava el aprovechamiento de cotos de caza 

y pesca.

ley (artículo 96.5 LHL). La explicación de este reparto de competencias entre el Estado y la entidad local se encuentra en el modo 
en que la Constitución configura y garantiza la autonomía tributaria local (STC 19/1987, de 17 de febrero, F 4). Lo destacable, 
es que esta autonomía tributaria no otorga a su titular un reducto de exclusividad, sino que es un mecanismo que asegura la 
participación local en el establecimiento, regulación y gestión de los tributos locales, sobre la base de que, si bien la autonomía 
tributaria local cuenta con una garantía constitucional, su contenido y alcance compete a las leyes ordinarias (artículo 140 en 
relación con el artículo 133.2 de la Constitución).

41. Artículo 15.1 LHL: “Salvo en los supuestos previstos en el artículo 59.1 de esta ley, las entidades locales deberán acordar la 
imposición y supresión de sus tributos propios, y aprobar las correspondientes ordenanzas fiscales reguladoras de éstos.”

42. Artículo 59.2 LHL: “2. Asimismo, los ayuntamientos podrán establecer y exigir el impuesto sobre construcciones, instala-
ciones y obras y el impuesto sobre el incremento de valor de los terrenos de naturaleza urbana, de acuerdo con esta ley, las dispo-
siciones que la desarrollen y las respectivas ordenanzas fiscales.”

43. Inicialmente, se mantuvo con carácter indefinido en la disposición transitoria tercera LHL, según redacción dada por la  
Ley 6/1991, de 11 de marzo. Actualmente, ha que estarse a lo previsto en la disposición transitoria sexta del texto refundido de 
la LHL, que reza así: “Impuesto municipal sobre gastos suntuarios. A partir del 1 de enero de 1991 los ayuntamientos podrán 
continuar exigiendo el impuesto municipal sobre gastos suntuarios, en lo referente, exclusivamente, a la modalidad de éste que 
grava el aprovechamiento de cotos de caza y pesca. A tal fin, permanecen vigentes todas las disposiciones, tanto legales como 
reglamentarias, por las que se rige el impuesto de referencia en su modalidad d), del artículo 372 del texto refundido de las 
disposiciones legales vigentes en materia de régimen local, aprobado por el Real decreto legislativo 781/1986, de 18 de abril. 
Asimismo, permanecen vigentes las ordenanzas fiscales municipales reguladoras del mencionado impuesto y modalidad. Las 
restantes modalidades de este impuesto quedan suprimidas, desde el 1 de enero de 1991.” La disposición adicional primera del 
mismo texto refundido de la LHL regula la “Potestad tributaria de las comunidades autónomas sobre materia imponible gravada 
por el impuesto sobre vehículos de tracción mecánica y por el impuesto municipal sobre gastos suntuarios, en su modalidad de 
aprovechamiento de cotos de caza y pesca”.

44. Cfr. F. García-Fresneda Gea: “El impuesto municipal sobre cotos de caza y pesca”, en Revista de Hacienda Local, núm. 84 
(septiembre-diciembre 1998), p. 578. 

S. Font Blázquez (“Tributación de los cotos de caza. El extraño caso del impuesto municipal sobre gastos suntuarios”, Crónica 
Tributaria, núm. 64 –1992–, p. 20) propugna la sustitución por una tasa que habría de llevar aparejada la prestación de un ser
vicio de guardería por parte de los entes públicos, añadiendo que mientras se mantenga la exclusión del IAE de las actividades 
agrícolas sería imprescindible subvenir a las necesidades financieras de los municipios afectados a través de otros tributos.

45. Ha de destacarse que la abolición del impuesto municipal sobre la publicidad ha de ser efectiva y definitiva, pese a que 
algunas ordenanzas pretendieron gravar con un precio público las vallas publicitarias visibles desde las vías públicas, pretensión 
rechazada de forma contundente por la jurisprudencia (STSJ de la Comunidad Valenciana de 10 de abril de 1995 –JT 1995\509– 
y STS de 5 de mayo de 2000 –RJ 2000\4482–). No obstante, la nueva redacción por la Ley 25/1998, de 13 de julio, del artículo 
20.3.s) LHL, al aludir a la instalación de anuncios “visibles” desde carreteras, caminos vecinales, y demás vías públicas locales, 
más bien parece que se trate de una “resurrección” por vía indirecta del suprimido impuesto sobre la publicidad, pues prácti-
camente todos los anuncios son visibles desde vías públicas locales, con lo que puede quedar en manos de las corporaciones 
locales el establecimiento de una tasa sin ninguna referencia legal clara, sobre todo respecto a su cuantía. Por ello, el auto de 
17 de octubre de 2000 del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña planteó cuestión de inconstitucionalidad acerca del citado 
precepto, pendiente de sentencia ocho años después.

Por fin, la Ley 51/2002, de 27 de diciembre, ha suprimido tal mención a la “visibilidad” desde las vías públicas.
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También son tributos locales potestativos el recar-

go provincial sobre el IAE que pueden establecer las 

diputaciones provinciales en los términos del artículo 

134 LHL, y el recargo sobre el IBI que pueden estable-

cer las áreas metropolitanas conforme a lo previsto en 

el artículo 153 LHL y en las leyes de las comunidades 

autónomas que las creen.

Para poder exigir estos tributos potestativos, es 

necesario que las entidades locales acuerden expresa-

mente la imposición y aprueben la correspondiente or-

denanza fiscal reguladora del tributo. Ambos acuerdos 

han de adoptarse simultáneamente, como aclara el pe-

núltimo párrafo del artículo 16.1 LHL. La “imposición” 

hace referencia a la decisión política de la entidad local 

de establecer un determinado tributo, dentro de su po-

der tributario derivado; el término “ordenación”, por 

el contrario, hace referencia a la decisión de la entidad 

local de ejercer su potestad reglamentaria, esto es, de 

regular un determinado tributo.46

El contenido de las ordenanzas de los tributos po-

testativos, su aprobación, publicación e impugnación, 

se rigen por los artículos 16 a 19 LHL.

El incumplimiento del deber de los entes locales 

de acordar la imposición y supresión de los tributos 

potestativos y de aprobar las correspondientes orde-

nanzas fiscales reguladoras de éstos, previsto en el 

artículo 15.1 LHL, conlleva la nulidad de la exacción 

de tal tributo.47 Invocado este incumplimiento, corres-

ponde la carga de la prueba de su cumplimiento al 

ayuntamiento.48

En tal sentido se viene insistiendo por la jurispru-

dencia. Los impuestos voluntarios, entre los que se en-

cuentra el ICIO, recuerda la STSJ de Baleares de 29 de 

octubre de 1993,49 son aquellos que para su exacción 

precisan de acuerdo de imposición expreso y que solo 

pueden ser exigidos en aquellos municipios cuyos res-

pectivos ayuntamientos así lo decidan.

3.3. Elaboración de las ordenanzas fiscales y 
ordenanzas tipo

Queda fuera de nuestro análisis el procedimiento le-

gal establecido para la elaboración de las ordenanzas 

fiscales.

Baste referirse aquí a que los efectos invalidantes 

de las irregularidades en la elaboración de las ordenan-

zas son objeto de cierta polémica.50 En síntesis, la omi-

sión de todo el procedimiento será causa de nulidad 

de pleno derecho, como también la de ciertos trámites 

esenciales en algún tipo de ordenanza (así, la memoria 

económico-financiera en materia de tasas). Los demás 

defectos de tramitación serán meras causas de anulabi-

lidad, que solo podrán hacerse valer en impugnaciones 

directas de las ordenanzas, pero no, según reiterada 

jurisprudencia, en las impugnaciones indirectas.

46. Cfr. J.I. Rubio de Urquía: Ley reguladora de haciendas locales, Publicaciones Abella, Madrid, 1989, p. 113; y Ley regula-
dora de haciendas locales, segunda edición, Publicaciones Abella, Madrid, 1996, p. 147.

47. Así lo destaca la STSJ de Castilla-La Mancha de 31 de julio de 1995, con las siguientes palabras: “Hay que considerar 
incumplido el artículo 15.1 LHL pues el impuesto debatido se crea en el número 2 del artículo 60 de la referida ley y no consta 
que por el ayuntamiento demandado se haya seguido el procedimiento establecido en el artículo 15 y siguientes para la impo-
sición del referido impuesto, lo que conlleva la nulidad de la liquidación impugnada.”

48. Se añade en la misma sentencia acabada de citar que respecto de la liquidación por ICIO, hay que resolver la alega-
ción referente a la falta de acuerdo municipal sobre imposición de dicho tributo, a la que se contestó por la Administración 
que “fue oportunamente acordado y ordenado por esta corporación en los términos previstos en los artículos 15, 16 y 17 de 
la Ley 39/1988 como habrá ocasión de acreditar en la fase probatoria del recurso, por lo cual negamos el contenido del he-
cho noveno de la demanda”. Mas a pesar de la anterior afirmación, la Administración no articuló prueba sobre este extremo, 
que tampoco consta en el expediente administrativo, aunque le habría resultado extraordinariamente poco gravoso acreditar 
tal hecho mediante verbigracia una simple certificación de su secretario, mientras que para la parte contraria la acreditación 
de un hecho negativo resultaría muy oneroso e incluso imposible, por lo que ante la expuesta falta de acreditación hay que 
considerar incumplido el artículo 15.1.

49. JT 1993\1223. Señala tal sentencia que la capacidad de las entidades locales para “establecer y exigir tributos” –artículo 
133.2 CE–, concebida ésta como elemento nuclear del poder tributario derivado local, encierra en su ámbito dos facultades 
distintas, pero diferenciadas: por un lado, la facultad misma de decidir el establecimiento y exacción de un tributo determinado, 
y de otro, la facultad de regular dicho tributo a fin de su exacción. Esta segunda facultad conlleva otro fundamento positivo 
más concreto, cual es la formulación de la potestad reglamentaria de las entidades locales (artículo 106.2 de la Ley 7/1985, de 
2 de abril, reguladora de las bases del régimen local). 

50. Cfr. I. Jiménez Compaired: “Procedimiento de elaboración de ordenanzas fiscales: Trascendencia invalidante de las irregu-
laridades cometidas en el curso del mismo”, Tributos Locales, núm. 1, noviembre de 2000, p. 47-57. Sobre las consecuencias 
jurídicas de los defectos en el contenido de las ordenanzas fiscales, cfr. J. Pagès Galtés: Tratado de ordenanzas fiscales, Marcial 
Pons, Madrid-Barcelona, 2006, p. 97-100.
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Algunos pronunciamientos jurisdiccionales sostie-

nen la necesidad de flexibilidad en la exigencia de cier-

tos requisitos. Así, las STS de Cataluña de 4 de junio 

de 2002 (recurso 357/2001) y de 4 de diciembre de 

2002 (recurso 378/2001), si bien insisten en la ne-

cesidad de publicación del texto íntegro de la orde-

nanza, añaden que resulta suficiente la remisión a 

ordenanzas tipo aprobadas por la Diputación Provin-

cial. Según tales sentencias, cabe admitir la fórmula 

de que los ayuntamientos se adhieran a unos textos-

modelos previamente publicados, en evitación de 

costes innecesarios de publicación con una fórmu-

la que garantiza plenamente el conocimiento de la 

ordenanza previamente publicada y cumple con ello 

cabalmente la finalidad de la publicación, siendo ese 

el caso de los modelos-tipo de ordenanzas que para 

los ayuntamientos de la provincia de Barcelona viene 

aprobando y publicando en el Boletín Oficial de la 

Provincia la Diputación de Barcelona, modelos apro-

bados en uso de las competencias propias de asisten-

cia y cooperación jurídica y técnica a los municipios 

de conformidad con lo previsto en los artículos 88 y 

89 de la Ley catalana 8/1987, de 15 de abril, muni-

cipal y de régimen local de Cataluña. Tal habilitación 

legal justifica cumplidamente la publicación de los alu-

didos modelos-tipo de ordenanzas fiscales, a los que 

cabe remitirse por los ayuntamientos, cumpliéndose 

así la finalidad legalmente exigida de la publicación 

del texto íntegro de las ordenanzas, al tiempo que se 

cumple el principio de eficacia en la actuación de las 

administraciones públicas (artículo 103.1 de la Cons-

titución), con el consiguiente ahorro económico (en 

ocasiones indispensable) para los municipios, espe-

cialmente a los que tienen menos capacidad econó-

mica y de gestión.51

En materia de tasas, tampoco habrá inconveniente 

en que los ayuntamientos se apoyen en memorias e in-

formes generales que sean modelos. Pero deberá tener-

se especial cuidado en que cada ayuntamiento adopte 

los acuerdos concretos sobre los elementos esenciales 

de la tasa y que los informes de cada ordenanza se re-

fieran, también concretamente, a las circunstancias de 

cada municipio. Así ocurre respecto de los proyectos 

de ordenanza e informes relativos a la tasa por utiliza-

ción del dominio público local por las empresas de tele-

fonía móvil elaborados por la misma Diputación.

4. Incremento de los tipos de gravamen

4.1. Constitucionalidad

La LHL, en aplicación de la doctrina constitucional y del 

tenor de la Carta Europea de la Autonomía Local que 

han quedado mencionados, permite, en los impuestos 

obligatorios, incrementar los tipos de gravamen fijados 

exclusivamente como supletorios en el propio texto le-

gal. En los impuestos potestativos, la LHL se limita a fijar 

el tipo máximo de gravamen.

La STC 233/1999, de 16 de diciembre, rechaza las 

impugnaciones efectuadas respecto de este criterio le-

gal. Su FJ 26 hace referencia a la posibilidad de que los 

ayuntamientos incrementen el tipo de gravamen del 

IBI cuando concurran determinadas circunstancias, con 

las siguientes consideraciones básicas:

a) Principio de igualdad

No existe vulneración del principio de igualdad de 

todos los españoles reconocido en los artículos 14, 

139.1 y 149.1.1, todos ellos de la CE, pues la dispari-

dad de gravamen que, sin duda, se producirá entre los 

vecinos de los diferentes ayuntamientos tiene, antes 

que nada, un firme fundamento en el principio de 

autonomía municipal reconocido en el artículo 140 CE. 

Nada obsta a que, por el juego de los artículos 140 

y 142 CE, salvaguardada la identidad básica de dere-

chos y deberes de los españoles, las cargas fiscales que 

deban soportar puedan ser distintas. La radicación en 

un municipio puede ser, obviamente, una circunstancia 

que justifique un tratamiento fiscal distinto al que se 

obtendría en otro municipio.

En relación con los tipos de gravamen aplicables 

en el más cercano antecedente del IBI –la contribución 

territorial urbana–, ya se señaló en la STC 19/1987 

que puede el legislador estatal hacer una parcial re-

gulación de los tipos del impuesto, predisponiendo 

criterios o límites para su ulterior definición por cada 

corporación local, a la que corresponderá ya, en ejer-

cicio de su autonomía y en atención a las peculiari-

dades de su hacienda propia, la precisión de cuál sea 

el tipo que, de acuerdo con el marco legal, haya de 

ser aplicado en su respectivo ámbito territorial. La di-

versificación de los tipos impositivos puede, por ello, 

concebirse en abstracto, como acomodada a las exi-

gencias del principio de igualdad, siempre que posea 

51. Sobre esta cuestión de las ordenanzas-tipo, ha de consultarse A. Acín Ferrer: “Las ordenanzas-tipo. Una propuesta de orde-
nanza fiscal reguladora del impuesto sobre bienes inmuebles”, en Tributos Locales, núm. 31, septiembre de 2003, p. 31-48.
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un fundamento justificado y racional y arranque de 

situaciones que puedan legítimamente considerarse 

como diversas.

b) Justificación objetiva y razonable de los criterios

La LHL no ha hecho otra cosa que seguir los pará-

metros que marcara el Tribunal Constitucional: en el 

ámbito de la tributación local, puede la ley establecer 

tipos impositivos diferentes para cada municipio aten-

diendo a cuantías diversas del déficit municipal, a las 

necesidades financieras existentes, a los servicios que 

los ayuntamientos presten o al número de la pobla-

ción; el coeficiente de población de derecho es un 

criterio abstracto y objetivable, adecuado en principio 

para expresar las necesidades de financiación ordina-

rias o medias de los entes territoriales.

También la exigencia de que se trate de población 

de derecho tiene una justificación racional, pues es evi-

dente que con la implantación del IBI, como con la del 

resto de los tributos locales, se pretende que las cor-

poraciones locales dispongan de los medios necesarios 

para hacer frente a la prestación de los servicios que 

impone el ordenamiento, y no cabe duda de que los 

destinatarios de estos servicios serán, en principio, 

los residentes en el territorio, lo que explica la razona-

bilidad del criterio adoptado.

Existe otra razón para que la LHL fije el límite del 

incremento del tipo de gravamen del IBI en función de 

la población del municipio: resulta claro que a medida 

que crece ésta el coste de los servicios públicos se incre-

menta, lo que –en aras de la suficiencia financiera que 

reclama el artículo 142 CE– determina la necesidad de 

dotar de mayores ingresos a los municipios que cuen-

tan con un mayor número de habitantes (el artículo 26 

LBRL establece el deber de los municipios de prestar 

determinados servicios en función del volumen de ha-

bitantes, fijando a estos efectos unos tramos de pobla-

ción que, grosso modo, coinciden con los previstos en 

el precepto de la LHL).

c) Principio de seguridad jurídica

La fijación de un tipo de gravamen mínimo con auto

rización para su elevación hasta un límite dependiendo 

de la población de derecho de cada municipio es una 

técnica al servicio de la autonomía de los municipios 

que, a la par que se concilia perfectamente con el princi-

pio de reserva de ley, sirve al principio, igualmente reco-

nocido en la CE, de suficiencia, dado que, garantizando 

un mínimo de recaudación, posibilita a los municipios 

aumentar ésta en función de sus necesidades. Además, 

hay que tener en cuenta que la potestad de fijar la cuota 

o el tipo de sus propios tributos dentro de los límites de 

la ley es uno de los elementos indiscutiblemente defini-

dores de la autonomía local, encontrándose, como tal, 

reconocida en el artículo 9.3 de la Carta Europea de la 

Autonomía Local de 15 de octubre de 1985, ratificada 

por España el 20 de enero de 1988.

d) Libre circulación de bienes y servicios

No es posible entender que la medida que estable-

ce el precepto soslaye la libre circulación de personas 

y bienes que garantizan los artículos 19 y 139.2 CE. 

Cualquier normativa local, dentro de su ámbito com-

petencial propio, puede incidir sobre la circulación de 

personas y bienes, pero no toda incidencia es necesa-

riamente un obstáculo. Lo será, sin duda, cuando las 

medidas adoptadas generen consecuencias objetivas 

que impliquen el surgimiento de obstáculos que no 

guarden relación y sean desproporcionados respecto 

del fin constitucionalmente lícito que aquellas persi-

guen.

En definitiva, el Tribunal Constitucional declara que 

la posibilidad de que los ayuntamientos incrementen el 

tipo de gravamen de los impuestos obligatorios cuan-

do concurran determinadas circunstancias, no vulnera 

la Constitución, resultando una exigencia del principio 

de autonomía local.

El FJ 27 de la misma STC 233/1999 rechaza la im-

pugnación de la autorización del artículo 88 del texto 

originario de la LHL que, de de manera similar al 73.3 

LHL respecto del IBI, permitía a los ayuntamientos mo-

dificar las cuotas mínimas fijadas en las tarifas del IAE 

mediante la aplicación de un coeficiente que podrán 

aprobar dentro de un máximo y un mínimo establecido 

en el precepto en función de la población de derecho 

del municipio. La impugnación se rechaza remitiéndo-

se a lo razonado respecto del artículo 73.3.

Por fin, el FJ 28 de tal STC desestima la impugna-

ción del texto originario del artículo 96.4 LHL, rela-

tivo al incremento de las cuotas del impuesto sobre 

vehículos de tracción mecánica, remitiéndose a los 

anteriores fundamentos, añadiendo que el precepto, 

lejos de contener una confesión de la inidoneidad del 

mecanismo de los recargos, se limita a permitir que 

los municipios que, en el ejercicio de su autonomía, 

así lo decidan, puedan no aplicar las subidas que la 

ley autoriza y que la circunstancia de que la LHL esta-

blezca en esta ocasión coeficientes en lugar de por-

centajes, constituyan una novedad significativa que 

deba conducir a una modificación de la argumenta-

ción antes expuesta.
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Los mismos razonamientos se dan por reproducidos 

en cuanto a la impugnación de los textos originarios 

de los artículos 103.3 LHL (precepto que permite a los 

ayuntamientos aumentar el tipo de gravamen mínimo 

del ICIO previsto en la ley hasta los límites porcentuales 

que fija en función de la población de derecho de los 

municipios), 108.2 LHL (que, para determinar la base 

imponible del IIVTNU, establece unos porcentajes máxi-

mos y mínimos que difieren según el número de habi-

tantes de los municipios), y 109.2 LHL (que autoriza 

a los ayuntamientos a aprobar la escala de gravamen 

dentro de unos tipos mínimos y máximos que se fijan 

asimismo en función de la población de derecho). 

4.2. Impuesto sobre bienes inmuebles

a) Tipos supletorios

Los apartados 1 y 2 del artículo 72 del texto refun-

dido de la LHL establecen los tipos de gravamen suple-

torios del IBI, y, en su caso, mínimos y máximos, según 

la naturaleza de los bienes:

–Bienes inmuebles urbanos: el tipo de gravamen 

mínimo y supletorio será el 0,4 por ciento y el máximo 

será el 1,10 por ciento.52 

–Bienes inmuebles rústicos: el tipo de gravamen 

mínimo y supletorio será el 0,3 por ciento y el máximo 

será del 0,90 por ciento.53

–Bienes inmuebles de características especiales: el 

tipo de gravamen aplicable, que tendrá carácter suple-

torio, será del 0,6 por ciento, pero los ayuntamientos 

podrán establecer para cada grupo de ellos existentes 

en el municipio un tipo diferenciado que, en ningún 

caso, será inferior al 0,4 por ciento ni superior al 1,3 

por ciento.

b) Posibilidades de incremento

Los ayuntamientos respectivos podrán incrementar 

los tipos fijados para los bienes inmuebles urbanos y rús-

ticos54 con los puntos porcentuales que para cada caso 

se indican en el artículo 72.3 del texto refundido de la 

LHL, cuando concurra alguna de las circunstancias que 

allí se indican, añadiéndose que en el supuesto de que 

sean varias, se podrá optar por hacer uso del incremen-

to previsto para una sola, algunas o todas ellas:55

A) Municipios que sean capital de provincia o comu-

nidad autónoma: bienes urbanos:56 0,07 puntos por-

centuales; bienes rústicos: 0,06 puntos porcentuales.

B) Municipios en los que se preste servicio de trans-

porte público colectivo de superficie: bienes urbanos: 

0,07 puntos porcentuales; bienes rústicos: 0,05 puntos 

porcentuales.

C) Municipios cuyos ayuntamientos presten más 

servicios de aquellos a los que están obligados según 

lo dispuesto en el artículo 26 de la Ley 7/1985, de 2 de 

abril: bienes urbanos: 0,06 puntos porcentuales; bie-

nes rústicos: 0,06 puntos porcentuales.

52. Los actuales tipos máximos, introducidos por la Ley 51/2002, coinciden con los tipos máximos previstos anteriormente 
(artículo 73.3 LHL originaria) para los municipios con población de derecho superior a 100.000 habitantes. Para la exposición 
de motivos de tal ley, se produce esta importante modificación (que se lleva a cabo también en los demás impuestos locales) 
en el contexto de proporcionar a los ayuntamientos, como órganos titulares y gestores del impuesto, un amplio abanico de 
herramientas para conjugar su potencial recaudatorio con las posibilidades que el tributo ofrece como instrumento al servicio 
de la política tributaria municipal.

En realidad, se trata de una de las mayores perversiones de la exención generalizada del IAE: trasladar a otros grupos de 
contribuyentes los ingresos derivados del gravamen anterior de las actividades económicas. Como resulta de la comparación 
de los anteriores y nuevos tipos máximos, el máximo aumento de la presión tributaria posible por IBI tiene lugar en los muni
cipios de menos de 5.000 habitantes: antes 0,85 y ahora 1,1 (esto es, un incremento del 29,41%).

53. A. Martínez García-Moncó: El impuesto sobre bienes inmuebles y los valores catastrales, segunda edición, Valladolid, Lex 
Nova, 1995, p. 238-240, pone de manifiesto, de nuevo, que la unificación de las antiguas Contribuciones Territoriales en un 
solo tributo, el IBI, es más nominal que real. No obstante, ha de recordarse que la configuración del IBI obliga a referir el tipo.

54.  Por tanto, estos incrementos no resultan aplicables a los bienes inmuebles de características especiales.
55. La contemplación de las tres primeras circunstancias ha de entenderse en clave exclusivamente recaudatoria (cfr. A. 

Martínez García-Moncó, op. cit., p. 242-243). Solo para bienes rústicos, se añade una nueva y final circunstancia adicional para 
los municipios en que los terrenos de naturaleza rústica representen más del 80 por ciento de la superficie del término.

56. A partir de la Ley 51/2002, se prescinde de la posibilidad más trascendente que contenía el originario artículo 73 LHL, 
esto es, incrementar los tipos en relación con la población de derecho establecida en el apartado 3 del artículo 73. A tal 
efecto, y según el tramo de población de que se tratare (5.000, 20.000, 50.000 y 100.000 habitantes), se establecían dos 
porcentajes como límite máximo, según se trate de bienes urbanos o rústicos. Obviamente, al tratarse de límites máximos, 
ningún inconveniente existía en fijar unos inferiores a los mismos. Siendo el criterio relativo a la población de derecho justi-
ficado, no dejaban de suscitarse objeciones, tanto desde el punto de vista del respeto a la capacidad contributiva como por 
el fenómeno del “error de salto”, que provoca que por un solo habitante se permita una u otra elevación (cfr. A. Martínez 
García-Moncó, op. cit., p. 240-241).
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D) Municipios en los que los terrenos de naturaleza 

rústica representan más del 80 por ciento de la superfi-

cie total del término: bienes urbanos: 0,00 puntos por-

centuales; bienes rústicos: 0,15 puntos porcentuales.

c) Tipos diferenciados

Los dos primeros párrafos del artículo 72.4 del 

texto refundido de la LHL establecen la posibilidad de 

que los ayuntamientos establezcan tipos diferenciados 

atendiendo a los usos establecidos en la normativa ca-

tastral para la valoración de las construcciones, con los 

siguientes condicionamientos:

–Estos tipos diferenciados habrán de encontrarse 

dentro de los límites resultantes de lo dispuesto en los 

apartados anteriores del mismo precepto legal.

–Solo podrán establecerse para los bienes inmue-

bles urbanos, excluidos los de uso residencial.

–Cuando los inmuebles tengan atribuidos varios 

usos se aplicará el tipo correspondiente al uso de la 

edificación o dependencia principal.

–Dichos tipos solo podrán aplicarse, como máximo, 

al 10 por ciento de los bienes inmuebles urbanos del 

término municipal que, para cada uso, tenga mayor 

valor catastral, a cuyo efecto la ordenanza fiscal del 

impuesto señalará el correspondiente umbral de valor 

para todos o cada uno de los usos, a partir del cual 

serán de aplicación los tipos incrementados.

Con esta posibilidad de establecer tipos diferen-

ciados se trata de hacer efectiva una mayor potestad 

municipal de política fiscal en materia inmobiliaria por 

esta vía de la diferenciación de los usos. No obstante, 

la cuestión suscitó cierta controversia en la tramitación 

parlamentaria de la Ley 51/2002, al pretenderse por 

la oposición suprimir esta posibilidad de existencia de 

tipos diferenciados atendiendo a los usos por entender 

que en la práctica suponía la sustitución del IAE por 

el IBI comercial (enmienda núm. 170 del Grupo Parla-

mentario Socialista).

Transitoriamente, la definición de los diferentes usos 

viene contenida actualmente en la disposición transito-

ria decimoquinta del texto refundido de la LHL.57

Como se observa, el artículo 72.4 LHL introduce 

una posibilidad de gran calado técnico y práctico, que, 

no obstante, queda condicionada por su complejidad, 

dada la existencia actual de simples normas transitorias. 

57. Del siguiente tenor:
“Tipos de gravamen del impuesto sobre bienes inmuebles por usos.
“En tanto no se aprueben las nuevas normas reglamentarias en materia de valoración catastral, la diferenciación de tipos 

de gravamen por usos en el impuesto sobre bienes inmuebles prevista en esta ley se realizará atendiendo a los establecidos 
en el cuadro de coeficientes del valor de las construcciones recogido en la norma 20 del anexo al Real decreto 1020/1993, de 
25 de junio, por el que se aprueban las normas técnicas de valoración y el cuadro marco de valores del suelo y de las cons-
trucciones para determinar el valor catastral de los bienes inmuebles de naturaleza urbana, teniendo en cuenta las siguientes 
especialidades:

“1. Cuando los inmuebles tengan atribuidos varios usos, las normas para la identificación del uso de la edificación o de-
pendencia principal serán las siguientes:

“a) A los inmuebles no sometidos al régimen de propiedad horizontal que estén integrados por varias edificaciones o de-
pendencias se les asignará el uso residencial cuando la suma de las superficies de este uso represente al menos el 20 por ciento 
de la superficie total construida del inmueble, una vez descontada la destinada a plazas de estacionamiento; en otro caso, se 
asignará el uso de mayor superficie, descontada asimismo la destinada a plazas de estacionamiento. En este último supuesto, si 
coincidieran varios usos con la misma superficie, se atenderá al siguiente orden de prevalencia: residencial, oficinas, comercial, 
espectáculos, ocio y hostelería, industrial, almacén-estacionamiento, sanidad y beneficencia, deportes, cultural y religioso y 
edificio singular.

“b) En los inmuebles sometidos a régimen de propiedad horizontal, cuando varios elementos privativos formen parte de 
un único bien inmueble, la dependencia principal será la destinada a uso residencial. Si ninguna de ellas tuviera este uso, se 
atenderá a la prevalencia citada en el párrafo a).

“2. Para la identificación del uso de las edificaciones o dependencias que tengan la consideración de bien inmueble se 
seguirán las siguientes reglas:

“a) Los garajes y trasteros que se ubiquen en edificios de uso residencial, así como los edificios destinados exclusivamente 
a garajes y estacionamientos, tendrán asignado el uso almacén-estacionamiento.

“b) Los bares musicales, salas de fiestas, discotecas, cines, teatros, restaurantes, bares y cafeterías ubicados en locales 
comerciales en edificios destinados a otros usos, así como los locales comerciales en estructura, tendrán asignado el uso co-
mercial.

“c) Los camping tendrán asignado el uso ocio y hostelería.
“d) Los campos de golf tendrán asignado el uso deportivo.
“e) Los silos y depósitos para sólidos, líquidos y gases tendrán asignado el uso industrial.
“f) Los edificios o inmuebles monumentales y ambientales o típicos se clasificarán en el uso correspondiente a la actividad 

que en ellos se desarrolle.
“g) Las obras de urbanización y las obras de jardinería no se considerarán, a estos efectos, construcciones.”
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No obstante, tanto la Entidad Metropolitana del Trans-

porte de Barcelona58 como el Ayuntamiento de Barce-

lona han hecho uso de esta posibilidad. La Ordenanza 

fiscal reguladora del IBI del Ayuntamiento de Barcelona 

para el ejercicio de 2009 establece en tal sentido que 

el tipo de gravamen general será el 0,75% para los 

bienes inmuebles urbanos, pero el tipo de gravamen 

específico será del 0,85% cuando se trate de bienes in-

muebles urbanos que, excluidos los de uso residencial, 

tengan asignados los usos establecidos en la normativa 

catastral para la valoración de las construcciones rela-

cionadas en el anexo 2 de la misma ordenanza. Este 

tipo específico solamente se aplicará, como máximo, al 

10% de los bienes inmuebles urbanos que, para cada 

uso, tengan mayor valor catastral, según los valores 

que se indican en el mismo anexo 2. En tal anexo se 

indica el límite de valor para cada uno, a partir del cual 

será de aplicación el tipo específico.

La STSJ de Cataluña 158/2007, de 15 de febrero de 

2006, desestimó en este punto el recurso 219/2006, 

interpuesto contra las ordenanzas del Ayuntamien-

to de Barcelona para 2006. La Cámara de Comercio 

recurrente consideró que, como recoge la propia or-

denanza, se trata del tipo específico que se aplicará 

como máximo al 10% de los bienes inmuebles urba-

nos que, para cada uso, tengan mayor valor catastral, 

y en este sentido cuestiona la circunstancia de que 

con relación a todos los usos, según la memoria de la 

Ordenanza, el tipo del 0,85% no experimenta varia-

ción respecto del año 2005, excepto con relación al 

uso de aparcamiento, en que se amplía el tope hasta 

los valores catastrales de 15.000 euros, posibilidad 

de incremento que en su opinión vulneraría el prin-

cipio constitucional de igualdad del artículo 14 de la 

Constitución, interpretado a través del parámetro de 

capacidad económica.

La sentencia rechaza esta impugnación por no apor-

tarse ningún término de comparación válido a los efec-

tos de ofrecer la posibilidad de analizar si se produce o 

no dicha vulneración del principio de igualdad, conclu-

yendo que “toda alegación del derecho fundamental a 

la igualdad precisa para su verificación un tertium com-

parationis frente al que la desigualdad se produzca, y 

ante la ausencia de un término de comparación valido 

y de una argumentación específica con relación a los 

otros usos distintos a los de aparcamiento, no cabe 

admitir el argumento de la parte recurrente”.

d) Recargo en inmuebles desocupados

Tratándose de inmuebles de uso residencial que se 

encuentren desocupados con carácter permanente, 

por cumplir las condiciones que se determinen regla-

mentariamente, los ayuntamientos podrán exigir un 

recargo de hasta el 50 por ciento de la cuota líqui-

da del impuesto, según dispone el tercer párrafo del 

artículo 72.4 del texto refundido de la LHL.

El texto legal procede de la Ley 51/2002, cuya ex-

posición de motivos señala como finalidad de esta po-

sibilidad de aplicar un recargo a los inmuebles de uso 

residencial que se encuentren desocupados “facilitar 

el acceso de todos los ciudadanos al disfrute de una 

vivienda digna y adecuada”.

Sin embargo, la propia existencia del recargo ha 

sido cuestionada desde el punto de vista económico y, 

sobre todo, de la dificultad de comprobación.59

58. La Ordenanza fiscal reguladora del recargo metropolitano sobre el IBI de la Entidad Metropolitana del Transporte de 
Barcelona contiene unas reducciones según los usos que cita. La STSJ de Cataluña 1330/2007, de 21 de diciembre, desestimó el 
recurso 228/2004 interpuesto contra tal ordenanza y señaló que “respecto de la puntualización de lo que debe entenderse por 
‘inmuebles de uso residencial’, ya hemos dejado dicho que en el presente supuesto, nos encontramos ante un recurso directo 
y no frente a actos de aplicación, por lo que no resulta este el cauce adecuado para solicitar una interpretación de que debe 
entenderse por inmuebles de tipo residencial ni para discutir la calificación de los concretos inmuebles de la entidad recurrente, 
y además con ocasión de los recursos que la recurrente parece haber interpuesto frente a los concretos actos de aplicación de 
la Ordenanza (según las fotocopias adjuntadas con el escrito de demanda) reclama para sí la aplicación de tal bonificación, por 
lo que mal puede discutirse su validez con carácter general”.

59. Según señala J. Pedreira Menéndez (“El futuro régimen tributario de las haciendas locales”, en Jurisprudencia Tributaria 
Aranzadi, núm. 16, diciembre de 2002), la idea es en principio muy buena si se pretende incentivar el mercado de alquileres. 
Pero el problema va a radicar en determinar cuándo una vivienda se encuentra desocupada con carácter permanente:

–¿Se puede entender que eso ocurre con las segundas residencias de veraneo? ¿Cabe que se entiendan por desocupadas 
aquellas viviendas que no constituyan la residencia habitual del contribuyente? Desde luego, no creemos que ésa sea la inten-
ción del legislador, pero sería conveniente que se aclarara esta cuestión en la ley. Si no fuera así y algunos municipios optasen 
por gravar todas las viviendas de quienes no fuesen sus vecinos o no estuviesen alquiladas, nos encontraríamos con una so-
breimposición que nada tiene que ver con la justificación que se pretende. No consideramos acertado que estas viviendas, que 
muchas veces apenas generan gastos al municipio, debieran contribuir en mayor medida que los residentes habituales. Es más, 
pensamos que estaríamos ante una desigualdad tributaria, que vulneraría el principio de generalidad, sin apoyo en ninguna
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La regulación del recargo se completa con la pre-

visión legal de que “dicho recargo, que se exigirá a 

los sujetos pasivos de este tributo y al que resultarán 

aplicable, en lo no previsto en este párrafo, sus dispo-

siciones reguladoras, se devengará el 31 de diciembre 

y se liquidará anualmente por los ayuntamientos, una 

vez constatada la desocupación del inmueble, junta-

mente con el acto administrativo por el que ésta se 

declare”.

La doctrina ha prestado una gran atención a este 

recargo. Así, C. Checa González e I. Merino Jara60 efec-

túan las siguientes reflexiones:

1. El recargo se aplica a los inmuebles de uso resi-

dencial, con el objeto de facilitar el acceso de todos los 

ciudadanos al disfrute de una vivienda digna y adecua-

da, pero no al suelo vacante. No se han considerado al 

respecto ni la recomendación de la Comisión de Exper-

tos ni tampoco la enmienda del Grupo Parlamentario 

Socialista en orden a fomentar la movilidad de los sola-

res paliando en parte la especulación del suelo.

2. Se independiza el devengo del impuesto, en sí, de 

la liquidación del recargo por inmueble desocupado.

3. Esta medida viene a unirse a otra que persigue 

un objetivo similar, cual es el tratamiento que las vi-

viendas vacías reciben en el IRPF (artículo 71 de la Ley 

40/1998).

4. Se remite a un futuro reglamento la definición de 

inmuebles residenciales desocupados. No se conside-

ró la enmienda del Grupo Parlamentario de Izquierda 

Unida que pretendía su plasmación en el texto legal, 

atendiendo a los consumos de los servicios básicos de 

agua, luz, gas o teléfono (desocupado: consumo anual 

inferior a la doceava parte de la suma del consumo 

medio anual de los mismos servicios básicos).

5. La competencia para la calificación de inmue-

bles de uso residencial como desocupados recae en 

los municipios (artículo 77.5 del texto refundido de la 

LHL). No se consideró la enmienda del Grupo Parla-

mentario Catalán de vincular esta competencia con lo 

que resultara de la aplicación del citado artículo 71 de 

la Ley 40/1998, del IRPF, a fin de facilitar la gestión 

de este previsiblemente conflictivo recargo.

El punto más conflictivo en la interpretación del re-

cargo se refiere a la remisión que el texto legal hace 

a “las condiciones que se determinen reglamentaria-

mente”. I. Bilbao Castro61 entiende que el precepto 

legal hace una remisión a las ordenanzas fiscales para 

que sean ellas las que fijen las condiciones en que los 

inmuebles residenciales se encuentran desocupados, 

sosteniendo, por otra parte, que tal remisión puede ir 

en contra del principio de reserva de ley.

Por el contrario, J. Pagès Galtés62 sostiene que si el 

legislador hubiera habilitado a las ordenanzas fiscales 

para determinar qué inmuebles se entienden desocu-

pados no se vulneraría el principio de legalidad, pero 

añade que tal y como está redactado el precepto legal 

parece que estas condiciones reglamentarias son las 

que se determinen, no por ordenanza fiscal, sino por 

el Estado, puesto que cuando el legislador ha querido 

que los aspectos sustantivos de un tributo sean regu-

lados por la entidad local jamás se ha referido al regla-

mento, sino que se ha referido a la propia entidad local 

o a la Ordenanza fiscal. Ello implicaría que en tanto 

en cuanto el Estado no dicte el correspondiente re-

glamento, los ayuntamientos no podrán aplicar este 

recargo, pues tampoco podrán saber qué inmuebles 

reúnen los requisitos para entenderse desocupados 

a los efectos de este recargo.63

Esta última posición doctrinal es la que ha preva-

lecido en la práctica, como resulta del examen de las 

impugnaciones de las ordenanzas fiscales del Ayunta-

miento de Barcelona:

motivación constitucional. La financiación de los denominados municipios turísticos no pensamos que pueda hacerse a costa 
de una sobre imposición de las segundas residencias, ya gravadas suficientemente.

–Aunque hay quien podría entender que, este gravamen suplementario, lo que pretende es compensar a los municipios 
turísticos por la importante pérdida de recaudación que van a sufrir en el IAE. Ello es así porque esa pérdida difícilmente será 
recuperable por otros medios, sobre todo, teniendo en cuenta que mayoritariamente no les será de aplicación el sistema de 
financiación complementaria previsto en la LHL, que solo está pensado para los grandes núcleos de población. En conclusión, 
en estos casos se aumentaría el gravamen de la propiedad inmueble para sustituir un gravamen sobre la actividad económica, 
algo muy criticable desde la perspectiva de la justicia tributaria.

60. La reforma de la Ley reguladora de las haciendas locales en materia tributaria, Aranzadi, Pamplona, 2003, p. 96.
61. “Problemas con el recargo en el IBI de las viviendas desocupadas”, El Consultor de los Ayuntamientos y de los Juzgados, 

núm. 13/2005, p. 2208 y 2209.
62. Op. cit., p. 275-276.
63. Para este autor esta situación resulta francamente curiosa, pues ello a su vez implica que el legislador implícitamente 

está delegando en la Administración estatal la facultad de fijar el período en que los ayuntamientos podrán empezar a exigir el 
recargo, cosa que, desde luego, pugna con el principio de autonomía local.
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a) La STSJ de Cataluña 1188/2004, de 19 de no-

viembre (JT 2005\111), desestimó la impugnación de 

la Cámara de Comercio contra la previsión al respecto 

de la ordenanza para 2005,64 entendiendo la recurren-

te que la ordenanza remite a una posterior regulación 

reglamentaria que no se ha producido, no definiéndo-

se tampoco qué debe entenderse por inmuebles des-

ocupados con carácter permanente, competencia que 

corresponde al Estado. 

La sentencia ventila la impugnación en un corto pá-

rrafo: “Dicha pretensión no puede ser acogida, pues 

la ordenanza se limita manifestar su voluntad de exigir 

ese recargo, pues de no hacerlo cuando se apruebe 

el reglamento correspondiente ya no sería posible la 

aplicación del recargo correspondiente.”

b) La STSJ de Cataluña 924/2007, de 20 de sep-

tiembre (JT 2008\250), desestima la impugnación 

de la misma cámara contra la ordenanza para 2007, 

que ahora se basó en que “ello supone una hipoté-

tica previsión penalizadora de la ordenanza que crea 

cierta inquietud al contribuyente”, considerando que 

se ha vulnerado el precepto legal que condiciona el 

establecimiento del recargo al cumplimiento de las 

condiciones que “se determinen reglamentariamen-

te”, mientras que la Administración municipal de-

mandada entiende que se ha regulado en las mismas 

condiciones que las establecidas por la ley y que, por 

esta razón, no puede ser motivo de nulidad.

La sentencia, tras reseñar la doctrina constitucional 

general sobre el principio de igualdad, concluye que: 

“siendo la ordenanza acorde a los principios expues-

tos, de nada sirve hablar de una hipotética previsión 

penalizadora de la Ordenanza fiscal, que en modo 

alguno se justifica en la demanda, aparte de expresar 

cierto temor infundado de preocupación por parte de 

los contribuyentes.”

c) Por fin, la STSJ de Cataluña 1096/2008, de 6 de 

noviembre, desestima el recurso 344/2008, promovido 

también por la Cámara de Comercio contra las orde-

nanzas del mismo ayuntamiento para 2008, reprodu-

ciendo a la letra los fundamentos al respecto que han 

quedado reseñados.

De lo anterior resulta que, una vez más, nos encon-

tramos ante una previsión legislativa inane por falta del 

imprescindible desarrollo reglamentario, el cual no se 

ha llevado a cabo en los más de seis años transcurri-

dos, sin que tampoco se haya producido la derogación 

del precepto legal, situación que resulta harto depri-

mente.

4.3. Impuesto sobre actividades económicas

En la redacción originaria de la LHL, la potestad tribu-

taria de los ayuntamientos se manifestaba en cuanto a 

las cuotas mínimas fijadas en las tarifas del IAE, esen-

cialmente, en la posibilidad de modificar las mismas 

mediante la aplicación de un coeficiente único que de-

pendía de la población del municipio. Por otra parte, se 

podía aplicar el índice de situación.

La Ley 51/2002 llevó a cabo una sorprendente uni-

ficación de los anteriores coeficiente municipal e índice 

de situación, en un único coeficiente de situación: so-

bre las cuotas modificadas por la aplicación del coe

ficiente de ponderación, los ayuntamientos podrán 

establecer una escala de coeficientes que pondere la 

situación física del local dentro de cada término mu-

nicipal, atendiendo a la categoría de la calle en que 

radique (artículo 87 del texto refundido de la LHL).

Esta unificación es técnicamente disparatada, y, a 

buen seguro, fuente de innumerables litigios. En efecto, 

se unifican cosas que según la jurisprudencia responden 

a cuestiones por completo diversas, en particular por-

que el índice de situación es controlable judicialmente, 

mientras que no lo era el coeficiente municipal. Aun-

que la intención legislativa parece ser aumentar la au-

tonomía municipal en la fijación de tipos impositivos, el 

resultado puede ser el inverso: ahora será controlable 

judicialmente el coeficiente de situación, que engloba 

a los dos anteriores. Sin embargo, la novedad esencial 

consistió en que se destopan los límites en función de 

la población, de forma que la tributación total podrá ser la 

misma en todos los municipios, con el consiguiente po-

sible aumento de la presión tributaria en los de menor 

población. En suma, el margen que se da a los ayunta-

mientos es enorme y el aumento de las cuotas (además 

del índice de ponderación) puede ser porcentualmente 

muy elevando, sobre todo en los municipios pequeños.

64. Artículo 10 de la Ordenanza fiscal 1.1, reguladora del impuesto sobre bienes inmuebles, del siguiente tenor: “S’aplicarà un 
recàrrec del 50% de la quota líquida de l’impost respecte dels immobles d’ús residencial que es trobin permanentment desocu-
pats, quan compleixin les condicions que es determinin reglamentàriament. Aquest recàrrec s’acreditarà el 31 de desembre i es 
liquidarà anualment als subjectes passius de l’impost, una vegada constatada la desocupació de l’immoble.”
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Como destaca F. Poveda Blanco,65 si en la norma 

anterior la modulación de las cuotas municipales se 

realizaba a través de dos elementos multiplicadores, 

el coeficiente corrector y el índice de situación, siendo 

potestativa la aplicación de ambos y pudiendo adoptar 

valores diferenciados a opción municipal, de acuerdo 

con el nuevo contenido ambos coeficientes quedan re-

ducidos a tan solo uno, el de situación, de forma que 

la diferencia de cuotas vendrá condicionada exclusiva-

mente por la ubicación del negocio, y ello solo en el 

supuesto en que se realice con empleo de local, lo que 

no siempre ocurrirá.

A las actividades que se entienden realizadas, en 

todo caso, sin empleo de local (caso de la minería, pro-

ducción, transporte y distribución de energía eléctrica, 

construcción, etc.), no se les podrá aplicar sobre la cuota 

el coeficiente de situación. Así lo ha declarado la STSJ 

de Cataluña 474/2008, de 8 de mayo, que estima la 

cuestión de ilegalidad 206/2008 y declara la ilegalidad 

de los incisos “y el ejercicio de la actividad” y “o sin 

domicilio de actividad” contenidos en el artículo 2.2 de 

la Ordenanza fiscal del Ayuntamiento de Lleida número 

1.2, reguladora del IAE.

La sentencia recuerda que en la Ley 51/2002, como 

dijera su exposición de motivos, “se unifican el actual 

coeficiente municipal y el actual índice de situación, en 

un único coeficiente de situación”, por lo que la disposi-

ción adicional segunda de aquella ley dispuso que todas 

las referencias normativas efectuadas al coeficiente y al 

índice de situación regulados antes en los artículos 88 

y 89, se habían de entender efectuadas al coeficiente 

regulado en el artículo 88 en la redacción dada al mis-

mo por la propia Ley 51/2002. Pero añade la sentencia 

que esa pretendida unificación solo lo es respecto de las 

posibilidades de aumento de la cuota modificada por 

la aplicación del nuevo coeficiente de ponderación que 

crea la Ley 51/2002 de las actividades que se ejerzan en 

lugar que tenga la consideración de local, en el sentido 

de que los coeficientes de situación previstos en tal ley 

responden a la suma de los anteriormente contempla-

dos como coeficientes de modificación o incremento e 

índice de situación. Si la actividad gravada se ejerce sin 

local o se desarrolla en lugar que legalmente no tiene la 

consideración de local, no resulta posible que se pon-

dere su situación física, que exige que se atenga a la 

categoría de la calle en que radique el local, que por 

la propia hipótesis de que se parte, no existe.

De esta forma, el coeficiente de situación del ar-

tículo 87 TRLHL no se refiere, como se pretende, a la 

necesidad de “situar” el ejercicio de la actividad en un 

municipio concreto, sino, exclusivamente, a la “situa-

ción física del local dentro de cada término municipal” 

(y no en el municipio), y atendiendo, precisamente, “a 

la categoría de la calle en que radique” (y no a la sim-

ple radicación en cualquier lugar del municipio).

La consecuencia de todo ello, como destaca esta 

sentencia, consiste en que se produce efectivamen-

te la consecuencia a que se refiere la representación 

municipal, esto es, se ha privado a los ayuntamientos, 

mediante la Ley 51/2002, de la facultad de graduar el 

impuesto en el caso de actividades que no se ejerzan 

en local, que anteriormente les otorgaba el artículo 88 

del texto originario de la LHL. 

Finalmente, la sentencia se hace eco de las crí-

ticas que ha merecido la reforma del IAE por tal Ley 

51/2002,66 señalando:

a) Que tal consecuencia viniera o no contemplada 

por el legislador de la reforma resulta aquí por comple-

to irrelevante, como irrelevantes aquí son las críticas 

doctrinales que ha merecido tal reforma del IAE, que 

no han sido ni escasas ni siempre amables. Lo cierto 

es que la reforma prescinde, en general, de las modu

laciones de las cuotas tributarias en función de la po-

blación de los municipios, con fijación de un coeficien-

te máximo único para todos los municipios. Y como 

en el IAE se crea un nuevo coeficiente de ponderación 

determinado en función del importe neto de la cifra 

de negocios del sujeto pasivo (artículo 86 TRLHL), de-

bió parecer al legislador que unificando los anteriores 

coeficientes de modificación e índice de situación se 

simplificaba el ya de por sí complejísimo proceso de 

cálculo de la cuota del IAE.

65. “La reforma del impuesto sobre actividades económicas. Una revisión crítica”, Tributos Locales, núm. 25, enero de 2003, 
p. 23 y ss.

66. Poveda Blanco, loc. cit., señala que se convierte de este modo el elemento tributario local y, en particular, por su situa-
ción en un factor decisivo para regular la cuantía de la carga tributaria. Y si ya era denunciable el excesivo protagonismo del 
elemento tributario “superficie del local” por su papel preeminente en el cálculo de la cuota, por la complejidad de su cálculo, 
y por la uniformidad de su valor, cualquiera que fuere la naturaleza de la actividad desarrollada, frente a la versatilidad de los 
negocios, resulta ahora, todavía si cabe, más reforzado en su influyente intervención al quedar como único factor determinante 
del mayor o menor importe de la cuota y, por ende, más injusta es su desproporcionada relevancia.
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b) Que, sin embargo, la consecuencia del régimen 

legal vigente no puede ser otra que la expuesta: solo 

si la actividad se ejerce con local o en lugar que legal-

mente tenga tal consideración cabrá aplicar el coefi-

ciente de situación.

c) Que la pretensión interpretativa del ayuntamien-

to podrá tener interés de lege ferenda y podrá sumarse 

a las innumerables críticas a las incoherencias resultan-

tes de la reforma del IAE por la Ley 51/2002, pero es 

del todo inviable a la vista de la actual regulación del 

coeficiente de situación, que no permite su aplicación 

a las actividades desarrolladas sin local.

d) Que si se unifican, sumaria y torpemente desde 

una perspectiva jurídica, dos coeficientes e índices 

de naturaleza por completo diversa, dando al nue-

vo coeficiente exclusivamente las mismas e idénticas 

características del índice anterior, limitando la “unifi

cación” a una simple suma algebraica de las posibili-

dades recaudatorias, no cabe entender que, cuando 

la actividad no se ejerce en local, cabe una especie de 

“desunificación” y volver a la aplicación del suprimi-

do coeficiente de población para mantener la misma 

capacidad recaudatoria, procediendo para ello, en la 

correspondiente ordenanza, a añadir que el coeficiente 

de situación pondere también el ejercicio de la activi-

dad, fijando un específico coeficiente para las activida-

des sin domicilio.

Toda la jurisprudencia recaída sobre el anterior índi-

ce de situación, en especial la necesidad de motivación 

del mismo  y la posibilidad de su control jurisdiccional, 

es a partir del 1 de enero de 2003 aplicable al nuevo 

coeficiente de situación, única posibilidad municipal de 

intervenir en la cuota del IAE.

En síntesis, debe recordarse que la escala de coeficien-

tes debe ponderar las posibles ventajas económicas que 

para el empresario o profesional representa que su local 

esté ubicado en una vía determinada, así como “la ‘enti-

dad económica’ de las calles o vías públicas municipales”, 

“los servicios públicos disponibles a cargo del ayuntamien-

to y remodelación urbanística” y “la intensidad de la activi-

dad comercial y la infraestructura urbanística. Cfr. STSJ de 

Cataluña de 6 de junio de 2002 (JT 2002\1620);67 STSJ 

de la Comunidad Valenciana de 18 de abril de 2002 (JT 

2002\942); STS de 27 de abril de 2001 (RJ 2002\3738), y 

STS de 22 de febrero de 2000 (RJ 2000\3752). También 

son extensas las referencias doctrinales.68

4.4. Impuesto sobre vehículos

Las cuotas o tarifas señaladas en el artículo 95.1 del 

texto refundido de la LHL69 pueden ser incrementadas 

por los ayuntamientos mediante la aplicación sobre ellas 

de un coeficiente, el cual no podrá ser superior a 2, tal 

como añade el artículo 95.4 del mismo texto.70

Por tanto, los ayuntamientos pueden llegar a dupli-

car la cuota supletoria establecida. El coeficiente ha de 

ser necesariamente de incremento, entre un mínimo 

de 1 y un máximo de 2, con los decimales que cada 

ayuntamiento estime conveniente.

Además, el segundo párrafo del mismo artículo 

95.4 permite que los ayuntamientos puedan fijar un 

67. Resalta esta sentencia que el control jurisdiccional en este supuesto de clasificación de calles no ha de alcanzar solo a los 
aspectos procedimentales y al respeto de los elementos legales reglados, sino que comprende también la atribución concreta a 
cada calle o tramo de ella de una determinada categoría, pues aunque para ello exista un amplio margen de discrecionalidad 
técnica en el ayuntamiento, nunca cabe confundir tal discrecionalidad con la soberanía política, por lo que el ejercicio de po-
testades discrecionales de carácter técnico podrá ser controlado jurisdiccionalmente cuando no se trate de meras opiniones o 
criterios del recurrente, sino que exista una prueba adecuada y suficiente que ponga de manifiesto que la corporación local ha 
incurrido en error al llevar a cabo la clasificación o ha prescindido de los necesarios estudios o informes al respecto.

68. Cfr. J. Pagès Galtés: Tratado de ordenanzas fiscales, Marcial Pons, Madrid-Barcelona, 2006, p. 277-281, y F. Poveda 
Blanco: “La reforma del impuesto sobre actividades económicas. Una revisión crítica”, Tributos Locales, núm. 25, enero de 2003, 
p. 23 y ss.

69. Con la regulación legal del artículo 95 LHL no existe propiamente base imponible ni tipo de gravamen en el impuesto 
sobre vehículos, sino que la cuota se obtiene directamente de la aplicación de las tarifas. Las cuotas parten de la consideración 
de dos variables: a) Seis categorías de vehículos –turismos, autobuses, camiones, tractores, remolques y semirremolques 
arrastrados por vehículos y otros vehículos (ciclomotores y motocicletas)–, y b) Cuatro elementos: potencia fiscal (en turismos y 
tractores), plazas (en autobuses), carga útil (en camiones y remolques) y cilindrada (en ciclomotores y motocicletas).

70. La novedad introducida por la Ley 51/2002 se resalta así en su exposición de motivos: “Se suprime la diferenciación de 
coeficientes máximos de incremento de cuotas en función de la población del municipio, con fijación de un coeficiente máximo 
único para todos los municipios.” Una vez más, se prescinde de la población y todos los municipios podrán incrementar las 
cuotas mínimas o subsidiarias mediante un coeficiente que no podrá ser superior a 2, esto es, el mismo que anteriormente 
venía previsto para los municipios de más de 100.000 habitantes. Con ello, para los municipios de menos de 5.000 habitantes, 
la carga impositiva máxima se incrementa un 25 por ciento.
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coeficiente para cada una de las clases de vehículos 

previstos en el cuadro de tarifas (turismos; autobuses; 

camiones; tractores; remolques y semirremolques, y ci-

clomotores y motocicletas) e incluso que el coeficiente 

sea, a su vez, diferente para cada uno de los tramos 

fijados en cada clase de vehículo (por ejemplo, en la 

clase relativa a los “turismos”, menos de 8 caballos 

fiscales, de 8 a 11,99 caballos fiscales; de 12 a 15,99 

caballos fiscales; de 16 hasta 19,99 caballos fiscales; y 

de 20 caballos fiscales en adelante).

4.5. Impuesto sobre construcciones

El tipo de gravamen del impuesto será el fijado por cada 

ayuntamiento, sin que dicho tipo pueda exceder del 

4 por ciento, según reza actualmente el artículo 102.3 

del texto refundido de la LHL.

En la redacción originaria de la LHL de 1988 se dis-

ponía que el tipo de gravamen sería del 2 por ciento, si 

bien los ayuntamientos podían incrementarlo hasta los 

límites que se señalaban según la población del mu-

nicipio. La Ley 50/1998 prescindió de la incoherencia 

de señalar un tipo impositivo mínimo en un impuesto 

potestativo. La Ley 51/2002 suprimió la diferenciación 

de tipos máximos de gravamen en función de cuál sea 

la población del municipio, fijando un tipo máximo 

único para todos los municipios, tal como destaca su 

exposición de motivos. Se ha mantenido en el 4 por 

ciento el tipo máximo de gravamen, coincidente con el 

previsto anteriormente para los municipios con más 

de 100.000 habitantes. Para los municipios de menos de 

5.000 habitantes, ello significó un posible aumento 

de la presión fiscal del 66,66 por ciento.

Según advierte Pagès Galtés, el tipo de gravamen 

ha de ser una única alícuota proporcional, quedando 

vetada la posibilidad de que los ayuntamientos pue-

dan cuantificar el tributo mediante la aplicación de 

tipos variables71 o mediante una pluralidad de tipos 

fijos.

A diferencia de lo que ocurre en los impuestos 

obligatorios, en los potestativos la falta de fijación del 

tipo de gravamen determina la nulidad de la orde-

nanza, pues el tipo del 4 por ciento mencionado en 

la ley no es un tipo supletorio (como ocurre en los 

señalados en aquellos impuestos obligatorios), sino 

un tipo máximo.

4.6. Plusvalía

Las potestades tributarias de los municipios actúan 

en el impuesto sobre el incremento de valor de los 

terrenos de naturaleza urbana en dos momentos di-

ferentes previos a la determinación de la cuota del 

tributo:

1.º) Para determinar la base imponible, el artícu-

lo 107.4 del texto refundido de la LHL, dentro del 

sistema objetivo o directo de estimación de aquella 

base imponible del impuesto,72 establece que, sobre 

el valor del terreno en el momento del devengo (de 

ordinario, el valor catastral), se aplicará el porcenta-

je anual que determine cada ayuntamiento, sin que 

aquél pueda exceder de los límites que fija el mismo 

precepto.

Desde la Ley 51/2002 quedaron suprimidas las di-

ferencias anteriores en los porcentajes anuales de de-

terminación del incremento de valor en función de la 

población de cada municipio, fijándose ahora un por-

centaje único por cada período de generación. Este 

porcentaje único coincide, en cada período de genera-

ción de incremento, con el anteriormente previsto para 

71. Op. cit., p. 208-209. La alícuota proporcional es el porcentaje que no varía al variar la base imponible. El establecimiento 
de un tipo variable, como el caso de las alícuotas progresivas, comportará la nulidad de la ordenanza, al desvirtuarse la natura-
leza proporcional que el legislador otorga al tributo.

72. Pese a tal sistema objetivo legal, cuando se acredite que en el caso concreto no ha existido, en términos económicos y 
reales, incremento alguno, no tendrá lugar el presupuesto de hecho fijado por la ley para configurar el tributo (artículos 104.1 
y 107.1 LHL), y éste no podrá exigirse, por más que la aplicación de las reglas del artículo 107 siempre dé la existencia de teóri-
cos incrementos. Pensemos en alguien que compró su piso en el momento más álgido de la burbuja inmobiliaria y de los tipos 
de interés más bajos y que, ahora, dos, tres o cuatro años después, lo tuviera que vender por no poder pagar la hipoteca y se 
encontrara con un mercado del todo contraído por un precio probadamente inferior. No podrá exigirse el tributo, por más que 
del 107 resultara un incremento.

No nos parece que desvirtúe esta conclusión el hecho de que el sistema legal sea obligatorio para los ayuntamientos, que 
no pueden acudir a datos reales cuando éstos arrojen un resultado superior. La Constitución no garantiza a los entes públicos 
ningún derecho a gravar siempre la capacidad económica real, mientras que sí impide que se graven capacidades económicas 
ficticias de los ciudadanos.
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los municipios de mayor población (más de un millón 

de habitantes).73

2.º) Respecto de la fijación del tipo de gravamen, 

dispone el artículo 108.1 del texto refundido de la LHL 

que será el fijado por cada ayuntamiento, sin que di-

cho tipo pueda exceder del 30 por ciento. Dentro de 

ese límite, los ayuntamientos podrán fijar un solo tipo 

de gravamen o uno para cada uno de los períodos de 

generación del incremento de valor indicados en el 

apartado 4 del artículo anterior.

Como ocurre en el ICIO, también aquí la Ley 

50/1998 prescindió de los tipos mínimos anteriores y la 

Ley 51/2002, como destaca su exposición de motivos, 

suprimió los diferentes tipos máximos de gravamen en 

función de la población del municipio, fijando un tipo 

máximo único para todos los municipios del 30%. De 

igual forma, la falta de fijación del tipo de gravamen 

determina la nulidad de la ordenanza.

El segundo párrafo del artículo 108.1 excluye la 

posibilidad de fijar varios tipos de gravamen para un 

mismo período de generación.74

5. Beneficios fiscales potestativos

5.1. Beneficios fiscales y reserva de ley

El establecimiento de beneficios fiscales en cualquier 

clase de tributo es cuestión polémica y delicada, 

pues cualquier beneficio fiscal que exonere o minore 

las cuotas tributarias a satisfacer por algún ciudada-

no, comporta una mayor carga tributaria para el resto. 

La doctrina del Tribunal Constitucional no permite el 

establecimiento de beneficios fiscales municipales en 

ausencia de norma legal que los prevea, y menos con-

tradiciendo su tenor, pero permite que la propia ley fa-

culte a las ordenanzas municipales para la introducción 

de beneficios fiscales, pues nada impide al legislador 

permitir tal facultad de incorporar beneficios fiscales 

en sus ordenanzas locales, en los casos en que la pro-

pia ley lo señale genéricamente.

Ha sido, pues, el legislador quien, en cada mo-

mento, ha contemplado de forma diversa la cuestión. 

Mientras el texto originario de la LHL de 1988 excluyó 

tal posibilidad de permitir que las ordenanzas locales 

incorporaran beneficios fiscales en el marco de la ley, 

la reforma mediante la Ley 50/1998 añadió al artículo 

9.1 LHL un segundo párrafo en el que se dispone que, 

no obstante, también podrán reconocerse los benefi-

cios fiscales que las entidades locales establezcan en 

sus ordenanzas fiscales en los supuestos expresamente 

previstos por la ley.

Se trata de las bonificaciones potestativas, que 

fueron limitadamente introducidas por la propia Ley 

50/1998 en los siguientes casos: IAE (inicio de la acti-

vidad), vehículos (ligadas a la política ambiental y a la 

antigüedad de los vehículos), ICIO (bonificación para 

las obras declaradas de especial interés o utilidad mu-

nicipal) y plusvalía (sucesiones mortis causa entre pa-

rientes próximos: artículo 109.4).

A sensu contrario, queda claramente excluida la posi-

bilidad de reconocer beneficios fiscales en otros tributos, 

si bien ha de recordarse que en materia de tasas cabe, 

en aplicación del principio de capacidad económica, la 

reducción o eliminación de la obligación tributaria.

Insistiendo en la línea de la reforma de 1998, la Ley 

51/2002 llevó a cabo un doble tipo de reformas:

a) Por una parte, el número de bonificaciones po-

testativas se amplió notablemente, prácticamente en 

todos los impuestos, en diversas materias:

–IBI: viviendas de protección oficial a partir del ter-

cer año; asentamientos de población de especial pro-

tección; diferencia de cuota; bienes inmuebles de ca-

racterísticas especiales, y familias numerosas.

–IAE: artículo 89.2 LHL: inicio de actividad empresa-

rial; bonificación por creación de empleo; bonificación 

por fomento de ahorro de energía, y bonificación en 

relación con los rendimientos.

–ICIO: bonificaciones a favor de las construcciones, 

instalaciones u obras que contribuyan o se refieran al 

uso de la energía solar, a los planes de fomento de la 

inversión privada en infraestructuras, a las viviendas de 

protección oficial y a las condiciones de acceso y habi-

tabilidad de los discapacitados.

Esta multiplicación de las bonificaciones potestativas 

ha sido objeto de crítica por entenderse como “focali-

73. Como, además, también se establece un tipo de gravamen único, coincidente igualmente con el mayor de los previstos 
(municipios de más de 100.000 habitantes), resulta obvia la posibilidad de que las cuotas de los municipios, cuanto menos 
habitantes tengan, más crecerán (lo que dejen de pagar empresarios, comerciantes y profesionales por IAE lo pagarán otros).

74. La STSJ de Castilla y León (Burgos) de 30 de mayo de 1997 (JT 1997\1017) así lo constata: se permite fijar un solo tipo 
de gravamen o varios, pero siendo varios habrá de ser uno por cada período de generación del incremento del valor.
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zadoras de presión social sobre los ayuntamientos”,75 

pero resultan estricta consecuencia del principio de 

autonomía local tributaria.

b) Por otra parte, añadió un inciso final al segundo 

párrafo del artículo 9.1: “En particular, y en las con-

diciones que puedan prever dichas ordenanzas, éstas 

podrán establecer una bonificación de hasta el 5 por 

ciento de la cuota a favor de los sujetos pasivos que 

domicilien sus deudas de vencimiento periódico en 

una entidad financiera, anticipen pagos o realicen 

actuaciones que impliquen colaboración en la recau-

dación de ingreso.” Se trata, como reza la justificación 

de la enmienda que propició la modificación legal, de 

“permitir a las entidades locales, en uso de su autono-

mía, premiar las actuaciones de los contribuyentes que 

faciliten la gestión tributaria”.76

Como consecuencia obvia del propio carácter po-

testativo de estos beneficios fiscales, el artículo 9.2 LHL 

aclara que en estos casos de beneficios fiscales estable-

cidos en las ordenanzas no procederá compensación 

alguna.

En suma, como destaca Urquizu Caballé,77 los ayun-

tamientos pueden establecer en las ordenanzas fiscales 

de los tributos locales beneficios fiscales en los supues-

tos expresamente previstos en la ley, pero, en ningún 

caso, pueden establecer exenciones o bonificaciones 

en supuestos no previstos en la ley. No obstante, los 

ayuntamientos pueden establecer beneficios fiscales 

en las tasas para adecuar su cuantía a la verdadera ca-

pacidad económica de los llamados a satisfacerlas.

Para el mismo autor, los ayuntamientos, vía gasto 

público y otorgando las correspondientes subvencio-

nes, pueden conseguir también que se minore o su-

prima el pago de determinadas cuotas tributarias, en 

cuyo caso cumplen con la legalidad estricta vigente, 

pero inician un procedimiento más complejo y costoso 

que el que se originaría pudiendo establecer un bene-

ficio fiscal. En cualquier caso, no se puede olvidar que 

todo beneficio fiscal o cualquier subvención que mino-

re las cuotas tributarias a satisfacer por algún miembro 

de la comunidad, comporta una mayor carga tributaria 

para el resto.78

5.2. Jurisprudencia del Tribunal Supremo

La reciente STS de 29 de mayo de 2008 (recurso de 

casación 6500/2002; RJ 2008\5442) desestima el 

recurso de casación formulado por la Cámara Oficial 

de Comercio, Industria y Navegación de Barcelona 

contra la sentencia dictada, con fecha 20 de mar-

zo de 2002, por la Sala de lo Contencioso-Admi-

nistrativo, Sección Primera, del Tribunal Superior de 

Justicia de Cataluña. Se sostuvo en la instancia que 

el artículo 9.1 de la Ordenanza fiscal 1.3 del Ayunta-

miento de Barcelona, reguladora del impuesto sobre 

el incremento de valor de los terrenos de naturaleza 

urbana, se extralimita respecto de las previsiones del 

artículo 109.4 LHL, en su redacción derivada de la 

Ley 50/1998, ya que, en ningún caso, este precep-

to condiciona el disfrute de la bonificación al hecho 

que la transmisión mortis causa realizada lo sea de 

vivienda habitual con un valor catastral del suelo in-

ferior a una determinada cantidad. 

75. J.I. Rubio de Urquia: “El Gobierno invita, pagan los ayuntamientos”, editorial de la revista Tributos Locales, núm. 23, 
noviembre de 2002.

76. La bonificación ha de referirse a alguna de las tres actuaciones reseñadas en el precepto. La primera, relativa a la do-
miciliación bancaria de deudas de vencimiento periódico, no ofrece mayores problemas. Ya alguna ordenanza lo establecía 
indirectamente y fue estimado conforme a Derecho (ordenanzas del Ayuntamiento de Barcelona aprobadas el 24 de diciembre 
de 1990, cfr. STSJ de Cataluña de 22 de septiembre de 1993).

Las otras dos circunstancias recogidas en el precepto resultan más problemáticas: la anticipación de pagos habrá de referirse 
a tributos ya devengados o a fraccionamientos o aplazamientos concedidos con carácter general, sin que parezca que pueda 
establecerse para deudas no devengadas. Por su parte, la realización de actuaciones que impliquen colaboración en la recauda-
ción de ingresos, que se recoge como tercera circunstancia que puede dar lugar a una bonificación de hasta el 5 por ciento de 
la cuota, más bien parece ser la cláusula general que engloba a las dos circunstancias anteriores y a cualquier otra semejante 
(por ejemplo, pago con tarjeta de crédito o presentación telemática de declaraciones).

En todo caso, la bonificación habrá de venir prevista en la correspondiente ordenanza fiscal, que tendrá que establecer las 
condiciones, materiales y formales, para poder disfrutarse de la bonificación.

77. A. Urquizu Caballé: “El establecimiento de beneficios fiscales por los ayuntamientos”, Tributos Locales, núm. 7, mayo de 
2001, p. 17-47.

78. La jurisprudencia diferencia entre beneficios fiscales y subvenciones desgravatorias y destaca que estas últimas no están 
sujetas el principio de reserva de ley y que se ajusta a derecho la aplicación del mecanismo de compensación entre la deuda 
tributaria y la subvención. Cfr. STS de 16 de diciembre de 1994 (RJ 1994\10439) y de 10 de enero de 2002 (RJ 2002\1013), y 
J. Pagès Galtés: Tratado de ordenanzas fiscales, Marcial Pons, Madrid-Barcelona, 2006, p. 163-167.
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Señalada por la Sala de Cataluña, el Ayuntamiento 

podía ejercer su autonomía dentro de los respetados 

límites legales, el Tribunal Supremo desestima el recur-

so de casación y sienta tres conclusiones generales de 

importancia en esta materia: 

1.ª) Cuando la Ley de haciendas locales defiere a 

la Ordenanza fiscal la regulación de cualquier aspec-

to sustantivo o formal de la bonificación, siempre que 

guarde el límite de bonificación que establece la ley es-

tatal, está otorgando a los ayuntamientos una amplia 

potestad para regular o no en sus ordenanzas fiscales 

esa bonificación y las condiciones de la misma.

2.ª) Un ayuntamiento puede o no establecer la 

bonificación que sea de carácter potestativo y para 

su concesión se requiere el acuerdo previo del ayun-

tamiento, en cuyo caso la LHL establece en qué 

supuestos se puede establecer, dejando un amplio 

margen a los ayuntamientos para regular tanto la 

cuantía como las condiciones sustantivas y formales 

de la bonificación.

3.ª) Por eso la ordenanza municipal, al regular las 

condiciones de la bonificación con arreglo a la ley, no 

viene sino a ejercer y desarrollar una potestad que 

deriva de la LHL, que reconoce una amplia autonomía 

municipal, constitucionalmente reconocida (artículos 

137 y 140 de la Constitución), de manera tal que la 

Ordenanza fiscal puede conceder la bonificación o no 

concederla y puede regular las condiciones de esa bo-

nificación en el marco que establece la Ley, permitien-

do en esta materia un amplio margen de maniobra 

a los ayuntamientos a la hora de regular todos los 

aspectos, formales y materiales, de la bonificación, 

siendo la LHL la que expresamente delega en la Orde-

nanza fiscal para que regule los aspectos formales y 

sustantivos de la bonificación y el ayuntamiento pue-

de exigir determinadas condiciones para conceder la 

bonificación.

La sentencia del alto tribunal concluye, tras men-

cionar las evidentes razones sociales a que responde 

la bonificación que examina (limitar la bonificación 

a la transmisión hereditaria de la vivienda habitual, 

evitando que la misma se generalice para supuestos 

de transmisiones patrimoniales inmobiliarias distin-

tas a la vivienda habitual y, además, otorgar el máxi-

mo de la bonificación del 95 por ciento a las trans-

misiones más humildes, limitando la misma al 20 por 

ciento para las transmisiones con mayor valor), que 

“la actuación del ayuntamiento es discrecional pero 

hace una aplicación racional y razonada de la boni-

ficación”.

Ello no puede significar que los órganos jurisdiccio-

nales puedan efectuar en modo alguno un control de 

oportunidad de los términos de las bonificaciones po-

testativas, sino que han de limitarse a rechazar aque-

llos términos que sean irracionales o arbitrarios.

5.3. Beneficios potestativos en materia de 
tasas

No establece la regulación legal de las tasas locales 

beneficio potestativo alguno en las mismas, pero, 

como advierte Simón Acosta,79 en su cuantificación 

se pueden tener en cuenta criterios genéricos de ca-

pacidad económica, que actúan sobre la cuota en el 

sentido de reducirla cuando el contribuyente no tie-

ne o tiene poca capacidad. Por tanto, la prohibición 

general de beneficios fiscales no es absoluta en las 

tasas, ya que en función de la capacidad económica 

puede reducirse, o incluso eliminarse, la obligación 

tributaria, lo que equivale a la posibilidad de exencio-

nes parciales o totales.

Debe entenderse, sin embargo, que esta posibilidad 

de exenciones solo podrá contenerse en la ordenanza 

correspondiente atendiendo a criterios “genéricos” de 

capacidad económica y de forma indirecta, afectando 

a la cuantía de la cuota.

Por otra parte, no han faltado normas legales 

que han reintroducido bonificaciones fiscales en ma-

teria de tasas locales. Así, la disposición adicional 

segunda de la Ley 40/2003, de 18 de noviembre, de 

protección a las familias numerosas, permite que las 

administraciones locales, en el ámbito de sus com-

petencias, puedan ampliar la acción protectora de la 

ley para contribuir a la mayor efectividad del princi-

pio establecido en el artículo 39 de la Constitución; 

y la disposición adicional tercera se refiere a la posi-

bilidad de que las administraciones locales establez-

can, en el ámbito de sus competencias, exenciones 

en relación con los documentos expedidos por ellas 

para el reconocimiento o renovación del título de 

familia numerosa.

79. E. Simon Acosta: “Las tasas y precios públicos de las entidades locales”, La reforma de las haciendas locales, tomo I, Valla-
dolid, Lex Nova, 1991, p. 156.
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5.4. Contribuciones especiales

No existe posibilidad legal alguna de establecer bene-

ficios fiscales potestativos en las contribuciones espe-

ciales.

Ello no obstante, no cabe desconocer la jurispru-

dencia sobre el carácter vinculante de los pactos conte-

nidos en convenios urbanísticos, incluso si contemplan 

beneficios fiscales. La STS de 10 de junio de 1996 (RJ 

1998\4502) señala al respecto que como la cesión de 

terrenos conllevaba el compromiso de no exigir con-

tribuciones especiales por las obras requeridas para la 

ampliación, dicha cesión no se hizo en forma gratuita 

sino que conlleva la mencionada contraprestación por 

parte del Ayuntamiento, el cual no puede desconocer 

el mencionado contrato que resulta perfectamente 

válido, pues la contraprestación de la Administración 

municipal de no exigencia de contribuciones especiales 

tuvo como causa la cesión de terrenos para las obras, 

por lo que no es una contraprestación gratuita.80

5.5. Impuesto sobre bienes inmuebles

La LHL recoge dos exenciones totales de carácter po-

testativo y hasta seis bonificaciones con el mismo ca-

rácter en el IBI.

Las dos exenciones totales tienen un sentido bien 

diverso:

A) Centros sanitarios de titularidad pública.

De acuerdo con el artículo 62.3 del texto refundido 

de la LHL, las ordenanzas fiscales podrán regular una 

exención a favor de los bienes de que sean titulares los 

centros sanitarios de titularidad pública, siempre que es-

tén directamente afectados al cumplimiento de los fines 

específicos de los referidos centros. La regulación de los 

restantes aspectos sustantivos y formales de esta exen-

ción se establecerá en la Ordenanza fiscal.

Pese a que la ley hace referencia a la regulación de 

una “exención”, debe entenderse que nada impide que 

la ordenanza no llegue a la misma (sin que llegue a na-

cer la obligación tributaria) sino que establezca una bo-

nificación que no alcance al cien por cien de la cuota.

B) Cuota líquida mínima.

La Ley 51/2002 suprimió la exención obligatoria del 

anterior artículo 64.k) LHL, relativa a los bienes urbanos 

con base imponible inferior a 100.000 pesetas y rústi-

cos inferiores en todo el municipio a 200.000 pesetas, 

y la sustituyó por una exención potestativa, recogida 

en el artículo 62.4 del texto refundido.

Los ayuntamientos podrán establecer, en razón de 

criterios de eficiencia y economía en la gestión recauda-

toria del tributo, la exención de los inmuebles rústicos 

y urbanos cuya cuota líquida no supere la cuantía que 

se determine mediante ordenanza fiscal, a cuyo efec-

to podrá tomarse en consideración, para los primeros, 

la cuota agrupada por los ayuntamientos en un único 

documento de cobro todas las cuotas de este impuesto 

relativas a un mismo sujeto pasivo cuando se trate de 

tales bienes rústicos sitos en un mismo municipio.

El propio tenor legal recoge la finalidad de esta 

exención potestativa, que no es otra que facilitar la 

gestión en casos en que la cuantía de la cuota no cubra 

siquiera los gastos de su recaudación.81

Las seis bonificaciones potestativas que en el IBI es-

tablece la LHL son las siguientes:

1.ª) Viviendas de protección oficial.

Además de la bonificación obligatoria del 50 por 

ciento de la cuota para los tres primeros períodos im-

positivos siguientes al del otorgamiento de la califica-

ción definitiva, establece el segundo párrafo del artícu-

lo 73.2 LHL que los ayuntamientos podrán establecer 

una bonificación de hasta el 50 por ciento en la cuota 

íntegra del impuesto, aplicable a los citados inmuebles 

una vez transcurrido el plazo previsto en el párrafo an-

terior. La Ordenanza fiscal determinará la duración y la 

cuantía anual de esta bonificación.

La norma legal establece el tope máximo de la bo-

nificación, siendo la ordenanza la que ha de concretar 

el porcentaje hasta el máximo del 50 por ciento. Por el 

contrario, la ley no establece un plazo máximo de du-

ración de la bonificación, que podrá extenderse, bien 

durante todo el tiempo en que dure la calificación de 

las viviendas como de protección oficial o de aquellas 

que resulten equiparables conforme a la normativa de la 

respectiva comunidad autónoma, o bien podrá ceñirse 

80. Según concluye esta sentencia del alto tribunal, “Si se aceptase la pretensión del ayuntamiento ello llevaría, como 
afirma el recurrente, a la producción de un enriquecimiento injusto por parte del ayuntamiento, pues una de las partes habría 
obtenido la cesión de terrenos sin necesidad de cumplir aquello a que se obligó con la anterior propietaria del terreno sobre el 
cual se giran las contribuciones especiales”.

81. Pagès Galtés, op. cit., p. 267, reseña que las cuantías más frecuentemente fijadas en las ordenanzas que recogen esta 
exención oscilan entre 6 y 9 euros.
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a un plazo determinado o remitirse a circunstancias de 

capacidad económica de los titulares de la vivienda.

2.ª) Asentamientos de población de especial pro-

tección.

Esta bonificación potestativa, actualmente recogida 

en el artículo 74.1 del texto refundido de la LHL, viene 

a coincidir con la anteriormente prevista en el artículo 

74.4 LHL, añadido por la Ley 55/1999. 

El importe de la bonificación, a regular en las or-

denanzas fiscales, será de hasta el 90 por ciento de la 

cuota íntegra del IBI.

Su objeto serán los bienes inmuebles urbanos ubi-

cados en áreas o zonas del municipio que reúnan tres 

condiciones: a) que conforme a la legislación y planea-

miento urbanísticos, correspondan a asentamientos de 

población singularizados por su vinculación o preemi-

nencia de actividades primarias de carácter agrícola, 

ganadero, forestal, pesquero o análogas; b) que dis-

pongan de un nivel de servicios de competencia muni-

cipal, infraestructuras o equipamientos colectivos infe-

rior al existente en las áreas o zonas consolidadas del 

mismo, y c) que sus características económicas aconse-

jen una especial protección.

Las características peculiares y ámbito de los nú-

cleos de población, áreas o zonas, así como las tipolo-

gías de las construcciones y usos del suelo necesarios 

para la aplicación de esta bonificación y su duración, 

cuantía anual y demás aspectos sustantivos y formales 

se especificarán en la Ordenanza fiscal.

La STSJ de la Comunidad Valenciana de 18 de di-

ciembre de 2002 (JT 2002\438) destaca que el sentido 

de la norma no es establecer sin más una bonificación 

tributaria para aquellas áreas en que la prestación de 

servicios municipales es deficiente, sino que al mismo va 

unido directamente un componente relativo a la capaci-

dad económica de los habitantes de la zona y a su vincu-

lación con el sector primario, de forma que más parece 

una medida de fomento respecto de aquellos que rea-

lizan esas actividades, por lo que en ningún caso sería 

aplicable a una zona residencial de chalets. También la 

STSJ de Galicia de 12 de abril de 2002 (JT 2002\1505) se 

refiere a la finalidad de esta bonificación potestativa.

3.ª) Diferencia de cuota por nuevos valores catas-

trales. 

El muy farragoso artículo 74.2 del texto refundido 

de la LHL recoge otra posible ventaja fiscal82 para los 

casos de entrada en vigor de nuevos valores catastrales 

de bienes inmuebles de una misma clase, resultantes de 

un procedimiento de valoración colectiva de carácter 

general de ámbito municipal.

Dada la referencia legal a los procedimientos de 

valoración colectiva de carácter general, ha de enten-

derse limitada la bonificación a los bienes inmuebles 

rústicos y urbanos, con exclusión de los bienes inmue-

bles de características especiales.

El importe de la bonificación, en la cuota íntegra 

del impuesto, será equivalente a la diferencia positiva 

entre la cuota íntegra del ejercicio y la cuota líquida del 

ejercicio anterior multiplicada esta última por el coefi-

ciente de incremento máximo anual de la cuota líquida 

que establezca la Ordenanza fiscal.

La duración máxima de la bonificación no podrá 

exceder de tres períodos impositivos, con efectividad 

a partir de la entrada en vigor de nuevos valores catas-

trales de bienes inmuebles de una misma clase, resul-

tantes de un procedimiento de valoración colectiva de 

carácter general de ámbito municipal.83

Las liquidaciones tributarias resultantes de la aplica-

ción de esta bonificación se regirán por lo previsto en 

el artículo 102.3 LGT/2003 para las notificaciones co-

lectivas, sin que sea necesaria su notificación individual 

en los casos de establecimiento, modificación o supre-

sión de la misma como consecuencia de la aprobación 

o modificación de la Ordenanza fiscal. 

82. En los supuestos de entrada en vigor de nuevos valores catastrales de inmuebles rústicos y urbanos, resultantes de 
procedimientos de valoración colectiva de carácter general, se produce una sustancial reducción de la base imponible, regulada 
en los artículos 66 a 70 del texto refundido de la LHL (en esencia, la reducción se aplica durante un período de nueve años a 
contar desde la entrada en vigor de los nuevos valores catastrales, aplicando un coeficiente reductor del valor de 0,9 el primer 
año de su aplicación y disminuyéndolo en 0,1 anualmente hasta su desaparición).

Además, en el mismo supuesto, los ayuntamientos podrán establecer, durante un período máximo de seis años, tipos de 
gravamen reducidos, que no podrán ser inferiores al 0,1 por ciento para los bienes inmuebles urbanos ni al 0,075 por ciento, 
tratándose de inmuebles rústicos (artículo 72.5 LHL).

83. La prolijidad del artículo 74.2 LHL se pone de manifiesto por los dos párrafos que se añaden:
“Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo anterior, en el supuesto de que la aplicación de otra bonificación concluya en el 

período inmediatamente anterior a aquel en que haya de aplicarse sobre ese mismo inmueble la bonificación a que se refiere 
este apartado, la cuota sobre la que se aplicará, en su caso, el coeficiente de incremento máximo anual será la cuota íntegra 
del ejercicio anterior.

 

Fundación Democracia y Gobierno Local, pág. 63 a 109 

 



 95qdl 20. Junio de 2009   I    

Ordenanzas reguladoras de los tributos locales 

4.ª) Bienes inmuebles de características especiales.

Según recoge el artículo 74.3 del texto refundido 

de la LHL, los ayuntamientos mediante ordenanza po-

drán regular una bonificación de hasta el 90 por ciento 

de la cuota íntegra del impuesto a favor de cada gru-

po de bienes inmuebles de características especiales. 

La ordenanza deberá especificar la duración, cuantía 

anual y demás aspectos sustantivos y formales relativos 

a esta bonificación.

Nada impide que se establezca esta bonificación 

potestativa fijando una pluralidad de porcentajes que 

discriminen entre cada grupo de estos bienes de carac-

terísticas especiales e, incluso, cabe discriminar entre 

varios supuestos dentro de cada grupo.84

5.ª) Familias numerosas. 

Las ordenanzas fiscales podrán regular una boni-

ficación de hasta el 90 por ciento de la cuota íntegra 

del impuesto a favor de aquellos sujetos pasivos que 

ostenten la condición de titulares de familia numerosa. 

La ordenanza deberá especificar la clase y caracterís-

ticas de los bienes inmuebles a que afecte, duración, 

cuantía anual y demás aspectos sustantivos y formales 

de esta bonificación, así como las condiciones de com-

patibilidad con otros beneficios fiscales (artículo 74.4 

del mismo texto refundido de la LHL).

Se trata de una de las más llamativas bonificaciones 

potestativas que se introdujeron en la reforma de la LHL 

por la Ley 51/2002, pero de muy difícil gestión. Según 

se expuso por el Ministro de Hacienda al presentar el 

Proyecto de ley de reforma de la LHL, “más de 500.000 

familias numerosas podrían beneficiarse de esta boni-

ficación”. Este tipo de bonificaciones pueden afectar 

incluso al carácter real que se predica del IBI y abrir el 

camino a otras reivindicaciones análogas (jubilados, ren-

tas bajas, etc.). 

Aunque literalmente la bonificación puede aplicarse 

a todos los inmuebles cuyos sujetos pasivos ostenten la 

condición de titulares de familia numerosa, su ámbito 

de aplicación debe circunscribirse a los inmuebles des-

tinados a la residencia habitual de los titulares de familia 

“Cuando en alguno de los períodos impositivos en los que se aplique esta bonificación tenga efectividad un cambio en el 
valor catastral de los inmuebles, resultante de alteraciones susceptibles de inscripción catastral, del cambio de clase del inmue-
ble o de un cambio de aprovechamiento determinado por la modificación del planeamiento urbanístico, para el cálculo de la 
bonificación se considerará como cuota líquida del ejercicio anterior la resultante de aplicar el tipo de gravamen de dicho año 
al valor base determinado conforme a lo dispuesto en el artículo 69 de esta ley.”

84. Cfr. el Real decreto 1464/2007, de 2 de noviembre, por el que se aprueban las normas técnicas de valoración ca-
tastral de los bienes inmuebles de características especiales (BOE de 20 de noviembre de 2007), que da cumplimiento a las 
previsiones de los artículos 23.3, 25 y 27 del texto refundido de la Ley del catastro inmobiliario, aprobado por el Real decreto 
legislativo 1/2004, de 5 de marzo. Las de las tres clases de inmuebles de características especiales se definen en el articulo 8 
de dicho texto refundido, desarrollado por el articulo 23.2 del Real decreto 417/2006, de 7 de abril, que lo desarrolla: 

“2. Conforme a lo dispuesto en el artículo 8 del texto refundido de la Ley del catastro inmobiliario, se consideran bienes 
inmuebles de características especiales, por constituir un conjunto complejo de uso especializado y reunir las demás condiciones 
establecidas en el apartado 1 del citado artículo, los siguientes inmuebles:

“Grupo A. Integran este grupo los siguientes bienes inmuebles:
“A.1. Los destinados a la producción de energía eléctrica que de acuerdo con la normativa de regulación del sector eléc-

trico deban estar incluidos en el régimen ordinario. No obstante, los bienes inmuebles destinados a la producción de energía 
hidroeléctrica solo se integrarán en este grupo cuando, no estando incluidos en el Grupo B, superen los 10 mW de potencia 
instalada. En este último supuesto, también formarán parte del inmueble los canales, tuberías de transporte u otras conduccio-
nes que se sitúen fuera de las parcelas, incluido el embalse o azud, y que sean necesarias para el desarrollo de la actividad de 
obtención o producción de energía hidroeléctrica.

“A.2. Los destinados a la producción de gas, entendiendo incluida en ésta, tanto la extracción del yacimiento como la 
regasificación, o actividad de transformación del elemento líquido en gaseoso, así como la licuefacción, siempre que estas 
actividades se destinen principalmente al suministro final a terceros por canalización.

“A.3. Los destinados al refino del petróleo.
“A.4. Las centrales nucleares.
“Grupo B. Integran este grupo los embalses superficiales, incluido su lecho o fondo, la presa, la central de producción de 

energía hidroeléctrica, el salto de agua y demás construcciones vinculadas al proceso de producción, así como los canales, 
tuberías de transporte u otras conducciones que se sitúen fuera de las parcelas y que sean necesarias para el desarrollo de la 
actividad de obtención o producción de energía hidroeléctrica, siempre que tengan las dimensiones o capacidad de embalse 
o de desagüe propios de las grandes presas conforme a lo dispuesto en la normativa sectorial. En todo caso, se exceptúan los 
destinados exclusivamente al riego.

“Grupo C. Integran este grupo las autopistas, carreteras y túneles cuando, en cualquiera de ellos, se encuentre autorizado 
el establecimiento de peaje de acuerdo con la legislación sectorial.

“Grupo D. Integran este grupo los siguientes bienes inmuebles:
“D1. Los aeropuertos, entendiéndose como tales los así definidos por la legislación sectorial.
“D2. Los puertos comerciales.”
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numerosa y, en su caso, a las segundas residencias.85 

Algunas ordenanzas establecen como requisitos adi-

cionales para el reconocimiento del beneficio que los 

miembros de la familia numerosa estén empadronados 

en el municipio; que el valor catastral de inmueble no 

supere determinada cantidad, que los ingresos familia-

res no superen determinado importe o que los miem-

bros de la familia no cuenten con otros inmuebles de 

uso residencial. Otros condicionantes de la bonificación 

son mucho más cuestionables.86

La Ordenanza fiscal puede regular libremente el as-

pecto temporal de la bonificación (por tiempo limitado 

o ilimitado mientras concurran sus requisitos). Dentro del 

límite máximo del 90 por ciento de la cuota íntegra 

del impuesto, cabe establecer una pluralidad de porcen-

tajes que discriminen entre varios supuestos (número de 

miembros de la unidad familiar, valor catastral de la vi-

vienda o grado de discapacidad).

6.ª) Fomento del aprovechamiento térmico o eléc-

trico de la energía proveniente del sol.

Esta bonificación potestativa fue añadida a la LHL 

por el Real decreto ley 2/2003, de 25 de abril, de me-

didas de reforma económica, y modificada por la Ley 

62/2003, de 30 de diciembre, de medidas fiscales, 

administrativas y del orden social, regulándose actual-

mente en el artículo 74.5 del texto refundido.

Las ordenanzas fiscales podrán regular una boni-

ficación de hasta el 50 por ciento de la cuota íntegra 

del impuesto para los bienes inmuebles en los que se 

hayan instalado sistemas para el aprovechamiento tér-

mico o eléctrico de la energía proveniente del sol. La 

aplicación de esta bonificación estará condicionada a 

que las instalaciones para producción de calor inclu-

yan colectores que dispongan de la correspondiente 

homologación por la Administración competente. Los 

demás aspectos sustantivos y formales de esta bonifi-

cación se especificarán en la Ordenanza fiscal.

Con la citada Ley 62/2003, fueron dos las modi-

ficaciones que se introducen, ampliando significativa-

mente esta bonificación potestativa: a) Ya no queda 

restringida la bonificación a los bienes inmuebles des-

tinados a viviendas, sino a todos los bienes inmuebles, 

con independencia de su destino, incluyendo el indus-

trial, comercial, administrativo o agrícola, y b) No es 

necesario ya, como en el anterior texto legal, que los 

sistemas para el aprovechamiento término o eléctrico 

de la energía solar sean para autoconsumo. La expo-

sición de motivos yerra al señalar que no se excluye ya 

el autoconsumo; precisamente, lo que anteriormente 

se ceñía al autoconsumo, actualmente se extiende a 

cualquier destino.

5.6. Impuesto sobre actividades económica

La Ley 51/2002 modificó en profundidad toda la re-

gulación de los beneficios fiscales del IAE, en un doble 

sentido: introduciendo la esencial y polémica exención 

para todas las personas físicas y para las sociedades con 

una cifra de negocio inferior a un millón de euros;87 y, 

en segundo lugar, estableciendo nuevas bonificacio-

nes, obligatorias y potestativas (artículo 88 del texto 

refundido de la LHL).

La bien reciente Ley 4/2008, de 23 de diciembre, por 

la que se suprime el gravamen del impuesto sobre el 

patrimonio, se generaliza el sistema de devolución men-

sual en el impuesto sobre el valor añadido, y se intro-

ducen otras modificaciones en la normativa tributaria 

85. Cfr. J. Pagès Galtés: Tratado de ordenanzas fiscales, Marcial Pons, Madrid-Barcelona, 2006, p. 270. Añade este autor que 
no parece muy lógico que por el mero hecho de ser titular de una familia numerosa se aplique la bonificación a inmuebles 
que nada tienen que ver con esta categoría familiar, como, por ejemplo, los inmuebles que el titular de la familia numerosa des-
tina al alquiler o los que afecta a actividades económicas. En este sentido, la mayoría de ordenanzas que han establecido esta 
bonificación restringen su ámbito de aplicación a los inmuebles que constituyan el domicilio habitual de la familia numerosa.

86. Pagès Galtés, loc. cit., que señala al respecto que: “Mucho menos justificado es que se exijan requisitos que nada tienen 
que ver con el fundamento de esta bonificación ni con el principio de capacidad, cual es el caso de exigir que el valor catastral 
de la vivienda de la unidad familiar esté individualizado (tal y como hace la ordenanza de Madrid), pues los problemas prácticos 
que ello puede plantear son fácilmente resolubles utilizando la técnica del prorrateo (tal y como hace la ordenanza de Reus). Por 
el mismo motivo, tampoco creemos justificado que se exija por la ordenanza que ningún miembro de la unidad familiar tenga 
deudas pendientes con la Hacienda municipal (tal y como hace la ordenanza de Badalona), máxime cuando el moroso no sea 
el contribuyente del IBI al que se le niega la bonificación sino que sea uno de sus familiares.”

87. Esta solución legislativa fue motivada por estrictas razones políticas, de marcado tinte electoralista, y es por completo 
ajena a las motivaciones técnicas resaltadas por la Comisión de Expertos, cuyas afirmaciones contenidas en su Informe fueron 
totalmente desconocidas en la Ley 51/2002.

La opción legislativa escogida fue justamente la contraria de la recomendada por la Comisión de Expertos: se exime a las 
personas físicas y a las jurídicas con cifra de negocios inferior a un millón de euros, opciones ambas desaconsejadas por sus 
inconvenientes, y se mantiene para el resto, potenciando para él las disfunciones básicas del impuesto.
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(publicada en el BOE del día de Navidad), añade en su 

artículo 4 una nueva bonificación obligatoria en el IAE 

para el transporte por carretera para el año 2008.88 El 

origen de esta bonificación es ilustrativo: se trata, según 

la exposición de motivos de dicha Ley 4/2008, de “dar 

cumplimiento a los acuerdos alcanzados por la Admi-

nistración General del Estado con los representantes del 

sector del transporte por carretera con el fin de paliar los 

efectos que la elevación del precio de los combustibles 

viene ocasionando en dicho sector”. Pero en el apartado 

V de dicha exposición de motivos se alude, como causa 

de tales acuerdos, a “la constante y acelerada elevación 

que viene experimentando el precio de los combustibles 

desde hace meses ha provocado importantes dificulta-

des económicas al sector del transporte por carretera”, 

y, sin embargo, cuando se publica la ley resulta que tal 

aceleración o subida del precio de los combustibles no 

solo ha cesado, sino que se ha producido una sustancial 

reducción del mismo, lo que prueba una vez más las di-

ficultades derivadas de la lentitud de cualquier proceso 

de elaboración de normas en relación con la extremada 

volatilidad de las coyunturas económicas.

Las bonificaciones potestativas reguladas en el 

artículo 88.2 LHL89 son las cuatro siguientes:

1.ª) Inicio de actividad empresarial.

Las ordenanzas podrán establecer, según el artícu-

lo 88.2.a) del texto refundido de la LHL, que gozarán 

de una bonificación de hasta el 50 por ciento de la 

cuota correspondiente quienes inicien el ejercicio de 

cualquier actividad empresarial y tributen por cuota 

municipal. Se rige por las siguientes reglas:

–Se aplicará la bonificación durante los cinco años 

de actividad siguientes a la conclusión del segundo pe-

ríodo impositivo de desarrollo de la misma.

–Requerirá que la actividad económica no se haya 

ejercido anteriormente bajo otra titularidad, enten-

diéndose que la actividad se ha ejercido anteriormente 

bajo otra titularidad, entre otros, en los supuestos de 

fusión, escisión o aportación de ramas de actividad.

–El período de aplicación de la bonificación caduca-

rá transcurridos cinco años desde la finalización de la 

exención obligatoria prevista en la letra b) del apartado 

1 del artículo 82 del texto refundido de la LHL.

–La bonificación se aplicará a la cuota tributaria, 

integrada por la cuota de tarifa ponderada por el coe

ficiente del artículo 86 y modificada, en su caso, por el 

coeficiente del artículo 87.

La Ordenanza fiscal podrá añadir otros requisitos 

adicionales para el disfrute de la bonificación, tales su 

limitación a las pequeñas o medianas empresas. Den-

tro del límite temporal de cinco años, la ordenanza 

podrá establecer una escala de porcentajes de boni-

ficación que dependan del año en que se aplique y 

del número de empleados, siempre con el tope del 50 

por ciento de la cuota.

Es polémico el período máximo de la bonificación, 

pues para los dos primeros períodos impositivos de ejer-

cicio de la actividad resultará de aplicación la exención 

obligatoria del artículo 82.1.b) LHL y la bonificación solo 

es aplicable a partir de la conclusión de tales dos primeros 

períodos impositivos, circunstancia que de desconocerse 

reducirá la bonificación a tres años. Sin embargo, tratán-

dose de una bonificación potestativa, no debiera existir 

inconveniente en entender que su período de aplicación 

de cinco años se cita en la norma como máximo.

2.ª) Creación de empleo.

Según el artículo 88.2.b) del texto refundido de la 

LHL, las ordenanzas podrán establecer que gozarán de 

una bonificación de hasta el 50 por ciento de la cuo-

ta correspondiente los sujetos pasivos que tributen por 

cuota municipal y que hayan incrementado el promedio 

de su plantilla de trabajadores con contrato indefinido 

88. La bonificación será del 50 por ciento en las cuotas del IAE correspondiente al año 2008 para las actividades clasi-
ficadas en los grupos 721 y 722 de la sección primera de las tarifas (RDL 1175/1990, de 28 de septiembre) y se aplicará a 
la cuota resultante de aplicar, en su caso, las bonificaciones a que se refiere el artículo 88 LHL. La disminución de ingresos 
que produzca en los ayuntamientos y diputaciones provinciales será compensada con cargo a los presupuestos generales del 
Estado, de conformidad con el artículo 9 LHL, reconociéndose las compensaciones previa solicitud de cada ayuntamiento o 
diputación afectados, junto con la documentación que, en su caso, se requiera por el Ministerio de Economía y Hacienda, 
que las reconocerá de oficio, con arreglo a la información que facilite la Agencia Estatal de Administración Tributaria. Las 
cuotas correspondientes a 2008 liquidadas sin la bonificación prevista en este artículo se entenderán automáticamente re-
ducidas con efectos desde el momento de su liquidación en un 50 por ciento, sin necesidad de acto expreso alguno que así 
lo declare, y sin que, con tal motivo, se altere ni la validez y eficacia ni la situación de exigibilidad de las liquidaciones por la 
parte no reducida. Si como consecuencia de la citada reducción procediese efectuar alguna devolución de ingresos, la misma 
se acordará sin más trámite y se ejecutará de forma inmediata.

89. El artículo 88.3 del texto refundido de la LHL dispone que “La ordenanza fiscal correspondiente especificará los restan-
tes aspectos sustantivos y formales a que se refiere el apartado anterior. Entre otras materias, la ordenanza fiscal determinará 
si todas o algunas de las citadas bonificaciones son o no aplicables simultáneamente”.
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durante el período impositivo inmediato anterior al de 

la aplicación de la bonificación, en relación con el pe-

ríodo anterior a aquél.

La Ordenanza fiscal podrá establecer diferentes por-

centajes de bonificación, sin exceder el límite máximo 

del 50 por ciento, en función de cuál sea el incremento 

medio de la plantilla de trabajadores con contrato in-

definido.

Esta bonificación se aplicará a la cuota resultante de 

aplicar, en su caso, las bonificaciones obligatorias del ar-

tículo 88.1 (cooperativas y sociedades agrarias de trans-

formación e inicio del ejercicio de actividades profesio-

nales) y de la letra a) del artículo 88.2 (inicio del ejercicio 

de cualquier actividad empresarial).

La ordenanza podrá añadir al presupuesto legal de 

la bonificación relativo a la plantilla de trabajadores con 

contrato indefinido requisitos específicos de tales traba-

jadores (por ejemplo, discapacitados, jóvenes, mujeres o 

mayores de cierta edad).

3.ª) Fomento de ahorro de energía.

De acuerdo con el artículo 88.2.c), las ordenanzas 

podrán establecer que gozarán de una bonificación de 

hasta el 50 por ciento de la cuota correspondiente los 

sujetos pasivos que tributen por cuota municipal y que:

–Utilicen o produzcan energía a partir de instala-

ciones para el aprovechamiento de energías renova-

bles o sistemas de cogeneración. A estos efectos, se 

considerarán instalaciones para el aprovechamiento 

de las energías renovables las contempladas y defini-

das como tales en el Plan de fomento de las energías 

renovables. Se considerarán sistemas de cogeneración 

los equipos e instalaciones que permitan la producción 

conjunta de electricidad y energía térmica útil.

–Realicen sus actividades industriales, desde el ini-

cio de su actividad o por traslado posterior, en locales 

o instalaciones alejadas de las zonas más pobladas del 

término municipal.

–Establezcan un plan de transporte para sus traba-

jadores que tenga por objeto reducir el consumo de 

energía y las emisiones causadas por el desplazamien-

to al lugar del puesto de trabajo y fomentar el empleo 

de los medios de transporte más eficientes, como el 

transporte colectivo o el compartido.

La ordenanza podrá recoger todos los supuestos 

previstos en la norma legal (energías renovables o 

sistemas de cogeneración; actividades industriales en 

instalaciones alejadas; plan de transporte para reducir 

el consumo de energía), o tan solo alguno de ellos. 

De la misma forma, la ordenanza podrá establecer el 

carácter temporal limitado o ilimitado para cada uno o 

para todos los supuestos referidos, así como porcen-

tajes diferentes dentro del tope del 50 por ciento de 

la cuota.

Lo que no podrá hacer la ordenanza es prescindir de 

fijar el concreto porcentaje de la bonificación, ni tampo-

co deferir su concreción a otro órgano municipal.90 

4.ª) Rendimientos.

Conforme al artículo 88.2.d) del texto refundido de 

la LHL, las ordenanzas podrán establecer que gozarán 

de una bonificación de hasta el 50 por ciento de la 

cuota correspondiente los sujetos pasivos que tributen 

por cuota municipal y tengan una renta o rendimiento 

neto de la actividad económica negativos o inferiores a 

la cantidad que determine la Ordenanza fiscal, la cual 

podrá fijar diferentes porcentajes de bonificación y lí-

mites en función de cuál sea la división, agrupación o 

grupo de las tarifas del impuesto en que se clasifique 

la actividad económica realizada.

Se trata de una bonificación potestativa incluida en 

el trámite parlamentario de la Ley 51/2002, para per-

mitir que los ayuntamientos puedan graduar la carga 

fiscal del IAE teniendo en cuenta el beneficio de cada 

actividad económica, pudiendo así reducir dicha carga 

cuando el beneficio no exista o resulte inferior a la cifra 

que determine la Ordenanza fiscal.

Es, sin duda, la mejor demostración del total apar-

tamiento de la Ley 51/2002 de las recomendaciones de 

la Comisión de Expertos, que destacaba que las críticas 

al IAE proceden esencialmente de las disfunciones que 

se producen entre los resultados económicos –variables 

por su propia naturaleza– y la cuantificación de las cuo-

tas del impuesto conformadas sobre la base de elemen-

tos tributarios fijos. Lo único que queda en la reforma 

en este sentido es esta posible bonificación de hasta un 

50 por ciento cuando no exista ningún beneficio o sea 

inferior al determinado por la ordenanza.

90. Pagès Galtés, op. cit., p. 283, reseña supuestos de ordenanzas que no han tenido en cuenta estos criterios, bien no 
especificando los criterios a tener en cuenta para la determinación del porcentaje de bonificación señalando, genéricamente, 
que se bonificará hasta el 50 por ciento a los sujetos pasivos que utilicen en el ejercicio de su actividad la energía solar u otras 
energías renovables; o bien estableciendo que la fijación del porcentaje de bonificación aplicable será determinado por la 
Junta de Gobierno Local y estará en función de la relación existente entre los valores estándares de producción relacionados 
con los de consumo. 
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La amplitud de la redacción del precepto legal ha 

de permitir a la ordenanza un amplio margen de actua-

ción, tanto en la cuantía de la bonificación, con el tope 

del 50 por ciento, como en la posibilidad de establecer 

diferentes porcentajes y límites según la clasificación 

de la actividad y en la concreción del rendimiento neto 

negativo o fijando una cantidad demostrativa de la 

poca rentabilidad de la actividad.91

5.7. Impuesto de vehículos

Dentro de la regulación de la cuota del impuesto so-

bre vehículos de tracción mecánica, el artículo 95.6 del 

texto refundido de la LHL92 establece las dos siguientes 

bonificaciones potestativas:

1. Incidencia medioambiental.93

La cuantía de esta bonificación, que se inserta en 

el contexto de la política municipal medio ambiental, 

puede ser de hasta el 75 por ciento de la cuota, incre-

mentada o no.

Se podrá regular en función de dos circunstancias 

diferentes: a) de la clase de carburante que consuma 

el vehículo y en razón a la incidencia de la combustión 

de dicho carburante en el medio ambiente, y b) de las 

características de los motores de los vehículos y su inci-

dencia en el medio ambiente.

Con la reforma de la Ley 51/2002, se acoge la su-

gerencia del Informe de la Comisión de Expertos, del 

siguiente tenor: “Siguiendo la línea marcada por los 

criterios de futuro de la Unión Europea, cabría profun-

dizar en la política de incentivar el uso de vehículos 

poco contaminantes, en el camino ya marcado por la 

normativa vigente en relación con la clase de carburan-

te y tipo de motor de los mismos. Dicho incentivo pue-

de articularse mediante la introducción de bonificacio-

nes o a través de la aplicación de tarifas reducidas.” 

Las dos circunstancias a que se refiere esta bonifi-

cación potestativa se formulan en unos términos tan 

genéricos que dificultan extraordinariamente su con-

creción:

a) Tratándose de la incidencia de la combustión 

en el medio ambiente del carburante consumido por 

el vehículo, cabe sostener que habría de ceñirse a 

aquellas energías cuya combustión apenas genere 

gases contaminantes (así, placas, motores eléctricos o 

motores de gas natural), aunque se ha sostenido que 

la norma está especialmente dirigida a la utilización 

de gasolina sin plomo, pues es mucho menos conta-

minante que la gasolina con plomo, aunque ambas 

posiciones son harto discutibles, por la inanidad de 

la bonificación en el primer caso y por la obligación 

general desde 1993 de utilización de la gasolina sin 

plomo.94

b) En el supuesto de motores con características 

medioambientales la dificultad de concreción es aún 

mayor, citándose por la doctrina los casos de vehículos 

de moderado consumo por la aplicación de las tecno-

logías actuales respetuosas con el medio ambiente o 

de vehículos provistos de catalizador.

Los supuestos más usuales en las ordenanzas 

fiscales de esta bonificación que cita Pagès Galtés95 

91. Pagès Galtés, loc. cit., reseña casos de ordenanzas que bien establecen la bonificación en el máximo legal del 50 por 
ciento de la cuota correspondiente pero limitándola a los sujetos pasivos que obtengan durante dos ejercicios consecutivos 
rendimientos netos de la actividad económica negativos y no puedan ser compensados con provisiones, reservas o resultados 
positivos sin repartir; o bien limitan la bonificación a los sujetos pasivos que hayan iniciado el ejercicio de una actividad económi-
ca y que obtengan resultados negativos a partir del tercer año de ejercicio de actividad tras el disfrute de la exención establecida 
por esta causa, variando en porcentaje de bonificación entre los tres primeros años de ejercicio tras el disfrute de la exención y 
el cuarto año, no aplicándose posteriormente.

El mismo autor sostiene que la aplicación de esta bonificación se circunscribe al ejercicio económico en que se obtenga la 
renta o rendimiento neto negativo o inferior a la cantidad que determine la Ordenanza fiscal, de tal manera que cada año en 
que se obtenga tal tipo de renta o de rendimiento cabrá aplicar de nuevo la bonificación.

92. El primer párrafo del apartado 6 del artículo 95 LHL (que regula la cuota del impuesto) reza así: “Las ordenanzas fiscales 
podrán regular, sobre la cuota del impuesto, incrementada o no por la aplicación del coeficiente, las siguientes bonificaciones.” 
No se sigue aquí la técnica más correcta de regular separadamente y con su explícita rúbrica las bonificaciones potestativas, como 
se hace en el IBI y en el IAE.

93. Aunque el artículo 95.6 separa en dos letras diferentes esta bonificación, entendemos que dado que el límite máximo 
de su importe es el mismo y que se refieren a una misma finalidad, existe una sola bonificación.

Incluso los autores que como Pagès Galtés analizan separadamente ambas letras del precepto advierten que “Dejamos cons-
tancia de que a la práctica, las ordenanzas fiscales que establecen esta bonificación la suelen regular combinándola con la que 
estudiaremos acto seguido, lo cual tiene su lógica, pues ambas tienen pareja finalidad medioambiental” (op. cit., p. 289).

94. Cfr. Pagès Galtés, op. cit., p. 289.
95. Op. cit., p. 290.
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son los relativos a vehículos eléctricos o bimodales, 

vehículos que consuman carburantes biocombusti-

bles, catalizadores e incluso a la emisión de ruidos y 

humos, si bien tan solo respecto a los ciclomotores 

y motocicletas.

La Consulta de la Dirección General de Tributos 

núm. 0133-01, de 26 de enero de 2001 pretende con-

testar a sobre los consultados límites de esta bonifica-

ción, pero no aporta nada distinto de lo que consta en 

el texto legal.

2. Vehículos históricos y antiguos.

La bonificación podrá ser de hasta el cien por cien 

de la cuota del impuesto, incrementada o no, esto es, 

podrá llegar a convertirse en un supuesto de exención, 

según la letra c) del artículo 95.6 del texto refundido 

de la LHL.

Se ha de referir a los vehículos históricos, o aque-

llos que tengan una antigüedad mínima de veinticin-

co años contados a partir de la fecha de su fabrica-

ción y si ésta no se conociera, se tomará como tal la 

de su primera matriculación o, en su defecto, la fecha 

en que el correspondiente tipo o variante se dejó de 

fabricar.

De acuerdo con la enmienda parlamentaria de que 

procede el texto legal, la modificación tiene por objeto 

introducir la posibilidad de que los ayuntamientos es-

tablezcan voluntariamente una bonificación en favor 

de los vehículos históricos con el fin de salvaguardar el 

carácter representativo y simbólico de una determina-

da época de producción automovilística y fomentar la 

conservación del patrimonio histórico, dada la impor-

tante significación que aquélla tuvo en nuestra cultura, 

a la vez que adaptar nuestra legislación al resto de los 

países de la Unión Europea.

Sin embargo, la bonificación legal no se ciñe a los 

vehículos históricos (para cuya definición habrá que es-

tarse a lo establecido en el Real decreto 1247/1995, 

de 14 de julio, por el que se aprueba el Reglamento 

general de vehículos históricos),96 sino que se extiende 

a los que tengan una antigüedad mínima de veinticin-

co años, sin exigir las demás condiciones reglamenta-

rias para considerarlos históricos, lo que es criticado 

doctrinalmente,97 al poder fomentar que el parque 

móvil del municipio envejeciese, con los vehículos más 

contaminantes. 

Los fundamentos de derecho cuarto y quinto de 

la STSJ de Cataluña 1115/2008, de 13 de noviem-

bre (recurso 370/2008), se refieren a al artículo 6.8.d) 

de la Ordenanza fiscal núm. 5 del Ayuntamiento de 

L’Hospitalet de Llobregat, reguladora del impuesto 

sobre vehículos de tracción mecánica, que fue im-

pugnado por considerarlo inconstitucional por vulne-

ración del principio de igualdad al exigir el pertenecer 

a una entidad sin ánimo de lucro que conste inscrita 

en el registro correspondiente y tenga convenios es-

tablecidos con el Ayuntamiento de L’Hospitalet, aña-

diéndose que la LHL da la posibilidad de otorgar la 

bonificación sin necesidad de ser considerado vehí-

culo histórico, siendo inconstitucional permitir discri-

minar a las personas en razón al tipo de vehículo que 

posean.

La sentencia de la Sala de Cataluña reproduce las 

consideraciones ya destacadas de la STS de 29 de mayo 

de 2008 (recurso de casación 6500/2002), concluyen-

do que este tipo de remisiones legales excluyen cual-

quier tipo de infracción del principio de reserva de ley 

en materia de beneficios fiscales en los tributos locales 

(artículo 9.1 LHL), pero no pueden significar autoriza-

96. Su artículo 1 es del siguiente tenor: 
“Podrán ser considerados vehículos históricos a los efectos de este Reglamento:
“1. Los que tengan una antigüedad mínima de veinticinco años, contados a partir de la fecha de su fabricación. Si ésta no 

se conociera, se tomará como tal la de su primera matriculación o, en su defecto, la fecha en que el correspondiente tipo o 
variante se dejó de fabricar.

“En todo caso, para que un vehículo pueda, por su antigüedad, ser calificado como histórico, sus piezas constitutivas de-
berán haber sido fabricadas en el período de producción normal del tipo o variante de que se trate y de sus recambios, con 
excepción de los elementos fungibles sustituidos por reproducciones o equivalencias efectuadas con posterioridad al período de 
producción normal, que habrán de hallarse inequívocamente identificadas. Si hubiera habido modificaciones en la estructura o 
componentes, la consideración de vehículo histórico se determinará en el momento de la catalogación.

“2. Los vehículos incluidos en el Inventario General de Bienes Muebles del Patrimonio Histórico Español o declarados bienes 
de interés cultural y los que revistan un interés especial por haber pertenecido a alguna personalidad relevante o intervenido 
en algún acontecimiento de trascendencia histórica, si así se desprende de los informes acreditativos y asesoramientos perti-
nentes.

“3. Los llamados vehículos de colección, entendiéndose por tales los que, por sus características, singularidad, escasez ma-
nifiesta u otra circunstancia especial muy sobresaliente, merezcan acogerse al régimen de los vehículos históricos.”

97. Cfr. Pagès Galtés, op. cit., p. 291.
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ciones en blanco para establecer bonificaciones discri-

minatorias.98 Y concluye señalando que en el caso no 

se advertía ningún tipo de discriminación por el hecho 

de exigirse la pertenencia a una entidad sin ánimo de 

lucro que conste inscrita en el registro correspondiente 

y tenga convenios establecidos con el Ayuntamiento de 

L’Hospitalet, requisito que entra dentro de las potesta-

des tributarias municipales y de la autorización legal 

para establecer la bonificación potestativa en cuestión. 

Por fin, se desestiman las restantes pretensiones de la 

demanda, señalando la sentencia que “se haga uso o 

no de la posibilidad de otorgar la bonificación sin nece-

sidad de ser considerado vehículo histórico es materia 

que pertenece a la potestad (o soberanía, si se prefiere) 

tributaria de la corporación local, ejercida dentro de los 

límites legales” y añadiendo que “no se aprecia razón 

alguna para plantear cuestión de inconstitucionalidad 

sobre el artículo 95.6.c) LHL, pues la bonificación po-

testativa que prevé no cabe estimarse discriminatoria, 

al concretarse a unos determinados vehículos (los his-

tóricos o aquellos que tengan una antigüedad mínima 

de 25 años) por estimarse así conveniente por el legis-

lador”, sin que ninguna de las justificaciones ofrecidas 

en la enmienda parlamentaria de que procede el pre-

cepto puede tacharse de discriminatoria.

5.8. Impuesto sobre construcciones

Las reformas de 1998 y de 2002 introdujeron hasta 

cinco bonificaciones potestativas en el ICIO, actual-

mente reguladas en el artículo 103.2 del texto refun-

dido de la LHL:

1.ª) Especial interés o utilidad municipal.

Ya la reforma por la Ley 50/1998 introdujo una posi-

ble bonificación, que podrá alcanzar hasta el 95 por cien-

to de la cuota del impuesto,99 respecto de las construccio-

nes, instalaciones u obras que sean declaradas de especial 

interés o utilidad municipal por concurrir circunstancias 

sociales, culturales, histórico-artísticas o de fomento del 

empleo que justifiquen tal declaración. Dicha declaración 

corresponderá al Pleno de la corporación y se acordará, 

previa solicitud del sujeto pasivo, por voto favorable de la 

mayoría simple de sus miembros.100

98. En tal sentido, la sentencia de 13 de noviembre de 2008 reproduce lo señalado en la sentencia 572/2007, de 24 de 
mayo de 2007, del siguiente tenor:

“El texto del artículo 10 de la Ordenanza es el siguiente: ‘Artículo 10. Bonificaciones. El Ayuntamiento de Crespià, por me-
dio de acuerdo plenario, podrá establecer bonificaciones de hasta el 95% de la tasa que corresponda a aquellas áreas privadas 
de caza cuyo titular acredite ser el propietario de al menos el 80% de su superficie. Asimismo, el Pleno del Ayuntamiento de 
Crespià podrá aprobar la concesión de una bonificación equivalente al 100% de las tasas a las asociaciones con sede en Cres-
pià, en las cuales algún miembro de la corporación municipal forme parte de la Junta de Gobierno como órgano de control.’

“La mera lectura del precepto pone de manifiesto su nulidad de pleno derecho, al infringir el principio constitucional de 
igualdad del artículo 14 de la Constitución, lo que determina aquella nulidad según el artículo 62.1.a) de la Ley 30/1992, 
de procedimiento administrativo común.

“Además, tal precepto carece de cualquier justificación en el expediente de elaboración de la ordenanza, mientras que las 
ofrecidas en las alegaciones procesales del ayuntamiento demandado resultan ininteligibles, al afirmarse en la contestación que 
la ordenanza no contiene ningún tipo de reserva de dispensa o exención, sino que establece unas bonificaciones que en nada 
interfieren en el principal objetivo de la norma y que no es otro que la seguridad de las personas; y añadirse en conclusiones que 
la sociedad de la que forman parte miembros del gobierno municipal destina importantes cantidades de sus recursos a financiar 
actuaciones de carácter social celebradas en el municipio de Crespià. No se alcanza a comprender por esta Sala la relación entre 
unas cosas y otras que pueda justificar unos beneficios fiscales que desconocen abiertamente la reserva de ley del artículo 9 
TRLHL e infringen el derecho a la igualdad del artículo 14 de la Constitución.”

99. Sin sobrepasar este límite máximo del 95 por ciento, la Ordenanza fiscal puede establecer un único porcentaje de bo-
nificación o una pluralidad de porcentajes atendiendo a los diferentes tipos de obras, cuidando en este último supuesto de no 
provocar discriminaciones injustificadas. Cfr. Pagès Galtés, op. cit., p. 172.

Algunas ordenanzas fiscales remiten a un acuerdo del Pleno para concretar el porcentaje de la bonificación en cada su-
puesto concreto. El autor citado (loc. cit.) sostiene que ello pugna con el principio de seguridad jurídica, pero no contraviene el 
principio de legalidad en la medida que sea el Pleno quien, en última instancia, fije el porcentaje de la bonificación.

100. La declaración a que se refiere el precepto legal se refiere al especial interés o utilidad municipal de las construccio-
nes, instalaciones u obras, y no a la procedencia misma de la bonificación, que podrá ser acordada por el órgano municipal 
correspondiente, aunque nada impide que el propio Pleno, en el mismo acuerdo, haga aquella declaración y otorgue la boni-
ficación.

La bonificación es de carácter objetivo, pues se refiere, no a las obras que realicen determinados sujetos, sino a determina-
das obras consideradas en sí mismas, desvinculadas de quien sea el sujeto pasivo; aunque, el ayuntamiento puede convertirla 
en mixta si añade requisitos subjetivos para su aplicación. De este modo, si la Ordenanza fiscal prevé como uno de los supuestos 
que dan lugar a la bonificación que las obras sean efectuadas por determinadas entidades, como pueden las entidades con 
carácter no lucrativo (Pagès Galtés, loc. cit.).
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Será necesario, pues, que la Ordenanza fiscal es-

tablezca genéricamente la bonificación y regule sus 

aspectos, tanto sustantivos como formales, dentro del 

marco de las previsiones legales. La declaración –ya in-

dividualizada– como de especial interés o utilidad mu-

nicipal puede referirse tanto a circunstancias sociales, 

culturales o histórico-artísticas como a circunstancias 

de fomento del empleo. Corresponderá al Pleno, con 

voto favorable de la mayoría simple.

Pese a la amplia discrecionalidad que conlleva esta 

bonificación, prevista en la letra a) del artículo 103.2 

del texto refundido de la LHL, será posible el control 

jurisdiccional de los elementos reglados y de la inter-

dicción de arbitrariedad o desigualdad notoria. La STSJ 

de Castilla y León (Burgos) de 22 de marzo de 2002 (JT 

2002\436) reitera que será necesario que la Ordenan-

za fiscal establezca genéricamente esta bonificación y 

regule sus aspectos tanto sustantivos como formales, 

dentro del marco de las previsiones legales.101

2.ª) Energía solar.

La letra b) del mismo artículo 103.2 LHL contem-

pla una bonificación potestativa de hasta el 95 por 

ciento a favor de las construcciones, instalaciones 

u obras en las que se incorporen sistemas para el 

aprovechamiento térmico o eléctrico de la energía 

solar para autoconsumo, condicionándose la apli-

cación de esta bonificación a que las instalaciones 

para producción de calor incluyan colectores que 

dispongan de la correspondiente homologación de 

la Administración competente.

La Ley 62/2003 dio nueva redacción a la letra b), 

pero solo para eliminar la restricción de que los siste-

mas para el aprovechamiento térmico o eléctrico de la 

energía solar fuera “para autoconsumo”. Se equivoca 

la exposición de motivos de aquella Ley 62/2003 cuan-

do dice que ya no se excluye el autoconsumo, pues lo 

que realmente se hace es convertir una bonificación 

que antes solo podía concederse en caso de sistema 

para autoconsumo a cualquier otro supuesto.102

3.ª) Planes de fomento de la inversión privada en 

infraestructuras.

Según la letra c) del artículo 103.2 LHL, las ordenan-

zas fiscales podrán regular sobre la cuota del impuesto 

una bonificación de hasta el 50 por ciento a favor de 

las construcciones, instalaciones u obras vinculadas a 

los planes de fomento de las inversiones privadas en 

infraestructuras. Esta bonificación se aplicará a la cuo-

ta resultante de aplicar, en su caso, las bonificaciones 

referidas en las dos letras anteriores.

En principio, se trata de una bonificación de carác-

ter objetivo, al referirse, no a las obras que realicen 

determinados sujetos, sino a determinadas obras con-

sideradas en sí mismas, desvinculadas de quien sea el 

sujeto pasivo, pero no hay obstáculo a que el ayun-

tamiento la convierta en mixta añadiendo requisitos 

subjetivos para su aplicación. La concreción del tipo de 

obras habrá de hacerse en la ordenanza, siendo requi-

sito para su concesión que el ayuntamiento apruebe 

los planes de inversiones privadas en infraestructuras a 

que se refiere la bonificación.

4.ª) Viviendas de protección oficial.

De acuerdo con la letra d) del artículo 103.2 LHL, las 

ordenanzas fiscales podrán regular sobre la cuota del 

impuesto una bonificación de hasta el 50 por ciento a 

favor de las construcciones, instalaciones u obras refe-

rentes a las viviendas de protección oficial, aplicándose a 

la cuota resultante de aplicar, en su caso, las bonificacio-

nes a que se refieren las tres letras anteriores.

En materia de viviendas de protección oficial, la nor-

mativa sectorial previa a la LHL de 1988 establecía una 

bonificación del 90 por ciento para “todo recargo, arbi-

trio, derecho o tasa establecido por el Estado, las diputa-

ciones provinciales, cabildos insulares o ayuntamientos, 

incluso los que gravan la ejecución de las obras”, pero 

101. Concluye esta sentencia diciendo que: “En este punto, es de resaltar que en la Ordenanza fiscal reguladora del ICIO, 
no existe artículo alguno que sustente la bonificación aquí interesada, cuya declaración, como hemos visto, a tenor literal 
del precepto transcrito, es discrecional, por lo que es claro que no puede accederse a la bonificación pretendida, sin que sea 
admisible entender –como lo hace la apelante– que la Comisión de Gobierno al adoptar la resolución aquí impugnada, ha 
usurpado competencias propias del Pleno, y decimos que no ha de entenderse así, ya que si la Comisión de Gobierno ha 
desestimado la petición formulada, es porque la misma no aparece regulada como tal en la ordenanza respectiva, todo ello 
sin perjuicio de que en el caso de que la ordenanza respectiva regulase tal cuestión, el reconocimiento de la bonificación 
correspondería al Pleno, previa solicitud del sujeto pasivo, por voto favorable de la mayoría de sus miembros, en los términos 
establecidos en el precepto citado.”

102. No obstante, algunas ordenanzas ciñen la bonificación al aprovechamiento de la energía para autoconsumo. 
Para Pagès Galtés (op. cit., p. 174) no encuentra amparo en el texto legal el supuesto de bonificación por incorporación 

de sistemas de recogida y aprovechamiento de aguas pluviales, pues aquel tan solo se refiere al aprovechamiento término o 
eléctrico de la energía solar, por lo que entiende que si el ayuntamiento pretende beneficiar la incorporación de sistemas de 
recogida y aprovechamiento de aguas pluviales, habrá de acudir a una medida desgravatoria de carácter extratributario.
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la derogación de beneficios fiscales establecida en la dis-

posición adicional novena de la LHL la dejó sin efecto, 

como estableció la jurisprudencia. Actualmente, solo 

puede verse reflejado el carácter de viviendas de protec-

ción oficial en el ICIO en esta bonificación potestativa.

Será la Ordenanza fiscal la que establezca si la 

bonificación se aplica exclusivamente a la construcción 

de las viviendas en sentido estricto o, además, a la cons-

trucción de otros inmuebles que también se benefician 

de la normativa sectorial. El texto legal alcanza cualquier 

tipo de obras referidas a las viviendas de protección ofi-

cial (construcción o reparación).

5.ª) Condiciones de acceso y habitabilidad de los 

discapacitados.

Por fin, la letra e) del artículo 103.2 LHL dispone 

que las ordenanzas fiscales podrán regular sobre la 

cuota del impuesto una bonificación de hasta el 90 

por ciento a favor de las construcciones, instalaciones 

u obras que favorezcan las condiciones de acceso y ha-

bitabilidad de los discapacitados, aplicándose a la cuo-

ta resultante de aplicar, en su caso, las bonificaciones a 

que se refieren las cuatro letras anteriores.

Esta bonificación fue introducida por la Ley 51/2002 

al aceptarse una enmienda en el Senado cuya lacónica 

justificación fue “favorecer y facilitar las condiciones de 

vida de los discapacitados”. En los casos que cita Pagès 

Galtés,103 algunas ordenanzas contemplan determina

dos requisitos para poder gozar de la bonificación, como 

que las obras se realicen en la residencia habitual del 

discapacitado o que las obras no resulten reglamentaria

mente de obligada realización, mientras que otras or-

denanzas establecen que la bonificación alcance a toda 

obra que tenga por objeto favorecer las condiciones de 

acceso y habitabilidad de los discapacitados.

Mención separada merece la previsión contenida en 

el artículo 103.3 del texto refundido de la LHL, según el 

cual las ordenanzas fiscales podrán regular como de-

ducción de la cuota íntegra o bonificada del impuesto, 

el importe satisfecho o que deba satisfacer el sujeto 

pasivo en concepto de tasa por el otorgamiento de la 

licencia urbanística correspondiente a la construcción, 

instalación u obra de que se trate, estableciéndose la 

regulación de los restantes aspectos sustantivos y for-

males de la deducción en la Ordenanza fiscal.

La deducción puede referirse ya sea a la cuota ínte-

gra o ya a la bonificada y, aunque el texto legal no lo 

precise, podrá ser de la totalidad o de parte de la tasa.

Técnicamente, la deducción es por completo in-

correcta y no refleja más que el origen bastardo del 

impuesto. Podrá dar lugar a un sinfín de confusiones 

y solo una tosca simplicidad recaudatoria puede justifi-

carla. De generalizarse esta simplicidad, se habrá con-

sumado por completo un proceso muy poco edificante 

en la conversión de una tasa en impuesto.

Por otra parte, la Ley 51/2002 añadió un nuevo aparta

do al artículo 103 LHL, el 5, disponiendo que los ayun

tamientos podrán establecer en sus ordenanzas fiscales 

sistemas de gestión conjunta y coordinada del ICIO y de la 

tasa correspondiente al otorgamiento de la licencia.104

 

5.9. Plusvalía: transmisiones mortis causa

La redacción originaria de 1988 de la LHL no permitía 

tomar en consideración otras circunstancias distintas de 

la duración del período impositivo para la diversificación 

de las cuotas del impuesto sobre el incremento de 

valor de los terrenos de naturaleza urbana, como las 

características de los terrenos, su aprovechamiento o 

destino y, en especial, la naturaleza de la transmisión, lo 

que junto con la supresión de los topes máximos en su-

cesiones mortis causa, había de estimarse injustificado.

La Ley 50/1998 creó una bonificación de la cuota 

del impuesto para las transmisiones mortis causa entre 

parientes próximos, a establecer potestativamente por 

los ayuntamientos, recogida actualmente en el artículo 

108.4 del texto refundido de la LHL.

La cuantía de la bonificación podrá ser de hasta el 

95 por ciento de la cuota del impuesto. Se refiere única-

mente a las transmisiones de terrenos, y a la transmisión 

o constitución de derechos reales de goce limitativos 

del dominio, realizadas a título lucrativo por causa de 

muerte a favor de los descendientes y adoptados, los 

cónyuges y los ascendientes y adoptantes. La regulación 

de los restantes aspectos sustantivos y formales de la 

bonificación se establecerá en la Ordenanza fiscal.

Pese a que el Informe de la Comisión de Expertos 

propugnó una exención o bonificación no potestativa 

103. Op. cit., p. 176-177.
104. Sin embargo, no prosperó el propósito inicial del proyecto de ley de establecer la deducción preceptiva y en todo caso 

de lo pagado por la tasa en el ICIO. Tal propósito venía complementado con la subida del tipo máximo del impuesto hasta el 5 
por ciento y hubiera supuesto la consumación de la desnaturalización de la tasa. En la tramitación parlamentaria se abandonó 
tal propósito, manteniéndose como potestativa la deducción.
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sino preceptiva y de carácter general, la Ley 51/2002 

no alteró la bonificación.

La ya citada STS de 29 de mayo de 2008 (recurso de 

casación 6500/2002; RJ 2008\5442) ha declarado ajusta-

da a derecho la regulación por la Ordenanza del Ayunta-

miento de Barcelona de esta bonificación potestativa en 

los siguientes términos: “Las transmisiones mortis causa 

referentes a la vivienda habitual del causante, siempre 

que los adquirentes sean el cónyuge, los descendientes o 

los ascendientes por naturaleza o por adopción, disfruta-

rán de las bonificaciones siguientes en la cuota: a) El 95% 

si el valor catastral del suelo correspondiente a la vivienda 

no excede de 1.500.000 pesetas; b) El 20% a partir de un 

valor catastral del suelo de 1.500.000 pesetas.” 

Señala el Tribunal Supremo que la LHL defiere a 

la Ordenanza fiscal la regulación de cualquier aspec-

to sustantivo o formal de la bonificación, siempre que 

guarde el límite de bonificación que establece la ley 

estatal, otorgando así a los ayuntamientos una amplia 

potestad para regular o no en sus ordenanzas fiscales 

esa bonificación y las condiciones de la misma, y sienta 

las siguientes conclusiones:

a) Un ayuntamiento puede o no establecer esa bo-

nificación, que es de carácter potestativo; para su con-

cesión se requiere el acuerdo previo del ayuntamien-

to, en cuyo caso la LHL establece en qué supuestos se 

puede establecer (solo puede operar en las transmisio-

nes a título lucrativo por causa de muerte a favor de 

cónyuge, descendientes y ascendientes), dejando un 

amplio margen a los ayuntamientos para regular tanto 

la cuantía (con el límite del 95 por ciento) como las 

condiciones sustantivas y formales de la bonificación. 

b) La ordenanza municipal de Barcelona, al regular las 

condiciones de la bonificación con arreglo a la ley, no vie-

ne sino a ejercer y desarrollar una potestad que deriva de 

la LHL, que reconoce una amplia autonomía municipal, 

constitucionalmente reconocida (artículos 137 y 140 de la 

Constitución), de manera tal que la Ordenanza fiscal pue-

de conceder la bonificación o no concederla y puede re-

gular las condiciones de esa bonificación en el marco que 

establece la ley. El Ayuntamiento de Barcelona, al aprobar 

la Ordenanza fiscal, se acoge a esa posibilidad y regula las 

condiciones de la bonificación que alcanzan, con arreglo 

a la ley, a las transmisiones lucrativas mortis causa entre 

parientes de grado directo (descendientes, ascendientes 

y cónyuge), estableciendo la condición de que se trate de 

vivienda habitual y distinguiendo entre valores catastrales 

–valor del suelo que corresponde a la vivienda– inferiores 

o superiores (en el año 2001) a 1.500.000 pesetas para 

otorgar el 95 por ciento o el 20 por ciento de la bonifica-

ción sobre la cuota. 

c) La LHL ha permitido en esta materia un amplio 

margen de maniobra a los ayuntamientos a la hora de 

regular todos los aspectos, formales y materiales, de la 

bonificación. Es la LHL la que expresamente delega en 

la Ordenanza fiscal para que regule los aspectos for-

males y sustantivos de la bonificación. 

d) A la vista de las consideraciones expuestas, el 

Ayuntamiento de Barcelona puede exigir determinadas 

condiciones para conceder la bonificación y, en concre-

to, que la vivienda transmitida tenga la condición de 

vivienda habitual, otorgando la máxima bonificación 

(95 por ciento) para viviendas de valor catastral (va-

lor del suelo) inferior a 1.500.000 pesetas y el 20 por 

ciento para valores catastrales superiores a éste, lo cual 

responde a evidentes razones sociales porque lo que se 

pretende es limitar la bonificación a la transmisión he-

reditaria de la vivienda habitual, evitando que la misma 

se generalice para supuestos de transmisiones patri-

moniales inmobiliarias distintas a la vivienda habitual y, 

además, otorgar el máximo de la bonificación (95 por 

ciento) a las transmisiones más humildes, limitando la 

misma al 20 por ciento para las transmisiones con ma-

yor valor.

e) La actuación del Ayuntamiento es discrecional 

pero hace una aplicación racional y razonada de la 

bonificación: exige, para concederla, que se trate de 

la vivienda habitual y que el valor catastral del suelo 

correspondiente a la vivienda transmitida no tenga un 

valor superior a 1.500.000 pesetas (año 2001), su-

puesto en que se concede la máxima bonificación le-

gal del 95 por ciento, rebajando esa bonificación al 20 

por ciento cuando ese valor es superior a 1.500.000 

pesetas, aspectos ambos que tienen perfecto encaje 

en el contenido del artículo 109.4 de la Ley de hacien-

das locales.

6. La potestad tributaria local en tasas y con-
tribuciones especiales

6.1. Tasas

6.1.1. Fenómenos de desnaturalización de las 
tasas
De haberse respetado habitualmente el esencial princi-

pio del límite máximo en la cuantificación de las tasas 

(valor de la utilización; coste del servicio), no serían 
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necesarias mayores consideraciones, por cuanto res-

ponde a su propia naturaleza y esencia.

Pero no cabe ocultar los frecuentes fenómenos 

de “desnaturalización” de la tasa, convirtiéndolo en 

la práctica en un impuesto indirecto, sin ninguna legi

timación legal para ello y con resultados injustos de 

forma patente. Es cierto que el equívoco régimen le-

gal de mitad del siglo xx propiciaba estos fenómenos, 

hasta el punto de permitir la imposición de verdaderos 

impuestos indirectos sobre el uso de los servicios públi-

cos. Las resistencias al nuevo sistema en el que, correc-

tamente, se fija el límite máximo del importe estimado 

del coste del servicio, se vienen prolongando desde 

1975.105 En el caso en que, actualmente, más visibles 

son aquellas resistencias, el de las tasas por licencia de 

apertura de establecimientos, puede influir también (al 

menos en Cataluña) el hecho de que el Reglamento de 

la Hacienda municipal de Barcelona de 9 de noviembre 

de 1961 convirtió esta tasa en un arbitrio.106

La notoria desviación del sistema se pone de manifies-

to, en particular, cuando se analiza el proceso de creación 

del nuevo ICIO. Baste resumir aquí que la LHL mantu-

vo la tasa por licencias urbanísticas, ceñidas a su exacta 

configuración legal, esto es, al principio de equivalencia 

entre cuantía y coste del servicio y creó el impuesto de 

construcciones, para gravar el hecho imponible que 

de facto gravaba el exceso de la tasa desvirtuada.

El esencial artículo 24 LHL recoge un principio de gran 

arraigo en nuestro ordenamiento, el de autofinanciación 

de las tasas, según el cual el coste de mantenimiento del 

servicio se configura como una cifra que debe ser alcan-

zada con los ingresos derivados de la recaudación de las 

tasas devengadas por su prestación, pero también como 

un tope que no puede ser sobrepasado por ellos. En efec-

to, la tasa no es, como el impuesto, un tributo apto para 

la satisfacción de necesidades públicas indefinidas sino 

uno causalmente vinculado al mantenimiento de un ser-

vicio público concreto y bien determinado.

Ha de insistirse en que el legislador no se refiere, al 

cuantificar estas tasas, al importe que por este concep-

to un contribuyente concreto haya tenido que satis-

facer por el servicio que se le preste o por la actividad 

que para él se realice, sino que, mucho más genérica-

mente, habla de importe conjunto de cada una de las 

tasas, siendo éste el que no puede exceder del límite 

marcado, no, por tanto, las concretas liquidaciones sin-

gulares giradas a cada contribuyente.

Como en otros casos en la LHL, la cuestión de la 

cuantificación de las tasas viene presidida por un exce-

so de arbitrio judicial, pues la jurisprudencia no ha sido 

muy exigente, sino, por el contrario, extremadamente 

flexible, en la interpretación del mandato recogido en 

este artículo 24 LHL, habiendo llegado a declarar que la 

equivalencia entre el coste real o previsible del servicio y 

la tasa no tiene tampoco que ser necesariamente total 

en cada ejercicio, sino razonablemente fundada en el 

conjunto de lo previsible; habiendo incluso indicado que 

el importe de las tasas ha de ajustarse lo más posible –sin 

superarlo injustificadamente– al coste de los servicios, de 

donde se desprende que el coste real o previsible del ser-

vicio o actividad de que se trate no representa un límite 

infranqueable, sino que el mismo puede ser superado, 

siempre que, eso sí, el exceso esté de algún modo justifi-

cado, por lo que solo sería ilegal el exceso notorio. 

Sin embargo, han sido tales los excesos cometidos 

que algunas sentencias han debido anular las corres-

pondientes ordenanzas por entender producida una 

desnaturalización de la tasa, al ser su importe irracio-

nal, declarando que la tasa prevista por la ley por li-

cencia ambiental lo es exclusivamente para resarcirse 

de los costes generados por la intervención y no para 

allegar recursos adicionales.107

105. Incluso la reforma de 1975-1976 provocó comentarios como el reproducido por L. Barea Vidiella [Tributos municipales 
en actuaciones urbanísticas (tasa por licencia de obras e impuesto de construcciones) Granada, Comares, 1991, p. 10]: “Vea-
mos ahora una aplicación práctica del giro de manicomio que se ha dado a las haciendas locales, con esta nueva estructuración 
de las tasas. Según ella por las licencias municipales solo se podrá cobrar la parte alícuota (modulada lo que se quiera con 
respecto a otras cuotas alícuotas) correspondiente del coste del servicio. El coste total del servicio es, obviamente, el coste del 
mantenimiento de la oficina de obras. Y ni un céntimo más. […] Esto (y otras cosas) van a llevar a las haciendas locales, con 
toda seguridad, a la catástrofe.”

106. Artículo 5.1: “De conformidad con los artículos 62 y 79 de la Ley especial de Barcelona, quedan convertidos en arbi-
trios los derechos y tasas a que se refiere el artículo 400, núm. 5 y 8 de la Ley de régimen local.” Por lo tanto, en el municipio 
de Barcelona, y hasta 1990, no se liquidaba como justificación de unos servicios municipales anteriores a la concesión de la 
licencia, sino como un impuesto.

107. Cfr. la STSJ de Cataluña 1214/2006, de 30 de noviembre de 2008 (JT 2007\656), que anula tanto la liquidación por 
la llamada tasa por licencia ambiental como las tarifas de la Ordenanza. La liquidación girada tenía un importe de 105.801,83 
euros, equivalentes a 17.603.943 de las antiguas pesetas, que representaba el 40,63% de la totalidad de los costes previstos 
para el ejercicio. Para la sentencia “supone una manifiesta desnaturalización de la tasa de que se trata que su importe sea de
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6.1.2. Informes técnico-económicos
La falta de los preceptivos informes técnico-económi-

cos para la cuantificación de las tasas (artículos 25 del 

texto refundido de la LHL y 20.1 de la Ley de tasas y 

precios públicos) determina la nulidad de pleno dere-

cho de la correspondiente ordenanza fiscal, al tratar-

se de una técnica instrumentada para garantizar el 

cumplimiento del principio básico del límite máximo 

del importe de las tasas en relación con el coste del 

servicio.

Frente a las frecuentes memorias económico-finan-

cieras con un contenido del todo inane, ha de reite-

rarse la doctrina contenida en la STS de 8 de marzo 

de 2002 (RJ 2002\4166), que insiste que, no obstante 

las dificultades para ello, la elaboración de un estudio 

económico-financiero del coste de los servicios es pieza 

clave para la exacción de las tasas, siendo menester 

“un mínimo rigor en su planteamiento y formulación”. 

Para el Tribunal Supremo, “es imprescindible en este 

tipo de estudios económico-financieros no solo cuan-

tificar los costes directos e indirectos del servicio, sino 

también acompañar series estadísticas, del número de 

expedientes instruidos para el otorgamiento de licen-

cias de apertura de establecimientos y de la recauda-

ción obtenida para así llevar a cabo el análisis crítico 

del coste calculado y de sus naturales ajustes”.

Como señalara la STC 185/1995, la cuantía cons-

tituye un elemento esencial de toda prestación patri-

monial, con lo que su fijación y modificación debe ser 

regulada por ley, lo que no significa que siempre y en 

todo caso la ley deba precisar de forma directa e inme-

diata todos los elementos determinantes de la cuantía, 

pues la reserva de ley no excluye la posibilidad de que 

la ley pueda contener remisiones a normas infraorde

nadas, siempre que tales remisiones no provoquen, 

por su indeterminación, una degradación de la reserva 

formulada por la Constitución en favor del legislador. 

Los criterios o límites señalados por la propia ley han de 

ser idóneos para impedir que la actuación discrecional 

de la Administración en la apreciación de los factores 

técnicos se transforme en actuación libre o no some

tida a límite.

La aplicación de esta doctrina constitucional a la 

cuantificación de las tasas obliga a destacar que los cri-

terios o límites señalados en la ley (artículos 24.1 y 24.2 

LHL) han de ser idóneos para impedir que la actuación 

discrecional de la Administración en la apreciación de 

los factores técnicos (artículo 25 LHL) se transforme en 

actuación libre o no sometida a límite.

6.1.3. Conclusiones
De lo anterior, resultan las siguientes conclusiones:

Primera. Que la necesidad de informes técnico-

económicos ha de predicarse no solo de los acuerdos 

de establecimiento de tasas, sino también de cual-

quier modificación de las cuotas tributarias en mate-

ria de tasas, formando parte la misma, junto con los 

demás antecedentes, del expediente de aprobación 

provisional de la ordenanza que puede ser examinado 

por los interesados durante la exposición prevista en 

el artículo 17.1 LHL.

Segunda. Que el informe técnico-económico ha-

brá de comprender, en su caso, un estudio financiero 

y habrá de versar no solo sobre el valor de mercado o 

el coste del servicio o actividad sino también sobre la 

“justificación de la cuantía de la tasa propuesta”, que 

de esta forma exige una motivación especialísima.

Tercera. Que la falta del Informe determinará la nuli-

dad de pleno derecho de la ordenanza. Esta nulidad de 

pleno derecho no solo tiene un alcance procedimental, 

en relación con la formación de la voluntad del órgano 

más de 105.000 euros cuando el proyecto técnico a que se refiere la ley, y que hay que ‘comunicar’ para su comprobación, ha 
ascendido, según consta probado en los autos, a poco más de 3.200 euros. No resulta racional que el coste de comprobar un 
proyecto ascienda a una cantidad que multiplica por más de treinta y dos veces el coste del propio proyecto”, produciéndose 
“la citada desnaturalización de la tasa por un exceso injustificado, reprobable, notorio y excesivo, porque nunca una simple 
recepción de una comunicación y documentación, y una estereotipada actividad municipal (en realidad, según el contenido 
del expediente administrativo, ninguna actividad administrativa distinta de la propia liquidación de la tasa), puede suponer 
una tasa de más de 17 millones de pesetas. Es un ejemplo típico de los denunciados por la doctrina de frecuentes fenómenos 
de ‘desnaturalización’ de la tasa, convirtiéndolo en la práctica en un impuesto indirecto, sin legitimación legal para ello y con 
resultados injustos de forma patente, pues no cabe permitir la imposición de verdaderos impuestos indirectos sobre el uso de 
los servicios públicos”.

 Añade esta sentencia que “nada tiene que ver con las anteriores conclusiones la autonomía municipal que se invoca en el 
escrito de oposición a la demanda, pues tal autonomía hay de ejercerse dentro de la ley y de la racionalidad y no permite preten-
der cobrar unos supuestos costes por unas actividades municipales (recepcionar y comprobar, si es que esta última actividad se 
produjo, pues nada consta al respecto en el expediente) que exceden en más de 32 veces el coste de unas actividades privadas 
de mayor envergadura (el propio proyecto)”.
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colegiado, sino un alcance sustantivo, al garantizar el 

cumplimiento del principio básico de las tasas.108

A partir de ahí, surge el inevitable problema de he-

cho o de prueba que implica el control de la cuantifi-

cación de las tasas. Los informes técnico-económicos 

han de justificar la cuantía de las tasas y han de res-

ponder a técnicas elementales, económicas, estadís-

ticas y financieras. La profesionalidad de sus autores, 

y en particular, el carácter de funcionarios públicos 

en su caso, debiera ser garantía suficiente de objeti-

vidad. Supondría una quiebra total y cierta de todo 

Estado de derecho que la objetividad solo viniera pre-

dicada de los tribunales de justicia (con las gravísimas 

desviaciones potenciales por su necesidad de valerse 

de pericias no siempre objetivas a su vez) y no de la 

Administración en su conjunto y de los funcionarios 

públicos en particular.

Dentro de la necesaria corrección técnica de los 

informes técnico-económicos, éstos han de ser, como 

todos los informes periciales, inteligibles para perso-

nas con conocimientos medios y, en especial, para los 

jueces y tribunales, aunque para ello sea necesario ex-

plicitar conceptos sabidos por los expertos respectivos. 

Solo podrá prescindirse del Informe técnico–económi-

co cuando se trate de aplicar incrementos porcentuales 

relacionados con la inflación, justificando su incidencia 

en la tasa de que se trate.109

6.2. Imposición y ordenación de las contribu-
ciones especiales

En los cuatro apartados de su artículo 34, la LHL se 

pretende la entera regulación de la gestión de las con-

tribuciones especiales. El desacierto del legislador, al 

trasladar y mal copiar solo parcialmente la regulación 

anterior (artículo 224 del texto refundido de 1986), ha 

provocado una formidable confusión en una materia 

sumamente delicada, pues una de las causas esen-

ciales de la falta de efectividad de las contribuciones 

especiales se encuentra, precisamente, en la dificultad 

de gestión debida a la complejidad de los trámites que 

conlleva su aplicación. Además, la consecuencia últi-

ma de una nulidad meramente formal en las contri-

buciones especiales implica un evidente y rechazable 

enriquecimiento injusto (principio de generalidad: “to-

dos”, artículo 31 CE).

Actualmente, ha de estarse a la jurisprudencia del 

Tribunal Supremo, que se recoge en la STS de 7 de 

marzo de 2007 (RJ 2007\4037) que reitera detallada-

mente la doctrina jurisprudencial en torno a las fases 

y actos administrativos (con su contenido y requisitos) 

que, cronológicamente, según los artículos 28 a 36 

LHL, deben de seguir y adoptar los ayuntamientos para 

la exacción de las contribuciones especiales.

En primer lugar, el ayuntamiento en pleno debe 

aprobar el acto de imposición (provisional), por el cual 

decide, en cada caso concreto (puesto que las contri-

buciones especiales son, a partir de la LHL, todas po-

testativas), exigir, respecto de determinadas obras o del 

establecimiento o ampliación de un servicio, el reparto, 

en el porcentaje que establezca, del coste de dichas 

obras y actuaciones. En tal acuerdo es obligado ante 

todo: a) Fundar y justificar que las obras o el estableci-

miento o ampliación del servicio de que se trate bene-

fician especialmente a determinados sujetos pasivos,110 

y b) Fundar y justificar razonadamente el porcentaje de 

reparto, mediante la adecuada ponderación entre el 

beneficio especial y particular y el beneficio o utilidad 

general, que siempre debe existir, al menos en un 10 

por ciento, pues el porcentaje máximo del 90 por cien-

to no significa que los ayuntamientos puedan, sin más, 

108. La precisión es decisiva porque, según ha reiterado la jurisprudencia, la omisión de trámites procedimentales en la ela-
boración de disposiciones de carácter general no puede ser invocada en recursos indirectos contra las mismas, pero no ocurre 
lo mismo cuando, como aquí sucede, se trata además de un requisito sustantivo. Por tanto, en las impugnaciones indirectas de 
las ordenanzas con motivo de impugnación de liquidaciones giradas en su aplicación, cabrá invocar la ausencia del informe téc-
nico-económico, y, comprobada ésta, conllevará la nulidad de la liquidación. Cfr. STSJ de Cataluña 349/2006, de 4 de abril.

109. La jurisprudencia parece querer obviar la articulación de mecanismos de corrección del exceso de la tasa sobre el 
coste del especial beneficio que disfruta el contribuyente, ora bajo el disfraz de curiosos conceptos jurídicos indeterminados, 
como “reprobable exceso” o “notable desproporción”, ora con apoyatura en la falta de estudios económicos o de elementos 
de prueba concluyentes sobre aquel exceso. Es más: si tal control deviniera materialmente imposible, la regulación legal de la 
cuantificación de las tasas habría de estimarse inconstitucional. 

110. Se excluye cualquier idea de reparación, entretenimiento o conservación, pero habrá beneficio especial en los supues-
tos en que los anteriores servicios sean incompatibles con los actuales “estándares” y, en particular, con las normas de segu-
ridad mínimamente exigibles (así, alumbrado existente, pero que incumple las normas de seguridad para evitar accidentes de 
fatales consecuencias). No parece dudoso que en todos esos casos hay, estrictamente, una “ampliación” del servicio, e incluso 
un propio “establecimiento” de uno nuevo acorde con las exigencias del tiempo presente.
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aplicarlo, a modo de autorización, sino que es nece-

sario ponderar la relación interés general/beneficio es-

pecial, y así señalar el porcentaje correspondiente, tra-

tándose de un análisis difícil, pero que debe cumplirse 

hasta donde los datos disponibles lo permitan.111

En segundo lugar, y simultáneamente, el Pleno del 

ayuntamiento habrá de adoptar el acuerdo de ordena-

ción (igualmente provisional), que debe contener: 1.º) 

El coste de realización de las obras o del establecimien-

to o ampliación de los servicios, con el detalle preciso 

para su correcto conocimiento y aplicación del porcen-

taje establecido, si bien el coste total presupuestado 

tendrá carácter de mera previsión, pues al final debe 

prevalecer y tomarse el coste real, sea mayor o menor; 

2.º) La base imponible (cantidad a repartir entre los be-

neficiarios), restándose del coste total las subvenciones 

recibidas; 3.º) La relación de sujetos pasivos de la con-

creta contribución especial, que responde a una nece-

sidad técnica y a una obligación jurídica, como corola-

rio de la zona de afectación singular y especial de las 

obras y del establecimiento o ampliación del servicio 

público; 4.º) Los criterios de reparto,112 y 5º) Las cuotas 

singulares, pues en el acuerdo de ordenación deben 

aparecer las cuotas individuales, resultado de aplicar 

los “criterios de reparto”.

Estos acuerdos han de exponerse al público y pu-

blicarse conforme al artículo 17 LHL. Transcurrido el 

plazo legal, el ayuntamiento adoptará los acuerdos de 

imposición y de ordenación definitivos, momento en 

el que se podrán iniciar las obras y las actuaciones de 

establecimiento o ampliación del servicio público.

Acto seguido, aunque no forme parte stricto sensu 

del acuerdo de ordenación, pues se trata de un requisi-

to para su ejecución, es lo cierto que deben notificarse 

individualmente las cuotas liquidadas. La notificación 

individual de cuotas no puede confundirse ni equipa-

rarse con la exposición al público y publicación, que 

va dirigida a la información general de los “posibles” 

afectados, a los exclusivos efectos de que puedan so-

licitar la constitución de la Asociación Administrativa 

de Contribuyentes, como instrumento colectivo de 

colaboración con la Administración municipal. Tal no-

tificación individual ha de ser considerada necesaria 

e imprescindible y como garantía tributaria no puede 

dársele el tratamiento de una mera formalidad buro-

crática, en la que es indiferente el momento de llevar-

la a cabo; antes al contrario, su tardía realización, al 

privar en la práctica al contribuyente de un derecho 

reconocido por la ley, constituye un vicio productor de 

indefensión y por lo tanto de nulidad insubsanable. Las 

previsiones legales carecerían de sentido si no se obser-

van antes de que las obras comiencen a efectuarse.

6.3. Control y anulación de las ordenanzas 
respectivas

En el control judicial de las ordenanzas fiscales, y es-

pecialmente en las relativas a tasas y contribuciones 

especiales, habrá de tenerse especial cuidado en dis-

tinguir los problemas de reserva de ley y de legalidad, 

en que se deberá controlar y reducir la discrecionali-

dad técnica de desarrollo, y aquellas determinaciones 

que son reflejo de la libertad normativa consecuente 

con la autonomía local, respecto de las cuales los ór-

ganos jurisdiccionales habrán de adoptar una posición 

análoga a la del Tribunal Constitucional respecto de 

las leyes: solo cuando exista una demostración con-

vincente de que se ha incurrido en inconsecuencia o 

incoherencia creadoras de desigualdad o de distorsión 

de los efectos legales, ya en el plano técnico o ya en 

situaciones personales permanentes, deberá declarar-

se la nulidad de la ordenanza. El control a desarrollar 

por el órgano jurisdiccional ha de ser exclusivamente 

jurídico, esto es, sobre la conformidad o no a derecho 

de tales disposiciones generales, sin que sean factibles 

111. Cfr. STSJ de Cataluña 1181/2006, de 23 de noviembre (recurso de apelación 50/2006), donde se lee lo siguiente: “El 
escrito de apelación viene a sostener, precisamente, la tesis del sector doctrinal mencionado, invocando que la aplicación del 
porcentaje es ‘político y no jurídico, ya que todo buen político sabe perfectamente de que cómo haga las cosas tendrá la opor-
tunidad de volver a ser elegido’ (sic), estando dentro de la autonomía municipal. Tal tesis, como se ha reiterado, no es la 
seguida por la jurisprudencia, constitucional y del Tribunal Supremo. La decisión municipal está sometida a las técnicas jurídicas 
de control de la discrecionalidad técnica y de los conceptos jurídicos indeterminados, para lo cual, tal como hace la sentencia 
aquí apelada, serán trascendentales las pruebas periciales que se practiquen.”

112. Aun existiendo para ello un gran margen de maniobra para los entes locales, no solo está excluida la arbitrariedad, 
sino que reiterada jurisprudencia ha ido más allá, aludiendo al principio de justicia en el reparto, de forma que no solo se exclu-
yen los resultados arbitrarios, sino también los que supongan una inequitativa distribución de la carga tributaria, esto es, la no 
contribución en proporción al beneficio en relación con las demás fincas. En suma, la libertad de elección de las corporaciones 
locales tiene un límite objetivo marcado por la equidad, esto es, el que la vieja Ley de régimen local de 1955 expresaba con la 
frase “atendida la justicia del reparto y la clara determinación de las cuotas”.
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Ordenanzas reguladoras de los tributos locales 

análisis sobre la oportunidad o acierto de la mismas, 

habida cuenta de que los órganos jurisdiccionales no 

ejercen sobre las corporaciones locales, regidas por el 

principio constitucional de autonomía, función alguna 

de tutela que viniera a sustituir a las que anteriormente 

ejercían las autoridades estatales, sino un estricto con-

trol de legalidad.

Los efectos de la anulación son los previstos en el 

artículo 19.2 LHL:113

a) En materia de tasas, no podrá la entidad local 

girar nuevas liquidaciones que apliquen la ordenanza 

o el precepto anulados. Además, habrá de estimar los 

recursos de reposición pendientes contra liquidaciones 

que los apliquen y deberá allanarse en los procesos 

contencioso-administrativos igualmente en curso, con 

devolución, en su caso, de lo indebidamente ingresa-

do. La ordenanza o precepto anulados deberán ser 

sustituidos por otros, con eficacia solo para el futuro. 

Si la ordenanza o preceptos anulados ya no estuvieren 

vigentes, por su sustitución por otros, las consecuen-

cias serán las mismas si el sentido o tenor de los nuevos 

fueran reproducción de los anulados o adolecieran de 

los mismos vicios. Solo la vigencia de nuevas ordenan-

zas que hubieren subsanado los vicios motivadores de 

la nulidad, cabrá limitar la eficacia de la anulación a 

las liquidaciones giradas en aplicación de los preceptos 

anulados (por ejemplo, de anuló una ordenanza por 

falta de informe técnico-económico y en ejercicios pos-

teriores se aprobó otra ordenanza con dicho informe).

No obstante, se mantendrán los actos firmes y con-

sentidos (artículos 19.2 LHL114 y 28 y 73 LJCA), aunque 

ha de advertirse que cuando de autoliquidaciones se 

trata, su firmeza –y consiguiente inimpugnabilidad– 

no se produce sino hasta transcurrir los plazos para su 

comprobación administrativa.

b) Tratándose de contribuciones especiales, ha de 

entenderse que los defectos de tramitación, en cuanto 

presupuestos previos al comienzo de las obras, no son 

subsanables, pues lo que consagra el artículo 34.2 LHL 

es el principio de irretroactividad del establecimiento 

de las contribuciones especiales, estando relacionada 

la finalidad del mismo con un elemento estructural del 

propio tributo, que exige su establecimiento previo al 

propio hecho imponible.

En cambio, la anulación del porcentaje de reper-

cusión por falta de justificación debe implicar que el 

ayuntamiento tome un nuevo acuerdo, con la funda-

mentación necesaria y en el que se aplique un porcen-

taje necesariamente inferior. Sin embargo, si ello fuere 

posible, deberán señalarse en la propia sentencia los 

porcentajes de aplicación o desestimarse el recurso si 

los aplicados se ajustan a derecho, careciendo de obje-

to una sentencia que anule los acuerdos de contribu-

ciones especiales por falta de motivación, cuando las 

pruebas practicadas habían puesto de manifiesto que 

los porcentajes finalmente aplicados eran correctos. 

Si se trata de los módulos de reparto, la sentencia 

declarará los que resulten de procedente aplicación.<  

113. Artículo 19.2 LHL: “Si por resolución judicial firme resultaren anulados o modificados los acuerdos locales o el texto 
de las ordenanzas fiscales, la entidad local vendrá obligada a adecuar a los términos de la sentencia todas las actuaciones que 
lleve a cabo con posterioridad a la fecha en que aquélla le sea notificada. Salvo que expresamente lo prohibiera la sentencia, 
se mantendrán los actos firmes o consentidos dictados al amparo de la ordenanza que posteriormente resulte anulada o mo-
dificada.”

114. El inciso del artículo 19.2 LHL que prevé que la sentencia expresamente prohíba esa consecuencia resulta de bien difícil 
inteligencia. Si se entendiera que cabe que la sentencia se aparte en un caso particular de la regla general del artículo 73 LJCA, 
sería una derogación parcial de este precepto, carente de toda justificación. Si lo que se ha querido decir es que la sala corres-
pondiente goza de facultades análogas a las ejercidas por el Tribunal Constitucional en la sentencia de 20 de febrero de 1989 
sobre la tributación conjunta en el IRPF, pudiendo dar a sus sentencias un simple carácter “prospectivo” en sentido estricto, lo 
cierto es que el tenor legal no ha acertado a hacerlo, sino más bien lo contrario, esto es, permitiendo limitar el alcance de la 
regla general del citado artículo 73.
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